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AURKEZPENA

UNESCO Etxeak, Bake Kulturaz munduko esperientziak - Konponbidean dau-
den gatazkak egitarauaren barnean kokatzen diren jardunaldien hirugarren alea
aurkezten dizue, atsegin handiz. Jardunaldi hauek 1998 eta 1999 urteetan ze-
har, Bilbon, ospatu dira.

Egitaraua 1998ko maiatzean jarri zen abian, Guggenheim Bilbao Museoan
buruturiko Bake Kulturaz hitzaldiaren bitartez. Bertan, UNESCOko zuzendari
orokorra den Federico Mayor Zaragoza jauna eta UNESCOko Borondate One-
ko enbaxadorea den Rigoberta Menchú anderearekin batera Jose Antonio Ar-
danza jaunak, Eusko Jaurlaritzako Lehendakariak ere parte hartu zuen.

Irailean El Salvadorreko bake esperientziak ezagutu genituen, David Escobar
Galindo, Cristiani gobernuko partaide ohia eta Salvador Samayoa, FMLNko ki-
de-ohiaren bitartez. Azaroan, Kolonbiako egoeraren berri izan genuen Vera
Grave, M-19ko partaidearekin eta Tomás Concha, Kolonbiako Bergizarteratze
Egitasmoaren zuzendariaren eskutik.

Aurkezten dugun liburu honetan, 1999ko ekainean ospaturiko jardunaldiak
aurkeztuko ditugu. Aldi horretan, Guatemalari buruz hitz egin genuen, bertako
bake esperientziak geureganatu genituelarik. Horretarako, Fernando Castañón,
Guatemalako Historia Argitzeko Batzordeko idazkaria, eta Misio ezberdinetara-
ko Nazio Batuen aholkulari juridikoa izan genuen gure artean. Era berean, Car-
los Martín Beristain ere izan zen, berau “Guatemala: Nunca más”, txostenaren
egile-kidea izan zelarik.

Hitzaldi eta mintegiaren edukiaz gain, berebiziko garrantzia duelakoan,
Guatemalako Historia Argitzeko Batzordeak eginiko txostenaren ondorioak eta
aholkuak ere eranstea egokia iruditu zaigu ale honetan. Azkenik, Guatemalako
Oroimen Historikoaren berregite egitasmoari buruzko hausnarketa batzuk pro-
posatzen ditugu.

Amaitzeko, eskerrak eman nahi dizkiet esperientzia honetan parte hartu du-
ten pertsona guztiei, egitasmo hau euren lana eta jarrerari esker bakarrik, buru-
tu ahal izan baita

PPaauull  OOrrtteeggaa
UNESCO Etxearen Zuzendaria
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PRESENTACIÓN

UNESCO Etxea tiene el gusto de presentar, el tercer volumen de la trilogía
que recoge el contenido de las jornadas celebradas en el marco del Programa
Experiencias de Cultura de Paz en el mundo-Conflictos en Vías de Resolución,
celebradas en Bilbao a lo largo de 1998-99.

Este Programa, se inició en mayo de 1998, con la Conferencia de Cultura
de Paz, a cargo de D. Federico Mayor Zaragoza, Director General de la UNES-
CO, de Dña. Rigoberta Menchú, Embajadora de Buena Voluntad de la UNES-
CO, y de D. José Antonio Ardanza, Lehendakari del Gobierno Vasco, celebra-
da en el Guggenheim Bilbao Museoa.

En septiembre, celebramos las sesiones sobre la experiencia de paz de El
Salvador, en la que participaron, David Escobar Galindo, ex-miembro del Go-
bierno Cristiani y Salvador Samayoa, ex-miembro del FMLN. En noviembre, com-
partimos la experiencia de Colombia, con Vera Grabe, miembro fundador del
M-19, y Tomás Concha, Director del Programa de Reinserción de Colombia.

En esta ocasión, tenemos la oportunidad de presentar las jornadas celebra-
das en junio de 1999, con motivo de la Experiencia de cultura de paz de Gua-
temala, con la participación de Fernando Castañón, Secretario Ejecutivo de la
Comisión para el Esclarecimiento Histórico de Guatemala y asesor jurídico de
Naciones Unidas para diferentes Misiones. Igualmente contamos con Carlos
Martín Beristain, co-autor del Informe “Guatemala: Nunca Más”, Proyecto de Re-
cuperación de la Memoria Histórica.

Además del contenido de la Conferencia y del Seminario, nos ha parecido
oportuno y de sumo interés incorporar a este volumen, tanto las conclusiones del
Informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, como una serie de re-
flexiones sobre la experiencia del Proyecto de Reconstrucción de la Memoria His-
tórica en Guatemala (REHMI).

Por último, quisiera agradecer a todos las personas que han participado y
han hecho posible el desarrollo de estas experiencias, su trabajo y dedicación.

PPaauull  OOrrtteeggaa
Director de UNESCO Etxea
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LOS DESAFÍOS DE LA RECONSTRUCCIÓN: LA EXPERIENCIA
DE GUATEMALA

CARLOS MARTÍN BERISTAIN

Este volumen que llega a tus manos recoge distintas aportaciones y debates,
realizados a través de la invitación de Unesco Etxea, en torno al proceso de paz
de Guatemala, el papel de la verdad y los cambios sociales necesarios después
de la finalización de las dictaduras militares y el conflicto armado que asolaron
al país durante cuatro décadas.

Un proceso de paz puede verse como un arreglo político entre “las partes”
enfrentadas. Como una forma de establecer una nueva gobernabilidad de un
conflicto social. O como un proceso de reconstrucción del tejido social, de las
organizaciones, grupos, luchas y esperanzas de la población. Las experiencias
y puntos de vista que compartimos esos días caminan también entre esas distin-
tas perspectivas y plantean diferentes formas de enfrentar el desafío de la re-
construcción y las formas de prevención de la violencia.

Mirarse en el espejo de la verdad

Los efectos de esto son desastrosos: uno poco a poco se va aniquilan-
do, muriendo, en una sociedad donde no es permitida la vida. Yo no
he recuperado la vida. Y en particular, que se aniquilaron tantas ex-
pectativas que habíamos tenido. La esperanza es que yo creo que no
fue inútil ese gran sacrificio que soportaron.

Necesitamos saber lo que pasó. Estar seguros de que en algún mo-
mento murieron. Y esclarecer la responsabilidad de los autores. No se
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puede establecer venganza, pero sí que se siente el precedente para
que no vuelva a ocurrir. (testimonio, en ODHAG, 1998: IV: 483)1.

Tras la finalización de conflictos o dictaduras, muchas sociedades se han
planteado la necesidad de conocer el pasado, para dar voz a las víctimas cu-
ya experiencia había sido silenciada o manipulada y para que la sociedad en-
tera, una buena parte de la cual había vivido al margen de esas atrocidades,
reconociera lo que había sucedido.

En Guatemala se han llevado a cabo dos proyectos de verdad y memoria
colectiva en los últimos años. El proyecto REMHI fue auspiciado por la Iglesia ca-
tólica y nació como un esfuerzo de una parte importante de la sociedad civil
guatemalteca para conocer la verdad, movilizar a la gente para la reconstruc-
ción del tejido social y facilitar el posterior trabajo de la CEH. El proyecto REM-
HI publicó su informe GUATEMALA NUNCA MAS en abril de 1998. Dos días
después su coordinador Monseñor Gerardi, fue asesinado brutalmente.

La Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH) nació como parte de los
Acuerdos de Paz entre el gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria
Nacional Guatemalteca (URNG) bajo la mediación de la ONU. A pesar de su
limitado mandato inicial, el trabajo de la Comisión y el informe presentado en
febrero de 1999, LA MEMORIA DEL SILENCIO, tuvieron un impacto muy impor-
tante con la declaración de genocidio y sus recomendaciones constituyen un con-
junto muy valioso de medidas para promover los cambios sociales necesarios
para la paz.

Ambos informes han recogido la voz de las víctimas del enfrentamiento ar-
mado y la represión política, han descrito el genocidio y la persecución, han
desvelado algunos de los mecanismos que hicieron posible el horror y han con-
frontado a la sociedad guatemalteca y al mundo con las terribles consecuencias
que ha tenido en la vida de la gente.

Sin embargo, estos intentos no han estado exentos de obstáculos. Los de-
tractores de esos procesos, quienes han tenido graves responsabilidades en la
violencia contra la población civil, han tratado de promover el reparto de res-
ponsabilidades entre todos y recetar el olvido como la fórmula para la recons-
trucción.

Para las víctimas y familiares que se acercaron a dar su testimonio al pro-
yecto REMHI, y posteriormente a la CEH, romper el silencio de los hechos, su-
perar el miedo y hablar de la experiencia, por amarga o dolorosa que fuera, es
descubrir la esperanza de que esas palabras quizás sean oídas y luego, una vez
oídas, juzgados los hechos.
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La verdad y la justicia pueden ayudar a las víctimas del horror a reconstruir
su vida y a promover cambios sociales, como muestra el testimonio de Diana Or-
tiz, una monja estadounidense que trabajaba en Guatemala y que fue secues-
trada, violada y torturada en 1990 por agentes del ejército bajo la dirección de
“Alejandro” un oficial estadounidense2. Diana fue introducida en un pozo don-
de había gente herida, ratas y cadáveres en descomposición, fue violada repe-
tidamente y obligada a acuchillar a un detenido. “Alejandro me recordó que mis
torturadores habían grabado en vídeo algunas de las partes de mi tortura que
más me avergonzaron. Dijo que esas imágenes serían entregadas a la prensa si
yo no perdonaba a mis torturadores. Logré saltar del vehículo y salir corriendo.
Llevo nueve años luchando por dejar de correr”.

Memoria contra el horror

El Informe REMHI y de la CEH también han desvelado parte de los meca-
nismos que han hecho posible la crueldad extrema con que se dio en Guatemala
la violencia contra la población civil. Entre los mecanismos que han hecho posi-
ble el horror está el sistema de formación de cuerpos militares, basado en el re-
clutamiento forzoso, un entrenamiento en la obediencia, fuerte control de grupo
y complicidad en las atrocidades, el papel de los servicios de inteligencia y la
militarización de las comunidades mayas a través de las PAC y el racismo y des-
humanización de la población civil (“son todos subversivos, son mierda”).

Ese sistema explica en gran medida el carácter tan destructivo que tuvo la
represión política, pero también se manifiesta hoy en día en numerosas formas
de violencia en la postguerra ya que, todavía en la actualidad, una parte de esa
red se mantiene intacta. El asesinato de Monseñor Gerardi y las dificultades de
investigación del caso ponen de manifiesto el impacto de la impunidad en la ac-
tualidad.

A pesar de lo doloroso, la memoria de las atrocidades es también una par-
te de la prevención de la violencia en el futuro. En Guatemala, como en otros
muchos países, del desmantelamiento de los mecanismos que han hecho posible
el horror depende en gran medida que no se repita la tragedia.

Reconstruir el tejido social

Doscientas mil personas asesinadas y desaparecidas. Cientos de miles de
huérfanos y viudas. Cuatrocientas aldeas arrasadas, seiscientas masacres. El do-
lor de un pueblo no cabe en las cifras. A pesar de esa enorme destrucción y sus
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tremendas consecuencias en la vida de la gente, posteriormente también se ha
dado una recomposición de ese tejido social que ha tenido como protagonista
a las propias víctimas y sobrevivientes. Años después, en la mayor parte de los
lugares se ha recuperado el papel de las organizaciones sociales, líderes y, en
alguna medida, de las autoridades tradicionales. Si bien ese proceso es lento,
supone una esperanza para el futuro.

Sin embargo, en la actualidad hay amenazas que comprometen ese futuro,
como son los problemas de la tierra, la militarización y el desarraigo de los des-
plazados y refugiados. Por otra parte, la impunidad y la educación en la vio-
lencia que se ha dado con el reclutamiento forzoso, el enfrentamiento armado y
la actuación paramilitar, tienen también consecuencias en la violencia social en
el post-conflicto (en el último año se ha dado en Guatemala un linchamiento ca-
da semana).

Todavía hoy mucha gente tiene miedo, especialmente por la convivencia con
victimarios en las comunidades o la reagudización de graves conflictos sociales
(“que la violencia no vuelva otra vez). Esto muestra que a pesar de la finaliza-
ción del conflicto armado, las consecuencias de la guerra se manifiestan a lar-
go plazo y amenazan el futuro de la convivencia, situando en primera línea de
la agenda de la postguerra la importancia de acabar con la impunidad y la ne-
cesidad de enfrentar los problemas sociales como la tierra.

Las recomendaciones del informe REMHI y de la CEH, constituyen todo un
programa para la reconstrucción y muchos grupos están trabajando para que no
queden sólo en un testimonio de las víctimas. El proceso de reconstrucción exi-
ge tener en cuenta esta memoria y llevar adelante medidas para mitigar o re-
parar el daño en lo posible, medidas que acaben con la impunidad, reformar
las fuerzas armadas, desmantelar los cuerpos de inteligencia militar, facilitar la
participación política respetando las formas de organización maya, y difundir el
contenido y conclusiones de los informes en la sociedad, así como medidas de
redistribución de la riqueza, dado que la violencia actual tiene raíces económi-
cas y sociales.

La gente en Guatemala tiene claro que la finalización del conflicto armado
no es la paz y los intereses de los grupos dominantes están tratando de poner-
le límites estrechos al nuevo proceso. El camino que lleva a la puesta en marcha
de todas esas medidas está plagado de obstáculos. Para superarlos tiene que
haber muchos pequeños y enormes esfuerzos, de aquí y de allá.

En estas páginas tratamos de aprender del proceso de Guatemala. Pero los
mayas dicen que los caminos son de ida y vuelta. Esa tarea exige coraje para
acompañar los esfuerzos de la gente que está tratando de abrir los espacios pa-
ra la defensa de los derechos humanos y para repensar los conceptos a través
de los cuales miramos desde aquí la realidad de tantos pueblos.

D

11



D

12



D
– CONFERENCIA SOBRE LA

EXPERIENCIA DE CULTURA 
DE PAZ DE GUATEMALA

– SEMINARIO SOBRE LA EXPERIENCIA
DE CULTURA DE PAZ DE GUATEMALA

3



CONFERENCIA SOBRE LA EXPERIENCIA DE CULTURA DE PAZ
DE GUATEMALA
BBiillbbaaoo,,  SSaallóónn  TTaappiicceess..  FFuunnddaacciióónn  BBBBVV..
2222..0066..9999

INTERVIENE D. PAUL ORTEGA
Director de UNESCO Etxea.

Vamos a empezar esta conferencia sobre Guatemala en este marco del Pro-
grama de Experiencias de Cultura de Paz en el Mundo, que como sabéis bien,
es un Programa que UNESCO Etxea inició el año pasado con el apoyo de la
UNESCO y del Gobierno Vasco, tanto del Departamento de la Presidencia co-
mo del Departamento de Justicia. Igualmente agradecemos a la fundación del
Banco Bilbao Vizcaya la hospitalidad que nos da hoy para llevar a cabo esta
conferencia.

Quería hacer un poco de memoria de este Programa de Experiencias de Cul-
tura de Paz. En mayo del 98 iniciamos con el Director General de la UNESCO,
Federico Mayor Zaragoza, y con Rigoberta Menchú, una línea de sesiones so-
bre experiencias relacionadas con la cultura de la paz en varios países del mun-
do que nos parecía de interés divulgar y hacer presente en Euskal Herria. En ese
sentido, fue muy enriquecedor poder dar una perspectiva amplia sobre lo que la
UNESCO y una de las personas con mayor renombre en la actividad de la cul-
tura de la paz, Rigoberta Menchú, entendían y veían como una línea de cultura
de paz. Creo que todos sabéis que el contenido de esas conferencias está pu-
blicado y disponible en la sede de UNESCO-Etxea.

A continuación, el Profesor Vicenç Fisas titular de la cátedra Unesco sobre
Paz y Derechos Humanos de la Universidad Autónoma de Barcelona, presentó en
julio del 98 su libro editado por la UNESCO y titulado “Cultura de Paz y gestión
de conflictos”, en el que se plasma el enfoque de la cultura de la paz en cuanto
a teoría y práctica. Es un libro que hemos canalizado y hemos divulgado.
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En esta línea, ya avanzando en algunas experiencias concretas, a finales del
año pasado tuvimos la posibilidad de presentar las experiencias de El Salvador
y de Colombia. Entonces contamos con la presencia de Salvador Samayoa, ex
miembro del FMLN y de David Escobar Galindo, ex miembro del gobierno Cris-
tiani, que explicaron cómo había sido el proceso de paz en un país como El Sal-
vador. Igualmente, tuvimos la posibilidad de conocer de primera mano algunas
de las experiencias de paz de Colombia, en concreto la que había llevado al
abandono de la lucha armada y a la negociación del grupo guerrillero M-19.
Contamos con la presencia de una ex-comandante del M-19, Vera Grave, y con
la presencia del entonces Director del Programa de Reinserción de Colombia, To-
más Concha.

Hoy, UNESCO Etxea ha visto de interés traer una experiencia tan interesan-
te en los últimos tiempos como ha sido todo el proceso de esclarecimiento histó-
rico en Guatemala. Para ello se creó, en virtud de los acuerdos de paz de Gua-
temala, la Comisión del Esclarecimiento Histórico. Hoy tenemos la ocasión de
contar con el Secretario Ejecutivo de esta comisión, la persona que dirigió el
equipo de trescientas personas en Guatemala. El informe de la Comisión fue pre-
sentado oficialmente hace pocos meses.

Desde Unesco Etxea nos parece muy interesante presentar estas estrategias
de cultura de paz, ya que el año que viene, el año 2000, ha sido declarado
por Naciones Unidas, el Año Internacional de la Cultura de la Paz. Igualmente,
el año que viene empieza el Decenio mundial sobre la Cultura de la Paz y la
No Violencia. Es nuestro interés, vincular a otros actores de procesos de paz,
tanto del País Vasco como a nivel internacional, en la búsqueda de una estrate-
gia, incluso un plan de cultura de paz para Euskal Herria y para el resto de los
lugares.

Sin más, voy a presentarles muy brevemente, porque él es bastante modesto
y me ha pedido que no alargue mucho su presentación, al señor Fernando Cas-
tañón Alvarez.

Fernando Castañón es asturiano, nacido en Salas. Ya ha tenido una expe-
riencia impresionante en el sistema de las Naciones Unidas. Se inició en el año
89 como funcionario del Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas,
en Ginebra. Ya en el año 90 participó en la Misión de Observadores de las Na-
ciones Unidas en Centroamérica (ONUCA), como asesor jurídico y político de
su oficina en Nicaragua, dónde estuvo dos años. También participó como ase-
sor jurídico principal en la Misión de Observadores de las Naciones Unidas en
El Salvador, del 91 al 94. Estuvo como jefe de la misión preparatoria de la Mi-
sión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala en el 94. Estuvo co-
ordinando la instalación y la primera sesión plenaria del Tribunal Penal Interna-
cional para Ruanda en el año 95. Trabajó también como asesor jurídico supe-
rior del Tribunal Penal Internacional para la Ex-Yugoslavia, entre los años 94 y
96. Ha sido también consultor especial en materia de justicia del Director Ge-
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neral de la UNESCO. Y, como todos sabéis, desde el año 97, ha sido el Se-
cretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH) de
Guatemala. Sin más, paso la palabra al señor Fernando Castañón Álvarez. Es-
kerrik asko

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN ALVAREZ
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Muy buenas tardes a todos. Muchas gracias por la asistencia y gracias par-
ticularmente a UNESCO Etxea por esta iniciativa. Gracias también al Gobierno
Vasco por dar apoyo a iniciativas de este tipo, encaminadas a mostrar procesos
de paz a través de todo el mundo. Gracias igualmente, por su hospitalidad, a
la fundación del Banco Bilbao Vizcaya por darnos hospitalidad y tenernos aquí
en esta oportunidad.

Gracias, y lo digo con toda sinceridad, porque es darnos la oportunidad a
los que trabajamos en diversos lugares en el mundo, lamentablemente, casi siem-
pre después de las guerras, para ayudar a la población de estos países, a los
gobiernos, a las guerrillas, a curar las heridas de las guerras. Tener la oportu-
nidad de exponer esto es un privilegio para nosotros, porque uno muy a menu-
do piensa cuánto podemos aprender de las experiencias de los demás. Quienes
asistimos de forma privilegiada a estos procesos de paz, quienes somos como
unos invitados especiales para estar en la casa de ciudadanos de otros países
y entrar en su intimidad, aprendemos y reflexionamos sobre muchas cosas, so-
bre nuestra propia vida, nuestra experiencia, la experiencia de nuestros países.

En este caso, como comentaba Paul Ortega, vamos a hablar de la Comisión
para el Esclarecimiento Histórico de Guatemala, en esa vinculación que existe
entre la paz de hoy y el esclarecimiento de lo que pasó anteriormente.

Voy a hablar aquí más, desde el punto de vista técnico. No quisiera entrar
tanto en la sustancia de lo que esta comisión ha dicho, porque para eso ya es-
tá el Informe, y prefiero que el Informe sea el que se explique por sí mismo. En
la oficina de UNESCO Etxea, aquí en Bilbao, tiene a su disposición, tanto la di-
rección de Internet para acceder al Informe, bien en su conjunto, bien solamen-
te a las conclusiones y recomendaciones, como igualmente a las 4 páginas de
presentación del informe que hizo el Coordinador de la Comisión en el acto pú-
blico al que asistió la población de Guatemala, y lógicamente también las par-
tes firmantes: el Gobierno y la guerrilla, la Unidad Revolucionaria Nacional Gua-
temalteca (URNG).

Guatemala es un país que vino marcado por una política y por una estruc-
tura social, económica, cultural, de exclusión. De excluir a unos, de gobernar los
otros. Las políticas que se siguieron por parte de los gobiernos, salvo un parén-
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tesis muy limitado entre el año 1944 a 54, no hicieron más que profundizar en
esas exclusiones.

En esta política de exclusión y de desigualdad radica, en definitiva, el ori-
gen del enfrentamiento en Guatemala. No solamente enfrentamiento en términos
generales, sino enfrentamiento armado, enfrentamiento violento. Y enfrentamien-
to que traía consigo, al margen de lo que se entiende normalmente como gue-
rra o conflicto armado, todo un sistema de violencia, en el que los actores no
solamente podían ser las partes enfrentadas militarmente, o sea el Gobierno y
la guerrilla. La guerrilla se levantaba contra un estado, contra un Gobierno que
consideraba opresor. Pero ese Gobierno también reaccionaba posteriormente
contra una guerrilla a la que consideraba como enemigo suyo. Y unos y otros
consideraban como enemigos a aquellos que asociaban, a veces muy a menu-
do de una forma gratuita, como aliados suyos. Se traducía en el hecho de acu-
sar, por ejemplo, de capitalista o represor a cualquier persona que pudiera te-
ner la menor vinculación con el sector del estado, o con cualquier sector em-
presarial. O calificar de comunista a cualquier persona que simplemente men-
cionara la palabra democracia, o hablara de la defensa del pobre, o pidiera un
poco de comida para los que no tuvieran nada. Eso no hizo más que radicali-
zar todavía más las posturas, y sobre todo, dividir definitivamente al país.

Centroamérica, a pesar de lo pequeño que es aquella zona, fue muy explo-
siva hace unos cuantos años, con conflictos en Nicaragua, donde la Contra ac-
tuaba contra el Gobierno Sandinista; en El Salvador, donde el Frente Farabun-
do Marti de Liberación Nacional, que antes se citaba, actuaba contra el Go-
bierno salvadoreño, y Guatemala, donde la URNG, igualmente, lanzaba ope-
raciones armadas contra el Gobierno guatemalteco. En definitiva, todo aquello
era un polvorín, pero un polvorín en el que los actores no solamente eran los ciu-
dadanos de cada unos de esos países, sino que también actuaban otros países,
de forma directa o indirecta. Todos sabemos que la Guerra Fría, de alguna for-
ma se materializaba en ciertas regiones del mundo a la hora de los conflictos y
los enfrentamientos, muy particularmente en Centroamérica.

En mayo del 1986, los gobiernos centroamericanos (quizás ya un poco re-
presentando al inconsciente colectivo de todos los pueblos centroamericanos),
materializan un proceso de paz que ya venía gestándose en Centroamérica.
Concretamente, en mayo de 1986, como decía, adoptan la Declaración de Es-
quipulas. Esquipulas es una población de la ciudad de Guatemala. En esta De-
claración, los presidentes de Costa Rica, Nicaragua, Honduras, Guatemala y El
Salvador, se comprometieron a celebrar reuniones presidenciales periódicamen-
te con el fin de buscar la paz en la zona.

En agosto del año siguiente, concluyen el llamado Acuerdo de Esquipulas 2,
en el que se establecen los procedimientos para llegar a una paz firme y dura-
dera en Centroamérica. Tuve el privilegio de trabajar en la verificación de uno
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de los acuerdos de Esquipulas 2 acordados en materia de seguridad, concreta-
mente, el que decía que los gobiernos centroamericanos iban a dejar de apo-
yar a movimientos insurgentes centroamericanos, en el sentido de que no iban a
permitir el uso de su territorio, o no les iban a respaldar en sus acciones contra
otros países. Hablábamos de la Contra, que utilizaba fundamentalmente el terri-
torio de Honduras o de Costa Rica, para lanzar operaciones contra Nicaragua,
del FMLN, que básicamente operaba desde Nicaragua o desde Honduras con-
tra El Salvador, y de la URNG, que operaba fundamentalmente desde Méjico.

La misión en la que inicialmente trabajé en Centroamérica, en la Comisión
de Observadores de Naciones Unidas para Centroamérica, era una comisión de
observadores militares, aunque éramos allí 5 civiles, que les asesorábamos y
asistíamos, lógicamente a parte de todo el personal administrativo y logístico.
Actuamos para promover el acuerdo de paz en Nicaragua entre la Contra y los
dos gobiernos, el Gobierno Sandinista saliente y el Gobierno de Doña Violeta
Barrios de Chamarro que nació de las elecciones del 89 y entró en función en
abril del 90. Se medió en las negociaciones y se verificó la desmovilización de
la Contra, el cese del fuego, la separación de fuerzas. En el concepto que no-
sotros utilizamos, desmilitarizar; digo esto porque ahora se habla también de
desmilitarización de la guerrilla en Kosovo, supone convertir a una persona que
tiene estatuto militar en una persona con estatuto civil.

Pero en definitiva se van tomando acciones a favor de la paz en Centroa-
mérica. Y concretamente en el caso de Guatemala, se ha de decir que en el año
1985, Guatemala estableció una nueva constitución en la que el respeto de los
Derechos Humanos ocupaba un lugar muy importante. Pero se mantenía en de-
finitiva una estructura que continuaba con la violación de los Derechos Humanos
en mayor o menor medida, y el cambio en la constitución no significaba mucho
si la sociedad civil no tomara un papel activo en la búsqueda de la paz en el
país.

En septiembre de 1987, con el Gobierno de Pinicio Arévalo, que quizá us-
tedes recordarán, fue el primer presidente civil después de un largo período de
presidentes militares, se estableció la Comisión Nacional de Reconciliación, en
la que la iglesia tenía un papel importante. Posteriormente, en el 90, esta Co-
misión concluye el acuerdo básico para la búsqueda de la paz por medios po-
líticos con la URNG. En ese acuerdo se nombra a Monseñor Rodolfo Quesada
Toruño como el conciliador en las negociaciones, y se pide al Secretario Gene-
ral de NNUU que designe un observador, que al mismo tiempo garantice la
puesta en marcha de los acuerdos. Justamente el observador designado en aquel
momento es un funcionario español de las Naciones Unidas Francesc Bendrel,
que hoy día trabaja en Nueva York.

En 1991 se concluye el primer Acuerdo en Méjico, en el que se establecen
los procedimientos para la búsqueda de la paz y una lista de temas que iban a
ser discutidos o negociados en dicho proceso de negociación.
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Lamentablemente el proceso de paz entra después en un mal periodo, iba a
decir un mal momento, pero son más de un año. Y en el 94, después de un fa-
llido golpe de estado, afortunadamente se impulsa el proceso, se relanza el pro-
ceso de negociación. Naciones Unidas nombra un moderador en las negocia-
ciones, y se concluyen una serie de acuerdos que entran en vigor con la firma,
el 29 de diciembre de 1996, del Acuerdo de Paz Firme y Duradera.

Entre esos acuerdos, se concluye en junio del 94 el Acuerdo para establecer
la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, o “Acuerdo para el esclareci-
miento histórico de las violaciones de los Derechos Humanos y hechos de vio-
lencia que han causado sufrimientos a la población guatemalteca”, como se lla-
maba en su nombre completo.

Este acuerdo concluía que ambas partes convenían establecer una Comisión
que investigaría las violaciones de Derechos Humanos y hechos de violencia del
pasado en Guatemala. Es muy importante que tomemos en cuenta las razones y
el porqué del establecimiento de esta Comisión. El acuerdo que establece la Co-
misión, fue el acuerdo más difícil de toda la negociación del proceso de paz de
Guatemala, justamente porque tocaba fibras muy sensibles de ambas partes; el
Gobierno y la guerrilla. Y tocaba fibras muy sensibles de todos los guatemalte-
cos. Porque prácticamente, en Guatemala, todas las familias habían tenido al-
guna víctima o habían sido víctimas directas o indirectas de la violencia.

Finalmente, las partes concluyen que hay que establecer esa Comisión, y es-
tablecen los términos del Acuerdo. Pero antes de entrar en los términos del
Acuerdo, yo repito que el propósito de mi intervención sobre todo es mostrar a
un pueblo que ha querido investigar el pasado, establecer los porqués, e inclu-
so, cuál fue el papel de los numerosos extranjeros que allí estuvimos trabajando.

En el preámbulo, las partes en el proceso, el Gobierno y la guerrilla, fijan
las razones de ser del Acuerdo. Allí se dice, por ejemplo:

“Considerando que la historia contemporal a nuestra patria registra graves
hechos de violencia, de respeto de los derechos fundamentales de la persona y
sufrimientos de la población vinculados con el enfrentamiento armado”

“Considerando el derecho del pueblo de Guatemala a conocer plenamente
la verdad sobre estos acontecimientos cuyo esclarecimiento contribuirá a que no
sé repitan estas páginas tristes y dolorosas y que se fortalezca el proceso de de-
mocratización en el país”

“Reiterando su voluntad de iniciar a la brevedad un nuevo capítulo en la his-
toria nacional que como culminación de un amplio proceso de negociación, pon-
ga fin al enfrentamiento armado, contribuyendo a sentar las bases para una con-
vivencia pacífica y respetuosa de los Derechos Humanos entre los guatemalte-
cos;”
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“Considerando, en este contexto, la necesidad de promover una cultura de
concordia y respeto mutuo, que elimine toda forma de revancha o venganza,
una condición indispensable para una paz firme y duradera...”

Ambas partes acuerdan establecer la Comisión de la que vamos a hablar.

El Acuerdo es muy breve, afortunadamente. Creo que todo jurista prefiere un
acuerdo breve, porque es mucho más manejable y permite más juego a la in-
terpretación, y a veces elimina también dudas porque muchas palabras no cre-
an más que confusión.

Son tres las finalidades fundamentalmente. Una, el esclarecimiento, como
aquí dice: “con toda objetividad, equidad e imparcialidad de las violaciones de
los Derechos Humanos y los hechos de violencia que han causado sufrimientos
a la población guatemalteca, vinculados con el enfrentamiento armado”. O sea,
el esclarecimiento de los hechos, bien sea hechos que en sí mismos, según sea
el actor, pueden ser violaciones de Derechos Humanos o pueden ser hechos de
violencia. No es esto más que una calificación jurídica a hechos que substanti-
vamente pueden ser iguales.

En segundo lugar, como segundo gran objetivo o finalidad, elaborar un In-
forme que contenga resultados de las investigaciones realizadas y ofrezca ele-
mentos objetivos de juicio sobre lo acontecido durante este periodo abarcando
a todos los factores, internos o externos. O sea, segunda finalidad, facilitar la
comprensión de lo que pasó. Vinculo este gran objetivo al título de la Comisión,
la “Comisión para el Esclarecimiento Histórico”. Interesan mucho los hechos, pe-
ro interesa sobre todo comprender qué es lo que pasó.

Por último, y como tercera finalidad, la formulación de recomendaciones. La
Comisión debe formular recomendaciones específicas, encaminadas a favorecer
la paz y la concordia nacional en Guatemala. Dice: “La Comisión recomenda-
rá, en particular, medidas para preservar la memoria de las víctimas, para fo-
mentar una cultura de respeto mutuo y observancia a los Derechos Humanos y
para fortalecer el proceso democrático”.

En cuanto al periodo objeto de investigación, como decía anteriormente, la
Comisión debía investigar, en esos términos que fijaba, las violaciones de Dere-
chos Humanos y hechos de violencia vinculados con el enfrentamiento armado
interno. Por lo tanto la Comisión tenía que fijar cuándo empezaba el enfrenta-
miento armado interno, ya que la fecha fin, formalmente es cuando se firma el
Acuerdo de Paz Firme y Duradera en diciembre del 96. La Comisión fijó que, a
estos efectos, el enfrentamiento armado interno había empezado en el año
1962. Por lo tanto, la Comisión debía, de hecho, investigar los hechos durante
esos 34 años, pero al mismo tiempo debería también entrar en el periodo his-
tórico anterior, e incluso, tomar en cuenta el periodo histórico posterior a la fir-
ma del Acuerdo final.
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Una pequeña aclaración: utilizo siempre el término enfrentamiento armado
interno, y no utilizo el término guerra, no utilizo el término conflicto armado. Es-
to es simplemente un tecnicismo que las partes convinieron en establecer, pero
que tiene que ver sobre todo con la aplicación del derecho internacional huma-
nitario, que supone también el reconocimiento de parte beligerante a la guerri-
lla. Hablar de enfrentamiento armado, que era el empeño que tenía el Gobier-
no, y particularmente el ejercito, suponía no reconocer como parte beligerante,
militarmente hablando y a efectos del derecho internacional humanitario, a la
guerrilla. No obstante, la Comisión, consideró que ambas partes estaban obli-
gadas a cumplir con las normas mínimas que establece el derecho internacional
humanitario. Por lo tanto, los excesos, que como en cualquier guerra o enfren-
tamiento armado se producen, podían ser exigibles a ambas partes.

Respecto del procedimiento de trabajo, el mandato decía que la Comisión
debía de recibir, lógicamente, información y antecedentes, no solamente de lo
que históricamente pudiera encontrar en archivos u otros lugares, o en archivos
internacionales, por ejemplo, en el ámbito de Naciones Unidas, sino sobre to-
do, buscar la información y antecedentes de parte de la ciudadanía, nacionales
o extranjeros, pero personas que habían vivido directamente, y habían sido víc-
timas o testigos de hechos de violencia. No obstante, como su período de tra-
bajo era solamente de un año, la Comisión no podía contemplar todos los ca-
sos y eso no tenía porque quitar valor al informe en su totalidad.

Y así establecía otras cosas, como la no individualización de responsabili-
dades, que no tendría propósitos ni efectos judiciales, y la confidencialidad.

Voy a hacer referencia más adelante a la fase de instalación de la Comisión.
El propio Acuerdo preveía que tres personas iban a ser miembros de la Comi-
sión. El primer miembro lo debía de designar el Secretario General de las Na-
ciones Unidas. Los otros 2 miembros, deberían ser elegidos por la persona de-
signada por el Secretario General de las Naciones Unidas: en el primer caso,
una de las personas presentadas por los rectores universitarios, y en el segundo
caso, un ciudadano de conducta irreprochable. Yo tuve la oportunidad de estar
desde el punto cero en esta Comisión y voy a explicar un poco el cómo.

El Estatuto Jurídico de la Comisión

El Estatuto Jurídico de la Comisión, en definitiva, define si alguno de los tres
miembros de la Comisión o cualquiera de las personas que trabajan asistiéndo-
les, puede ser perseguido judicialmente si a juicio de alguien ha habido alguna
extralimitación en su trabajo. ¿Puede ser detenido por el estado, si considera
que su trabajo no le gusta?

Bueno, el régimen que planteamos, y voy a decir que fue un poco objetivo
y cabezonería mía desde el principio, es que debía de garantizarse, por todos
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los medios, la independencia de la Comisión. No solamente hay que querer ser
independientes, sino que hay que poder ser independiente. No puede ser inde-
pendiente una persona en un trabajo de este tipo si está amenazada por cual-
quier proceso judicial inmediatamente porque a alguien no le gusta que lo ha-
yan citado. Bueno, nosotros no citábamos, llamábamos en toda confidenciali-
dad, si alguien deseaba prestar testimonio. En definitiva, se procuraba estable-
cer un régimen jurídico que les garantizara esa independencia y que tomara en
cuenta como única referencia el mandato.

Finalmente, lo que se consiguió, y aquí he de hacer un reconocimiento al
Gobierno de Guatemala por haber accedido a ello, es que los 3 miembros de
la Comisión, al igual que todo el personal que trabajó para ellos, iban a estar
amparados por la Convención sobre las Prerrogativas e Inmunidades de las Na-
ciones Unidas. Por extraño que parezca, resultó que, por ejemplo, los 2 ciuda-
danos guatemaltecos que eran miembros de la Comisión, estaban amparados
por esta Convención, este instrumento internacional de las Naciones Unidas, y
solamente el Secretario General de las Naciones Unidas puede quitarles esa in-
munidad para que sean procesados, o atender cualquier demanda judicial en
contra de ellos por algo vinculado por el trabajo de la Comisión.

Esto, yo diría que es un precedente internacional en el ámbito del derecho,
pero al mismo tiempo, un elemento que ha garantizado y ha dado mucha tran-
quilidad en el trabajo para la propia Comisión. Hay otros peligros que uno no
puede obviar, y es el que alguien algún día, alguna persona un poco obceca-
da, quiera atentar físicamente contra algún miembro de la Comisión, pero eso
evidentemente ya nadie lo puede garantizar.

En cuanto a las características del mandato, como decía, la Comisión tenía
que esclarecer la violación de los Derechos Humanos y hechos de violencia vin-
culados con el enfrentamiento armado. El objetivo del trabajo de la Comisión,
no era tanto conocer el detalle de los hechos, si a tal víctima la mató tal perso-
na, miembro de tal unidad del ejercito, de la guerrilla, en tal lugar, a tal hora
precisa. Son importantes esas cosas, pero, sobre todo, lo que era importante era
comprender lo que pasó. Por eso repito y enfatizo el elemento del esclareci-
miento histórico, que sobre todo pretendía buscar y comprender porqué pasaron
las cosas.

En segundo lugar se establece la no individualización de responsabilidades.
Hay que tomar en cuenta que estos acuerdos son fruto de negociación. Cada
una de las palabras que va en un acuerdo de estos se negocian, y muy dura-
mente, porque después las partes saben que, una vez que el acuerdo está fir-
mado, toma su plena independencia y tiene que ser cumplido guste o no guste.
Las partes dijeron que la Comisión no debía individualizar responsabilidades.
Voy a leer exactamente en qué términos lo dice: “Los trabajos, recomendaciones
e Informe de la Comisión no individualizarán responsabilidades ni tendrán pro-
pósitos o efectos judiciales”. Bien, la Comisión, lo que entendió es que indivi-
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dualizar responsabilidades suponía una individualización a efectos de personas,
pero no así a efectos de instituciones, y que esa no individualización de res-
ponsabilidades no se debería llevar hasta tal extremo que supusiera no mencio-
nar ningún nombre en el Informe. Hay ciertos nombres, que todo el mundo co-
noce y que deben ser dados porque son la referencia histórica. Por ejemplo,
¿quién era el presidente de un gobierno determinado cuando se cometieron ta-
les hechos tremendos? La Comisión interpretó que ahí no había inconveniente a
poner nombres a los responsables. Esto era aplicable, evidentemente, para todo
el mundo.

En cuanto a efectos judiciales, la Comisión interpretó que efectivamente, no
es una Comisión con competencia jurisdiccional, ya que eso solamente lo da la
constitución del país, y que no puede juzgar a nadie. Por lo tanto era obvio que
no tenía propósito judicial. Por otra parte, los efectos judiciales no los determi-
nan las partes. Los efectos judiciales de cualquier documento, la posibilidad de
que este documento pueda ser utilizado en juicio, eso lo determina la ley pro-
cesal. Por lo tanto, si entendemos como propósito del informe sus posibles efec-
tos, eso es algo que va más allá de lo que la Comisión podía entender.

La confidencialidad

Decía antes que todo el trabajo de la Comisión debía realizarse bajo estricta
confidencialidad y secreto para garantizar la seguridad de los testigos infor-
mantes. En Guatemala, incluso hoy día, una persona que es testigo de una ac-
cidente, un simple accidente de tráfico, puede morir, porque ha sido testigo de
un accidente, y porque el responsable de ese accidente no quiere que haya na-
die que sepa cómo pasó. El testigo de un secuestro pone en riesgo su vida, sim-
plemente por ser testigo. Si la Comisión hubiera dado el nombre de personas
que le han prestado testimonio, estas personas y sus familias iban a vivir situa-
ciones de zozobra, cuando menos, en el resto de sus vidas. En los archivos de
la Comisión, sí hay nombres, pero, para tranquilidad de todos lo digo, están cus-
todiados a cal y canto en Naciones Unidas en Nueva York, y sólo el Secretario
General puede autorizar el acceso a esos archivos, nadie entra allí . Por lo tan-
to, la confidencialidad sí es algo en lo que la Comisión se esforzó particular-
mente en garantizar la tranquilidad a estas personas, porque ya demasiadas
personas habían muerto en Guatemala por esto.

He de decir que ya se habían hecho trabajos sobre el pasado, o se estaban
haciendo en aquel momento. Hay antecedentes en el trabajo, como por ejemplo
el Proyecto de Recuperación de la Memoria Histórica de la Iglesia Católica
(REMHI). Este es un proyecto que la iglesia católica, con financiación de varios
países, entiendo que países nórdicos, entre otros, llevó a cabo para, justamen-
te, preceder y favorecer el trabajo de la Comisión para el Esclarecimiento His-
tórico. Este caso es una iniciativa no gubernamental, justamente para empezar
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a trabajar y facilitar que las personas se acercaran en el futuro a la Comisión.
Hubo el trabajo del Proyecto REMHI, pero también hubo otros proyectos, como
él de CONAVIGUA, la Confederación Nacional de Viudas de Guatemala o el
proyecto “Convergencia por la Verdad”, llevado a cabo por una serie de orga-
nizaciones no gubernamentales, tales como el Grupo de Apoyo Mutuo (que se
creó para la búsqueda de los desaparecidos), CONADEGUA, la Confederación
Nacional de Derechos Humanos de Guatemala, y otras organizaciones.

Entonces todas estas organizaciones aportaron su trabajo y sus bases elec-
trónicas de información a la Comisión para que pudiera beneficiarse de esto. In-
cluso, la Comisión tomó como referencia todos los demás trabajos para llegar a
cifras de carácter genérico. Por ejemplo, tomando en cuenta eso, y por un pro-
cedimiento de tipo técnico y científico, se llegó a la conclusión de que durante
todo el periodo objeto de examen durante la Comisión en Guatemala, se pro-
dujeron unos 200.000 muertos y desaparecidos. La Comisión llegó a esa con-
clusión después de comparar las bases de información de las demás, y repito,
por un procedimiento científico.

Cumplimiento y puesta en marcha del Acuerdo

El Acuerdo entró en vigor el 29 de diciembre de 1996, cuando se firmó el
Acuerdo de Paz Firma y Duradera, en definitiva, el último de los acuerdos de
paz que ponía en marcha a todos y cada uno de ellos, salvo el Acuerdo de De-
rechos Humanos que ya había entrado en vigor en el año 94

Como decíamos, eran tres los miembros de la Comisión. El primero de ellos
debía ser designado por el Secretario General de las Naciones Unidas y las par-
tes le habían pedido en el Acuerdo que designara a quien era en aquel mo-
mento, en junio del 94, el moderador de las negociaciones en Oslo, el funcio-
nario de Naciones Unidas francés Jean Arnault, actual jefe de la verificación en
Guatemala. El Secretario General, no obstante, (estamos hablando de enero de
1997 cuando debía tomar esta decisión) había unos días antes designado a es-
ta persona como su representante especial en Guatemala y Jefe de la Misión de
Verificación. Entonces, después de consultas con las dos partes, decide designar
como el primer miembro de la Comisión al Señor Christian Tomuschat, un pro-
fesor alemán de la universidad de Berlín y experto en la situación de los Dere-
chos Humanos en Guatemala por otros cargos que ya había ostentado en el pa-
sado. Esto era el 7 de febrero del 97, y unos días más tarde tuve la suerte, con
todo lo que eso supuso también de trabajo, de ser designado por la Secretaría
General de las Naciones Unidas para ser la persona que, en nombre de Na-
ciones Unidas, diera apoyo a la Comisión para establecerse, ya que las partes
habían pedido a las Naciones Unidas un apoyo en este sentido. Entonces, ya
en esa fecha, recibo al Señor Tomuschat allí en Guatemala y se procede a la de-
signación de los otros 2 miembros.
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Como decía, el segundo miembro lo designan como un ciudadano de con-
ducta irreprochable. El tercero era un académico elegido de una lista entre rec-
tores universitarios. El propósito de la elección, era cumplir estrictamente, lógi-
camente con los términos del Acuerdo, pero también buscar personas compro-
metidas y personas que hicieran su trabajo, gustase o no gustase, porque el
mandato era el que establecía los términos y obligaba.

Tuvimos tres días de reuniones con todos los actores, lógicamente con las dos
partes y con los actores sociales allí, y el Señor Tomuschat decía: “bueno, ciu-
dadanos de conducta irreprochable yo conozco muchos en Guatemala, la cues-
tión es el elegir a la persona adecuada”. Fue elegido en ese puesto una Seño-
ra guatemalteca, indígena, de origen maya, la Señora Otilia Lux de Cotí. Es una
pedagoga de 49 años de edad, que no había tenido cargos políticos anterior-
mente. Simplemente era una persona que trabajaba muy activamente en el mar-
co de un proyecto internacional, en el ámbito, sobre todo, del bilingüismo en
Guatemala. Me imagino, casi todo el mundo sabe que la población indígena de
Guatemala (no hay cifras exactas porque eso de determinar quién es indígena
y quién no es un poco complicado) representa en torno al 60 por ciento de la
población. Era muy importante que hubiera una persona del ámbito indígena,
ya que, como diremos a continuación, la mayor parte de las violaciones de De-
rechos Humanos y hechos de violencia tuvieron como víctimas a los indígenas,
entre los cuales los mayas son la parte más importante.

Y el tercer miembro, este académico, fue designado de entre una lista pre-
sentada por los rectores académicos, como decía antes. Se eligió al Señor Al-
fredo Balsells Tojo, un abogado y profesor universitario, una persona, igualmen-
te, no demasiado conocida en Guatemala, que no había tenido ningún cargo
político, pero si una persona absolutamente comprometida con la paz y una per-
sona leal, honesta e integra.

Así que no se buscaba a grandes políticos ni personas de gran relevancia
pública. Se buscaba, sobre todo, personas que cumplieran absolutamente con
un compromiso que habían adoptado las partes en el proceso.

La instalación de la Comisión

La Comisión no tenía ni fondos, ni personal, no tenía nada. Tenía solamen-
te los 3 comisionados designados por este procedimiento, y mi persona, que es-
taba financiada por el Departamento de Asuntos Políticos de Naciones Unidas
en Nueva York. Entonces, lo que hubo que hacer inicialmente fue establecer có-
mo se iba a arreglar la Comisión para investigar 34 años, casi 36 años, de vio-
lación de Derechos Humanos y de violencia. ¿Cuánto tiempo tarda un juzgado
en investigar, a veces, un accidente de circulación un poco complicado? Enton-
ces, había que investigar en un tiempo máximo de un año tantos hechos como
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se produjeron, en un país en donde los archivos, en muchos casos, no existían,
o que las partes no los pasaban, y en el que muchos de los hechos estaban re-
tenidos solamente en la mente de las personas, muchas personas que no se iban
a atrever a hablar. La Comisión debía de hacer un esfuerzo de imaginación im-
portante para llevar a cabo todo esto, y debía buscar fondos para hacerlo. Hoy
día todos sabemos que si no hay fondos para contratar el personal, un trabajo
de este calibre no se puede hacer. Se puede hacer una pequeña reflexión aca-
démica de tipo histórico, pero nada más.

Si el objetivo era: uno, buscar información, dos, analizarla, y tres, formular-
la junto con la recomendaciones, una parte muy importante, inicial, debía estar
dedicada al despliegue territorial para favorecer que personas humildes pudie-
ran acudir a testificar en un país tan complejo geográficamente y con tantas di-
ficultades de transporte como existen en Guatemala. Un simple billete de auto-
bús para ellas suponía una buena parte de lo que podían ganar al mes. Enci-
ma, la Comisión tenía que ver de qué manera podían acudir a testificar sin su-
frir represalias por parte de aquellos que los podían identificar. Hay que tomar
en cuenta que siempre hay un periodo en el que se ha de ganar la confianza.
Y ganar la confianza significa, entre otras cosas, que las personas esperan a ver
qué pasa, si mi vecino va o no va a prestar testimonio a la Comisión.

Entonces, si bien Guatemala, repito, no es un país tan grande en espacio,
pero sí tan complejo, se establecieron 14 oficinas regionales en total a través de
Guatemala, además de la sede central en la Ciudad de Guatemala y otra ofici-
na para la recepción de testimonios e información en la capital. Pero eso signi-
ficaba también que el personal de la Comisión debía desplazarse a todos y ca-
da uno de los lugares en que cualquier persona viviera o pudiera desear pres-
tar un testimonio porque no se atrevía a salir de su casa para hacerlo.

Posteriormente todo este gran despliegue tenía que replegarse hacía la ofi-
cina central para hacer ese trabajo de análisis y buscar información adicional,
por ejemplo del ejercito y de la guerrilla. Había también que analizar y formu-
lar, simplemente, el trabajo de recomendaciones. Si hay que hacer recomenda-
ciones en el ámbito de la justicia, son tremendamente complejas, y uno tiene que
saber exactamente qué es lo que recomienda, para no hacer recomendaciones
que no sean simplemente de buenas intenciones. Todo eso había que hacerlo en
un año y tomando en cuenta que, normalmente, hubo una media de 200 per-
sonas trabajando al mismo tiempo, que provenían de 32 nacionalidades dife-
rentes, con formaciones, lógicamente, diferentes. La organización era extrema-
damente importante para que eso se pudiera hacer de manera eficaz, con re-
sultados.

Para la selección del personal, he de decir que hubo bastante gente espa-
ñola, y gente vasca trabajando allí en Guatemala. La selección del personal de-
bió hacerse de una forma rápida pero al mismo tiempo con todas las garantías
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para cumplir con los objetivos del trabajo de la Comisión. Estas personas eran
contratadas por las Naciones Unidas. ¿Por qué por las Naciones Unidas? Por-
que la Comisión, con sus 3 miembros, no podía encima buscar dinero y contra-
tar ellos al personal, así que piden a las Naciones Unidas que administren los
fondos y que ejecuten las decisiones sobre los fondos que recibían de la Comu-
nidad Internacional.

El presupuesto de la Comisión fue de un total de 10 millones de dólares, o
sea 1.500 millones de pesetas. Este dinero fue aportado por 15 donantes de
fondos, a los cuales se añadieron muchas contribuciones en expertos de diver-
sas oficinas y sectores de las Naciones Unidas, y también de algunos gobiernos,
como el Gobierno suizo. Estos fondos fueron administrados por una oficina de
proyectos de las Naciones Unidas, y en este sentido, operé como responsable
de este gran proyecto de las Naciones Unidas, en el que trabajaron, como de-
cíamos anteriormente, prácticamente 300 personas para dar servicio a los co-
misionados en un mandato tan delicado.

Los procedimientos de trabajo

También debimos trabajar sobre ellos. Es muy difícil, repito, una labor tan
compleja de investigación del pasado, sin tener un procedimiento mínimo, y un
procedimiento también que facilite, por una parte la consecución de la informa-
ción con el administrarla adecuadamente, y el no perderse con información, que
aunque importante, no es esencial para los objetivos que tiene la Comisión. La
Comisión tenía una estructura genérica que se adaptaba a sus finalidades. Por
una parte, la investigación: un departamento importante, a cargo del Director de
investigaciones, llevaba a cabo las investigaciones, la búsqueda de la informa-
ción y también el análisis inmediato y actual de esos hechos. Otra parte de la
estructura estaba dirigida al análisis de la información, desde el punto de vista
de la sistematización de la información. Finalmente, el último sector, importante,
trabajaba sobre las recomendaciones. En este caso, los comisionados decidie-
ron pedir a las entidades académicas, a las universidades e institutos de inves-
tigación, que pusieran a disposición de la Comisión a historiadores, a acadé-
micos, a expertos de diversas especialidades, para reflexionar junto con los co-
misionados sobre la historia de Guatemala para facilitar, justamente, la com-
prensión de esta historia. Trabajaron, así, el llamado Grupo de Análisis Históri-
co, 15 historiadores y académicos, cuya ayuda fue muy importante. ¿Por qué
fue importante? Por lo que produjeron en sí mismo, y al mismo tiempo, por el
reunir a personas de sinos ideológicos diferentes y de especialidades diferentes
que reflexionaban, junto con los comisionados, sobre la historia y los porqués
de la historia de Guatemala.

El cumplimiento del mandato, como decía anteriormente, suponía que los tér-
minos del mandato se cumplieran de forma estricta, gustaran o no gustaran. Eso
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es una calidad que se buscó en los miembros de la Comisión desde el principio.
Cuando en un proceso de paz se establece un Acuerdo de este tipo, no es con
propósitos cosméticos (con la paz no se juega) es para cumplir estrictamente con
los términos que allí se establecen, porque solamente si se cumple de forma es-
tricta con ellos, un trabajo de esta naturaleza puede alcanzar sus objetivos.

El impacto que tuvo el Informe y el hecho de que la Comisión llamó, con va-
lentía, a las cosas por su nombre, pudimos apreciarlos en las reacciones que
provocó la presentación del Informe y en la sensación popular que había tenido
este trabajo de esclarecimiento histórico. El desarrollo de los hechos todavía de-
bemos observarlos un poco más allá, ya que solamente han pasado unos meses
desde la entrega del Informe. Pero yo recuerdo que un diplomático de un país
escandinavo, me decía que en Guatemala no había tanto un antes y un después
de la firma del acuerdo de la paz, sino que había sobre todo un antes y un des-
pués de la presentación del Informe de Esclarecimiento Histórico, porque los gua-
temaltecos tenían una percepción diferente de su propia historia, y podían ha-
cer frente a su propia historia.

Desde el punto de vista práctico, he de decir que la campaña de informa-
ción pública era muy importante para que los guatemaltecos y cualquier ciuda-
dano no guatemalteco, igualmente, que residieran en Guatemala o de fuera de
Guatemala –también se recibieron testimonios de fuera de Guatemala– pudiera
acudir a la Comisión y presentar sus casos. La Comisión, lógicamente, trabajó
fundamentalmente en Guatemala. Tenía que anunciar que ya existía y que po-
dían acudir todos los guatemaltecos, con toda confianza, a la Comisión, en
condiciones de confidencialidad. La Comisión también recibió testimonios fuera
de Guatemala, por ejemplo en el Sur de Méjico, en campamentos de refugia-
dos, que todavía existen y son administrados por el ACNUR, o de personas que
están viviendo en Estados Unidos y en Canadá. Hubo muchas iniciativas de or-
ganizaciones no gubernamentales para recibir testimonios, bajo instrucciones
de la Comisión en cuanto al procedimiento, a los formularios, a lo que habían
de cubrir para que la Comisión pudiera trabajar estos testimonios. También se
recibieron testimonios en Europa de guatemaltecos que residen aquí, o bien
otros viajaron incluso hasta Guatemala para llevar a cabo esa acción histórica
para ellos, que era hablar por fin de aquello que les había causado tanto do-
lor.

La participación de víctimas y testigos, he de decir que nos sorprendió a to-
dos por la cantidad y la forma en que lo hicieron. Incluso el en dónde lo hicie-
ron. La región del Quiché en Guatemala es la región que resultó, con mucho,
más castigada, en todo este gran periodo de violencia. Y justamente fue allí en
donde más gente acudió. Quizás la lógica nos podría decir que las zonas más
castigadas serían donde la gente estaría más atemorizada, pero fue al contra-
rio, fue allí en donde se volcaron a prestar testimonios con la Comisión. En otras
regiones del país observamos que las personas seguían todavía con miedo, y
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hubo muchas personas, lógicamente, que no acudieron a prestar testimonios a
la Comisión, pero no por ello, repito, dejaba de tener valor la elaboración del
Informe. También se ha de decir que el trabajo de Esclarecimiento Histórico no
termina con el trabajo de una Comisión surgida de unos acuerdos de paz. En
realidad, la reflexión sobre el pasado tiene que continuarse haciendo por todo
pueblo, porque solamente tomando en cuenta el pasado, estudiándolo, com-
prendiéndolo y analizándolo e investigándolo, se evita en el futuro la reproduc-
ción de situaciones similares. Pero, de todas formas, nos sorprendió muy positi-
vamente, y lo digo con toda sinceridad, la reacción popular de confianza en la
Comisión.

La cooperación de las partes

En cuanto a la guerrilla, no hubo mayor crítica por parte de la Comisión. La
cooperación no fue perfecta, pero no hubo mayor crítica. En cambio, sí, en el
caso del ejercito, que había sido, lógicamente, parte activa en el enfrentamien-
to armado, se sabe que nos limitaron la información que nos dieron. Incluso, es-
tablecieron procedimientos un poco complicados para la búsqueda y el proce-
samiento de información por parte de la Comisión. Por ejemplo, cuando se acu-
día a los archivos, limitados, a los que tenía acceso la Comisión, no se podía
fotocopiar, ni fotografiar: había que copiar cualquier documento que se quisie-
ra. Todo eso supone, realmente, mucho tiempo y personas para hacerlo. Pero,
por lo menos el ejército colaboró, y eso es muy importante. En otros lugares los
ejércitos no se dignaron a colaborar con un trabajo de este tipo. Y se puede de-
cir que en el caso de Guatemala, siendo un ejército tan difícil, como es el caso
del ejército guatemalteco, el ejército si cooperó.

En cuanto a la cooperación por parte de otros órganos del estado, por ejem-
plo la administración de justicia: la Comisión le reconoce una parte de la res-
ponsabilidad de lo que pasó en Guatemala por su ineficacia y por su falta de
facilitar ese servicio fundamental, público, que es la justicia. El poder judicial no
cumplió con sus responsabilidades, por un montón de razones, pero lo cierto es
que no facilitó ese servicio. Y por lo tanto la información que estaba en los juz-
gados y tribunales era una información muy limitada.

Como indicaba anteriormente, el sistema de las Naciones Unidas facilitó
también información a la Comisión. Por ejemplo, los archivos del hoy Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Ginebra, los
archivos que tienen los redactores especiales o grupos de trabajo, nos fueron fa-
cilitados inmediatamente. Hubo una cooperación del sistema de Naciones Uni-
das absolutamente admirable. Entidades como, por ejemplo UNICEF, ACNUR, el
PNUD, contribuyeron con expertos de Naciones Unidas. El Tribunal Penal Inter-
nacional para La Ex-Yugoslavia puso expertos a disposición de la Comisión. La
Comunidad Internacional, igualmente, se volcó en el trabajo con la Comisión:
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hablamos antes de 1.500 millones de pesetas, 1.600 al cambio actual, lo que
realmente es una contribución nada despreciable.

En cuanto a la presentación del Informe, que tocaba fibras tan sensibles en
el trabajo del pasado, era muy importante que no solamente fuera muy bueno,
sino que al Informe tuvieran acceso todos los guatemaltecos, o cualquier extran-
jero, que tuviera interés en él. Las demás Comisiones de este tipo, Comisiones
de la Verdad, entregaron sus conclusiones materialmente solamente a las partes
o al gobierno que les había pedido, y después se anunciaron. En el caso de la
Comisión, y lo digo esto en honor a la valentía de los 3 comisionados, se deci-
dió que el Informe de la Comisión se entregaría en un acto público al que cual-
quier guatemalteco podía estar presente.

Se invitaba, lógicamente y en un lugar de honor, a las dos partes, al Go-
bierno y a la guerrilla, al igual que a Naciones Unidas, en persona del Secre-
tario General, que era quién debía recibir físicamente en aquel momento el In-
forme. Pero una vez que el Informe había sido entregado al Secretario General
de las Naciones Unidas, la Comisión podía ya diseminarlo, como de hecho se
hizo. Las partes accedieron a que se hiciera un acto público aunque sabían que
iba a ser un momento muy delicado, y lo digo como reconocimiento hacía el
Gobierno porque evidentemente se lo informamos, y nos podía haber puesto di-
ficultades para que consiguiéramos esto. Ya el día anterior, las partes sabían que
la Comisión iba a hablar de genocidio. Se lo dijimos confidencialmente, para
que supieran a qué se iban a atener al día siguiente.

El que pudieran acceder a este acto las organizaciones de víctimas, que tan-
tos años habían estado luchando, y tantas personas que habían sido a su vez
víctimas por luchar por la defensa de los Derechos Humanos, era vital para la
Comisión. De hecho, así fue. Se organizó en el Teatro Nacional de la ciudad de
Guatemala y se instalaron pantallas y sistemas de audio fuera del Teatro Na-
cional para que cualquier persona también pudiera oír desde fuera. Dentro ha-
bía unas 3.000 personas, y 7.000 personas estaban fuera. Pero puedo decir
que había personas absolutamente humildes, sencillas, que tanto habían confia-
do en la Comisión, para que les dijera qué era lo que había pasado, y para ver
reflejados allí sus casos. La presentación del Informe fue un momento realmente
emocionante en la historia de Guatemala.

Los tres comisionados intervinieron, así como lo hizo una persona en nom-
bre del gobierno. El Presidente del Gobierno estaba allí, sentado en primera fi-
la, pero no quiso representar al Gobierno. Habló una persona en nombre de la
guerrilla, uno de los cuatro ex-comandantes de la guerrilla. Y habló el represen-
tante del Secretario General. La intervención del coordinador de la Comisión,
del Señor Tomuschat, fue interrumpida 22 veces. Y realmente puedo decir que
fue un momento emocionante. Y comprendimos que la Comisión, cuando pre-
sentaba de esa manera el Informe, cuando decía lo que había pasado, estaba
cumpliendo con su mandato.
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La reacción popular a la presentación del informe, como decía, fue absolu-
tamente emocionante. Yo estuve, como antes amablemente decía Paul, en diver-
sos lugares y en trabajos muy interesantes de Naciones Unidas, pero nunca ha-
bía vivido un momento como ese, ni una reacción como la que produjo el Infor-
me. Ese mismo día, un poco para mostrarlo, la Embajada de Noruega, que es
un país que nos apoyó muchísimo en todo nuestro trabajo, daba una recepción,
pero para toda la sociedad civil y las organizaciones de Derechos Humanos. In-
vitaron, lógicamente, a los representantes de las partes firmantes y al personal de
la Comisión. Y al entrar allí personas como Rigoberta Menchú, y otras personas
que estaban allí en el acto, realmente era vernos y abrazarnos con lágrimas en
los ojos después de haber llevado prácticamente todo el día, para mostrarnos su
emoción de lo que para ellos había supuesto este día. Y repito, no digo esto co-
mo algo que tiene que ver con la Comisión, lo digo en honor de los propios gua-
temaltecos, que son lo que tuvieron el valor, a través de sus representantes histó-
ricos de establecer una Comisión de este tipo y asumir que la Comisión iba a tra-
bajar con toda independencia, que iba a defender esa independencia e iba a
llamar las cosas por su nombre. Y evidentemente, por ejemplo, que se hablara
de genocidio no gustó a todo el mundo, pero había muchos más guatemaltecos
que estaban contentos de que, por fin, se llamaran las cosas por su nombre.

El Informe, que es un Informe muy largo, de unas 3.600 páginas, está es-
tructurado básicamente siguiendo esta lógica que decíamos al principio. De los
hechos, al análisis de los hechos y a las recomendaciones, junto con un montón
de anexos. Pero a la hora de establecer la estructura del Informe, era muy im-
portante que se tomara en cuenta que el gran protagonista no era la guerra, el
conflicto armado, el gran protagonista era la violencia vinculada con el enfren-
tamiento armado.

Un pequeño paréntesis que debía haber hecho antes. Aquí se hablaba de la
distinción entre violaciones de Derechos Humanos y hechos de violencia. Matar
a una persona puede ser una violación de Derechos Humanos o puede ser un
hecho de violencia, según sea el actor. Es una violación de Derechos Humanos
cuando lo realiza un agente del estado, sea de forma directa o indirecta, o se
cometa ese hecho por un tercero con la aquiescencia, conocimiento o beneplá-
cito de un agente del estado. Entonces, se convierte en una violación de Dere-
chos Humanos. ¿Por qué es una violación de los Derechos Humanos? Porque vio-
la aquellos derechos fundamentales que el estado, de conformidad con su cons-
titución o con el derecho consuetudinario internacional de los Derechos Huma-
nos, debe garantizar y proteger. Digo el derecho consuetudinario porque en
cuanto a los instrumentos internacionales, no hace falta que el estado se haya
adherido o que haya ratificado un convenio internacional para que le sea exi-
gible. Hay ciertos principios mínimos que establece el derecho internacional que
deben ser respetados por todos y cada uno de los estados, e igualmente por los
movimientos insurgentes. Cuando este hecho es cometido por un particular, se
habla de un hecho de violencia. A ese particular, normalmente, se le ha de apli-
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car el derecho penal. No es decir ni más, ni menos, pero sí es hablar de las
obligaciones que cada cual tiene respecto de hechos similares.

Cuando se hablaba que el enfrentamiento armado no era el protagonista o
el eje central sino una referencia, eso se toma en cuenta a la hora de la estruc-
tura del informe. Y así, por ejemplo, en un capítulo importante de la parte sus-
tantiva del Informe, se estudian y analizan las causas y orígenes del enfrenta-
miento armado. En segundo lugar, se estudian las estrategias y mecanismos de
la violencia, por ambas partes o por otros, por terceros. En tercer lugar, las con-
secuencias y efectos de la violencia. Las consecuencias y efectos de la violencia
se siguen viviendo todavía hoy día en Guatemala. No es algo que los guate-
maltecos hayan vivido en aquel momento. En este momento, Guatemala sigue to-
davía padeciendo muchas de las consecuencias. Por ejemplo, el temor que hoy
día siguen viviendo los guatemaltecos, la desconfianza que existe entre los gua-
temaltecos, sigue siendo una de las consecuencias. El hecho de que haya toda-
vía refugiados en territorio mejicano. O que personas que, por razones de este
tipo de persecuciones, estén viviendo fuera del país, quiero decir, que hayan te-
nido que irse, quizás hoy día ya están establecidas, pero persisten cuestiones de
tipo económico.

Y por último había una serie de anexos. Dentro de los anexos, quiero desta-
car que es muy importante que la Comisión tenía que establecer y también es-
clarecer hechos. En concreto, tratar hechos que mostraban o que eran paradig-
ma de la violencia o que ilustraban esa violencia del pasado. Entonces, la Co-
misión eligió en torno a un centenar de casos ilustrativos de esa violencia, me pa-
rece que fueron ochenta y tantos al final. Uno de ellos, y quizá esté en la mente
de todos, fue el caso de la Embajada de España, de la masacre de la Embaja-
da de España, como calificó la Comisión. Allí fallecieron, me parece que fueron
como 40 personas. Se salvó casi milagrosamente, el Embajador, Máximo Cajal,
y un indígena, un campesino que estaba allí entre los ocupantes de la embaja-
da, ocupantes pacíficos, como la Comisión estableció. Esta persona se salvó sim-
plemente porque se le cayeron todos los demás encima, una vez que surgió el
fuego, aparentemente propiciado por las fuerzas de seguridad, que entraron en
la Embajada en contra de la voluntad del Embajador. Logra salvarse, aunque con
quemaduras graves, y es llevado al hospital. Ese mismo día por la noche, miem-
bros de las fuerzas del estado lo buscaron, se lo llevaron y apareció muerto dos
días más tarde. Entonces, la única persona, víctima directa, que sobrevivió fue el
Embajador Español. Murió también otro diplomático, Ruiz del Árbol, el primer Se-
cretario de la Embajada, y otro personal que trabaja para la Comisión.

Hay estos ochenta y tantos casos ilustrativos, y hay un listado de más de
7.000 casos, que tantas personas humildes anónimas del país presentaron di-
rectamente a la Comisión. Los tres comisionados, y yo quisimos hacer un home-
naje a todas y cada una de esas personas que acudieron a presentar estos ca-
sos para que, en un Informe histórico, quedara allí reflejado. Muchas de las per-
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sonas nos decían “Bueno, a ver, por aquí pasa mucha gente, pasan extranjeros,
y al final no sabemos qué se hace con la información”. Pero en este caso, los
comisionados quisieron hacer un reconocimiento y un homenaje, y no servirse
de esa información para un buen Informe, sino que ese Informe fuera testimonio
de este trabajo.

Quisiera terminar hablando del impacto del trabajo de la Comisión. La Co-
misión consideró que sus objetivos se cumplían no solamente con la presentación
del Informe, sino también ya desde el principio. El propio hecho de que las per-
sonas acudieran a la Comisión, de que presentaran sus casos, de que hablaran
con los investigadores de la Comisión sobre hechos que quizás durante 20 años
se habían guardado para sí mismos, ya en sí mismo era una de las finalidades
del trabajo de la Comisión. Por lo tanto, se pensaba, y pensamos ya desde el
principio, que la Comisión cumplía con parte de sus objetivos, con el simple he-
cho de estar recibiendo testimonios, de dar la oportunidad de hablar y de ani-
mar a las personas a que hablaran.

En ese momento, repito, tuvo su función y se cumplió sus objetivos, pero hay
que analizar todavía un poco cuál es el efecto que produce a medio y largo pla-
zo la presentación del Informe. A ello me refería cuando comentaba lo que de-
cía este diplomático norescandinavo, cuando mencionaba que había un antes y
un después en Guatemala respecto de la fecha de la presentación del Informe.

Las recomendaciones establecen, por ejemplo, que se cree un programa na-
cional de reparación para todas las víctimas, de reparación material, pero tam-
bién moral. Muchos no solamente murieron o desaparecieron. Las familias se vie-
ron castigadas por la desaparición o la muerte de seres queridos, pero además
fueron acusados de pertenecer a uno o tal bando, de ser de aquí o ser de allá,
y la Comisión recomienda que se le haga un reconocimiento a cada una de las
víctimas. Puede ser un reconocimiento global, pero hay que hacer un reconoci-
miento a la honorabilidad de las víctimas. Se pide a las dos partes, al Gobier-
no y a la guerrilla, que pidan perdón públicamente por lo que hicieron. La gue-
rrilla lo hizo inmediatamente, el Gobierno se remitió a un acto que había reali-
zado unos días antes, a finales de diciembre, pero en fin.

Se establecieron un montón de recomendaciones, como por ejemplo, la ple-
na aplicación de la Ley de Reconciliación Nacional. La Ley de Reconciliación
Nacional, que algunos llaman Ley de Amnistía, exime de responsabilidad penal
a los responsables de hechos del pasado en plena vinculación con el enfrenta-
miento armado, hechos que están casi, no voy a decir casuísticamente, pero si
genéricamente, determinados en la propia Ley. Pero en ningún caso exime de
responsabilidad penal a los responsables de genocidio, torturas y desaparicio-
nes. Y la Comisión dice que hay que aplicar la Ley de Reconciliación Nacional
en conexión con toda la legislación penal del país. ¿Por qué? Porque la Comi-
sión partía del principio que, para alcanzar ese gran objetivo que es la conso-
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lidación de la paz a través de la reconciliación, es necesario conocer los he-
chos, es necesario comprender los hechos, pero es necesario también que haya
justicia y que haya reparación. A partir de ahí hay reconciliación. Ese es el ra-
zonamiento que seguía la Comisión.

Evidentemente, cada país y cada sociedad tiene su propia solución, siempre
y cuando que se salvaguarden los principios fundamentales. Los principios fun-
damentales, en definitiva, los establece la ley internacional en la materia, pero
cada país tiene que pensar cómo lo aplica.

¿Qué es lo que ha sucedido en el caso de Guatemala, de acuerdo con lo
que observamos en estos días? Que, la sociedad civil, algunas ONGs concre-
tamente de Derechos Humanos, están preparando acciones, según aparece en
los medios de comunicación. Yo no hago más que repetirlo. Se trata de procu-
rar un enjuiciamiento de algunos responsables, de algunos grandes responsa-
bles, como hechos simbólicos y representativos de lo que hay que hacer. No obs-
tante, yo no conozco en la actualidad cómo está la situación, pero ese elemen-
to, sin reparación, no vale de prácticamente nada. La Comisión pide que esta-
blezca el programa de reparación para las víctimas, y son víctimas no solamente
quienes lo sufrieron en su propia carne, sino también los amigos, los familiares.
Hay personas allí, señoras de cierta edad ya, mayores, que, prácticamente, se
han visto privadas de toda su familia, que no tienen recursos, y que han malvi-
vido, que han sobrevivido simplemente, durante un montón de años, y algo se
debería hacer por ellas. La Comisión establece los criterios genéricos para esa
reparación, pero ese programa que se pide al gobierno que se ponga en mar-
cha, es el que debe regular y establecer esos principios.

Se establece también que el ejército necesita preparar y asumir una nueva
doctrina, asumiendo el papel de lo que es un ejercito en paz y democracia, y
no un ejercito inmerso en cuestiones de tipo interno. El gobierno debe estable-
cer los principios de esa nueva doctrina militar.

No voy a entrar aquí en detalle en todo este cúmulo de recomendaciones,
que son 83 en total. Sí he de decir que la Comisión pensaba que estas reco-
mendaciones, que van dirigidas a los guatemaltecos, son los propios ciudada-
nos los que tienen que ponerlas en marcha, y son los ciudadanos los que tienen
que participar en el cumplimiento de las mismas y en la vigilancia y supervisión
de que las recomendaciones se cumplan. Por eso la Comisión recomendó, y es
la última de las recomendaciones, que se estableciera una entidad nacional, lo
que tituló la Fundación por la Paz y la Concordia. Compuesta por representan-
tes del estado y por representantes de la sociedad civil, justamente velará por el
adecuado cumplimiento de las recomendaciones. Esto está vinculado a un ele-
mento fundamental en el razonamiento de la Comisión, y es que no hay paz du-
radera y sostenible sin que sea la propia sociedad la que la asuma, la que la
vigile y la que la defienda activamente.
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Por último, la enseñanza que puede uno sacar de todo esto, y yo en defini-
tiva, la enseñanza que yo saco del tiempo que llevo trabajando en Naciones
Unidas, en lugares muy diversos después de un conflicto o, en algunos casos,
durante la negociación final del proceso de paz, es la siguiente: los conflictos
son evitables, son absolutamente evitables, estoy seguro de que todos se pueden
evitar, porque todos los problemas en la vida se pueden solucionar a través del
diálogo. Asimismo que en el ejercicio del diálogo, que en definitiva es la de-
mocracia también, es la sociedad la que tiene que defender activamente esos
principios, y la que tiene que hacer suyos esos valores. Muchas gracias.

INTERVIENE D. PAUL ORTEGA
Director de Unesco Etxea.

Si queréis se abre ya un turno de preguntas y de coloquio.

INTERVENCIÓN

¿Cree usted que es posible la aplicación del Informe dado el nivel medio de
vida económico en Guatemala?

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN ALVAREZ
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Sí, la Comisión, cuando hizo todas y cada una de las recomendaciones,
pensó en recomendaciones que sean viables. Quizás, el ámbito más delicado,
o digamos, más complejo en este sentido, es en el de la reparación. Lo único
que hizo la Comisión ahí fue establecer los criterios genéricos. El resto, estable-
cer prioridades y decidir cómo aplicar los fondos, lo dejó para ese programa
que debía ser administrado por una Comisión Nacional de Reparación.

En cuanto a los fondos, debe ser, evidentemente, el estado de Guatemala,
fundamentalmente, el que financie el programa, pero la Comisión también pide
una contribución a esos gobiernos extranjeros que contribuyeron de alguna u
otra manera a que el conflicto de Guatemala se mantuviera por tantos años y
con la magnitud que sabemos. Y he de decir que, de hecho, uno de esos paí-
ses ya está financiando programas de reparación. Tampoco la Comisión podía
hacer milagros en un solo año de trabajo y entrar en el detalle de las priorida-
des: por ejemplo dar la prioridad para la reparación a las personas desampa-
radas, menores, aunque hoy en día ya no hay tantos que sean menores, por el
tiempo transcurrido, o personas mayores desvalidas, a la hora de administrar los
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pocos o suficientes fondos que pudieran aparecer para atender a las víctimas.
Pero sí, prácticamente en todos los casos, tuvimos en cuenta la viabilidad de las
recomendaciones. Por poner un ejemplo: las recomendaciones se dirigen a los
guatemaltecos, como decía anteriormente, pero también se hacen peticiones a
la Comisión Internacional en muchos casos para que respalden.

A la UNESCO, al igual que a la Organización de Estados Americanos, se
le pide que respalde dos recomendaciones que van dirigidas al estado de Gua-
temala, al gobierno y a la ciudadanía en general en el ámbito de cultura, de
respeto mutuo y de paz. Se pide ayuda para la puesta en marcha, y en muchos
casos la financiación de programas. Por ejemplo, tomamos el caso de la bús-
queda de niños desaparecidos: se hacen peticiones de respaldo técnico al Co-
mité Internacional de la Cruz Roja para que asesore a los mecanismos que el es-
tado ponga en marcha para la búsqueda de desaparecidos. Ese trabajo es tre-
mendamente complejo y se pide también a la Comunidad Internacional que apo-
ye el desarrollo de la antropología forense en el país. Pero efectivamente es uno
de los elementos que se han tenido en cuenta.

INTERVIENE D. ANDREAS SCHÄFTER.

Sin querer quitar respeto al trabajo realizado por la Comisión, creo que no
es verdad que no se sabía la envergadura del genocidio cometido en Guate-
mala, porque, de hecho, el Presidente Clinton lo dijo el otro día. Se sabía per-
fectamente lo que pasaba en Guatemala, y todo el trabajo se podía haber rea-
lizado desvelando los secretos que guardan los Estados Unidos sobre esa cues-
tión. En la Escuela de las Américas desgraciadamente, el Señor Clinton no anun-
ció su desaparición, es donde se maquinó las ideas del genocidio. Eso por un
lado.

Por otro lado, creo que hay poca presión internacional para que verdade-
ramente se cumplan todas las recomendaciones y que se cumplan realmente los
acuerdos de paz. Hay una cuestión, por ejemplo, tan fundamental, que es la del
servicio militar, un instrumento del Gobierno que se dice guatemalteco, yo lo lla-
maría de otra forma, para que la población indígena tuviera que participar ac-
tivamente en su propia represión, en su propio genocidio. Ese proyecto está to-
talmente parado en este momento.

Luego, quería saber qué tipo de recomendaciones se hacen para que este
proceso salga de ese impás, no solamente en cuanto a ese proyecto que forma
parte de los acuerdos de paz, sino también a los demás niveles, porque yo creo
que la paz solamente puede ser cuestión de justicia social, y en este momento
no hay justicia social por ningún lado.
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INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN ALVAREZ
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Muchas gracias, y además muchas gracias por la franqueza en decir las co-
sas, porque justamente eso es lo que nos permite comentar las cosas, ¿no?

Tengo la suerte de haber asistido desde el principio al trabajo de la Comi-
sión y haber acompañado al trabajo de dos organizaciones en la materia.
Cuando comentaba que no se conocía el pasado, la envergadura y el matiz de
los hechos. Los propios comisionados guatemaltecos, que tuvieron víctimas en su
familia, lo dicen en el prólogo, particularmente la señorita Otilia Lux de Cotí. Ella
no quiso presentar directamente estos casos, pero sí tuvo 2 ó 3 personas asesi-
nadas en su familia. Concretamente, en el tercer párrafo del prólogo del Infor-
me, que es muy corto, se dice:

“cuando los comisionados integramos la Comisión, cada uno por dife-
rente camino y todos por azares de la vida, sabíamos en grandes lí-
neas lo que había sucedido. Los dos comisionados guatemaltecos vivi-
mos toda la tragedia en suelo patrio, y en una u otra forma la pade-
cimos. Sin embargo, ninguno imaginó la dantesca magnitud de lo ocu-
rrido”.

¿Por qué? Voy a explicar porqué, en definitiva, todo el mundo conocía he-
chos, pero no todo el mundo conocía lo que había sucedido en su globalidad.
Muchas familias conocían sus casos y las versiones que la prensa había dado
de los mismos. Pero nadie conocía la totalidad de los casos, tampoco la Comi-
sión pudo atender la totalidad de los casos, pero sí los más importantes y el có-
mo tuvieron lugar.

Cuando el Presidente Clinton acude a Guatemala, debió de ser como unos
15 días después de la presentación del Informe, hace una declaración –no re-
cuerdo exactamente los términos– en la que dice que su Gobierno asume y re-
conoce los hechos del pasado, y el papel que tuvo el Gobierno norteamericano,
al mismo tiempo que reconoce el valor del Informe de la Comisión. Lo hace co-
mo resultado de lo que el Informe dice sobre la intervención de Estados Unidos.
Y en la presentación del Informe, el Coordinador de la Comisión habló concre-
tamente de la intervención de la CIA, por ejemplo, que fue uno de los momen-
tos que la gente en el Teatro Nacional irrumpió en ovaciones. En este caso, a
diferencia de lo que había pasado anteriormente, se trata de una Comisión ofi-
cial y una Comisión, además, a la que el Gobierno norteamericano contribuyó
con 1.500.000 dólares, lo que no gustó a mucha gente de ese mismo Gobier-
no. Pero la Comisión lo dijo, porque había que hablar, como dice el Acuerdo,
de los factores internos y externos.
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En cuanto a la presión internacional para las recomendaciones. Yo estuve allí
después de la presentación del Informe y estoy en contacto, pero no conozco en
todo el detalle qué es lo que se está haciendo al momento. Pero, sí, puedo de-
cir que la Comunidad Internacional, y particularmente los países donantes de la
Comisión, están haciendo presión para que el gobierno de Guatemala cumpla
con las recomendaciones, porque consideran que la Comisión hizo esas reco-
mendaciones convencida de la oportunidad y la necesidad de que se pongan
en marcha. Ahora bien, el cómo conseguirlo todo, va a ser complejo. Yo sé tam-
bién que el procurador de Derechos Humanos está haciendo esfuerzos juntos
con la sociedad civil. Pero la pelota, en este momento, está en la cancha de la
sociedad civil en Guatemala. Son ellos los que tiene que asumir las recomenda-
ciones, que van dirigidas sobre todo a ellos.

No hay recomendaciones solamente sobre el servicio militar, sobre el servi-
cio civil también. Habla del servicio cívico, dentro de otras recomendaciones re-
ferentes al ejercito. Habla del servicio cívico militar y social, tomando en cuenta
que el reclutamiento militar forzado y discriminatorio ha sido una práctica abu-
siva y constante durante el enfrentamiento armado y que afectó sobre todo a co-
munidades mayas. El Acuerdo de paz prevé la futura aprobación de una Ley del
Servicio Cívico, en la que hay un proyecto sobre el fortalecimiento del poder ci-
vil y la función del ejercito en una sociedad democrática. El Acuerdo, que está
siendo verificado por las Naciones Unidas para que se cumpla en su totalidad
y lógicamente que entre en vigor esta Ley, y que deberá regular el servicio mili-
tar y el servicio social, recomienda particularmente ante dicha ley que las nor-
mas reguladoras del servicio militar respeten estrictamente el principio de igual-
dad frente a la ley en los mecanismos y procesos de reclutamiento. Que se es-
tablezca y regule la objeción de conciencia para aquellos jóvenes cuyas con-
vicciones religiosas, éticas o filosóficas no les permitan empuñar las armas y que
no se vean obligados a hacerlo, prestando a cambio otro tipo de servicio cívi-
co a la comunidad. Que aquellos jóvenes en edad militar que fueron víctimas de
las violaciones de Derechos Humanos y hechos de violencia vinculados con el
enfrentamiento armado, en si mismos o en miembros de su familia en primer gra-
do de consanguinidad, queden exentos de cumplir el servicio militar y sean asig-
nados directamente al servicio social. Esas son las recomendaciones que hay en
ese ámbito.

Sobre la cuestión de la justicia social, la Comisión también entra en estas
cuestiones. Por ejemplo, entre otras cosas, pide en términos muy claros que se
lleve a cabo la reforma fiscal, que está establecida en los acuerdos y para cu-
ya puesta en marcha la Comunidad Internacional está presionando fuertemente
al Gobierno. ¿Por qué? Porque, entre otras cosas, esta reforma fiscal supone que
todos los guatemaltecos tienen que contribuir al mantenimiento del estado gua-
temalteco y de los servicios públicos, y no solamente aquellos que tienen la ma-
la suerte de que se les pilla siempre para pagar en lo poco que compran. Gra-
cias.
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INTERVENCIÓN ASISTENTE

Al inicio de tu exposición has comentado que el origen fundamental de los
conflictos, tanto en Guatemala, yo creo que como en el resto también de Cen-
troamérica, viene de las desigualdades sociales que se generan en estos países.
La primera cuestión que te plantearía: ¿tú crees que esas desigualdades están
caminando para desaparecer, después de los Acuerdos de paz, o consideras
que se están perpetuando? Y entonces habría que analizar hasta que punto es-
tos conflictos no se volverán a reavivar en un futuro.

Y la segunda cuestión. Tú, antes, has estado planteando, desde la organi-
zación que habéis tenido en vuestra Comisión, la no individualización de los ca-
sos como un elemento a destacar. Analizándolo de forma comparativa con la
Comisión de la Verdad que se constituyó en El Salvador, allí sí se dio la indivi-
dualización de los casos, y esto llevó, gracias a Dios, a la depuración de una
serie de cargos militares, que estaban en el ejército, y de algunos de los miem-
bros de la guerrilla, que no pudieron acceder a cargos políticos. Y desde ahí,
yo me planteo si no hubiese sido más beneficioso de cara a esa depuración el
hecho de la individualización.

Y luego, sin querer entrar en la polémica, yo, sí creo que se conocía en gran
medida, no sé si en su totalidad, el genocidio que se estaba generando en Gua-
temala. Y de hecho, ha habido publicaciones y libros antes de las conclusiones
de esta Comisión, ver simplemente los casos que se dieron en la selva del Liscan
con la desaparición de poblados enteros y auténticas atrocidades que se dieron.
Creo que a nuestra sociedad en general, eso no ha llegado, por desgracia, por-
que en estas zonas había muy poca presencia de personas internacionales y, de
forma comparativa, las atrocidades que se cometieron en El Salvador tuvieron
mucho más eco, por ejemplo con los asesinatos de los Jesuitas en la Uca. Pero
sí creo que en parte, por lo menos la gente que intentamos seguir la realidad de
estos países, sí teníamos conocimiento del genocidio que se estaba dando.

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN ALVAREZ
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

En cuanto a las desigualdades y los cambios que el proceso de paz y los
acuerdos de paz vayan remediando. Yo evidentemente, aquí no puedo entrar.
La misión de verificación de Naciones Unidas ahí está denunciando a través de
sus informes, cuando hay incumplimientos. Yo, sí, puedo decir que esto es un
proceso muy largo y muy complejo, y que estas desigualdades han calado de-
masiado en la práctica y en el espíritu a los guatemaltecos. Entonces, creo que
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hay que poner en marcha las medidas reales, los mecanismos que están prácti-
camente previstos en los acuerdos de paz y verificados por la misión de verifi-
cación de Naciones Unidas. Pero, no podría dar más que una opinión personal,
para hablar en términos concretos tendría que remitirme a estos informes de Na-
ciones Unidas, informes periódicos sobre el cumplimiento de los acuerdos. Pero
realmente es algo que hay que hacer para erradicar definitivamente el potencial
de nuevos enfrentamientos. Yo no creo que se reproduzca en términos armados,
pero sí a través de esta desigualdad, que al final supone poner a unos de un la-
do y a los otros de otro.

En cuanto a la no individualización de responsabilidades, claro, eso fueron
los términos del mandato, lo que las partes negociaron, y lógicamente lo que no-
sotros teníamos que cumplir. Yo voy a decir con toda franqueza, no estoy des-
contento, ni la Comisión estuvo descontenta, con estos términos, porque eso, jus-
tamente, dio más libertad a la Comisión, para avanzar en más hechos y alcan-
zar este objetivo del esclarecimiento, de la comprensión de lo que pasó.

En el caso de El Salvador, efectivamente hubo una depuración, pero se de-
be decir que la depuración, al menos del ejército, no fue tanto resultado del In-
forme de la Comisión, sino de aquello que se llamó la Comisión Ad Hoc. Fue
una Comisión, como quizás recuerdas, que se estableció, creo que también den-
tro del marco de los acuerdos de paz. Fue integrada por tres ciudadanos sal-
vadoreños, que investigaron y analizaron los expedientes profesionales de los
militares salvadoreños y su adecuación al respeto de los Derechos Humanos. Del
Informe de la Comisión Ad Hoc salió que unos 100 ó 120 militares tenían que
dejar el ejército. Y creo que la mayor parte lo hizo como consecuencia de eso.
Pero claro, ¿qué es lo que sucede? Que después la Comisión llovió sobre moja-
do. La Comisión vuelve a tratar más o menos los mismos casos.

En el caso de la Comisión de Guatemala, no se utiliza la palabra depura-
ción, porque la Comisión no podía recomendar medidas de tipo penal, pero sí
medidas de tipo administrativo, que supondrían, entre otras cosas, la perma-
nencia o no en el ejército. Entonces, una de las recomendaciones más fuertes, y
que lamentablemente se está dejando un poco de lado, es justamente orientada
a esta depuración del ejército. Se le pide que se establezca una Comisión de
tres civiles independientes y personas de probada trayectoria democrática, bajo
la autoridad y supervisión inmediata del Presidente de la República, para que
investiguen los currícula de los militares y también de las fuerzas de seguridad
del estado, llámese de la policía, para examinar su adecuación al respeto de los
Derechos Humanos en su trayectoria profesional. Evidentemente, hay que respe-
tar los procedimientos, siempre, en todo caso, escuchando al interesado o inte-
resada y utilizando todos aquellos otros elementos de información, como por
ejemplo, testigos que pudieran tener a su disposición. Esa es una de las reco-
mendaciones que hace la Comisión. La Comisión, quizás, caiga un poco en la
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defensa de los términos de esto, pero ha ido realmente al máximo de lo que el
mandato le autorizaba. Entonces, lo que se ha dicho al Presidente de la repú-
blica es: “establezca usted una Comisión de este tipo que a su vez será super-
visada por esta entidad de seguimiento en el que está la ciudadanía guatemal-
teca, en la que está la sociedad civil”. La cosa es ponerlo en marcha, repito, y
es complejo, pero la Comisión ya no puede hacer nada más allá.

En cuanto al conocimiento de los hechos. Yo quizás no me he explicado
bien. No es tanto el que los hechos se conocieran o no se conocieran. Es, uno,
la magnitud de los hechos, y dos, que hasta ahora no se había dicho en docu-
mentos oficiales, que circulan en la Asamblea General de las Naciones Unidas.
Esa es la diferencia. Quiero decir, no es que no se conociera, de hecho muchos
guatemaltecos denunciaron, incluso hasta de manera informal, por ejemplo en
los medios de comunicación. Ya se había hablado de esto, ya había habido in-
vestigaciones de organizaciones no gubernamentales, de estudiosos de otros pa-
íses, hablando del posible genocidio en Guatemala. La única diferencia aquí, yo
creo que sí es importante, es que la Comisión tenía el deber de decir no tanto
una cosa u otra, sino lo que pasó. Y la Comisión llegó a la conclusión de que
en Guatemala hubo genocidio. Y hubo genocidio en los términos estrictos defi-
nidos en la Convención contra el Genocidio de las Naciones Unidas, que esta-
blece los cuatro supuestos en los que puede haber genocidio. Está razonado,
por otra parte, aquí en el Informe, incluso en las propias conclusiones. Entonces,
repito, no es que no se conociera. No se conocía la magnitud de todo lo que
había pasado, la gravedad de todo lo que había pasado. Quizás algunas per-
sonas muy minoritariamente, pero nunca se había dicho en un documento ofi-
cial. Y digo es un documento oficial porque es un documento que surge del pro-
pio proceso de paz. No es por decir que lo no gubernamental es mejor ni pe-
or, no, es diferente. Pero sí las cosas una vez que se dicen en estos documen-
tos, sí tienen realmente un valor añadido que justamente creo que socialmente
es muy importante.

INTERVIENE D. PAUL ORTEGA

Director de UNESCO Etxea.

Muy bien, tendríamos que ir acabando. Si algunos de vosotros estáis espe-
cialmente interesados en seguir el debate con Fernando, mañana vamos a tener
por la tarde un seminario en que estará, además de Fernando Castañón, Carlos
Martín Beristain y otras personas. Y bueno, a parte de tratar el tema de Guate-
mala, vamos a abordar el asunto de “los conflictos nacionales e internacionales,
prevención o reparación”. Entonces, aquellas personas que no hayáis tenido in-
formación de este seminario y estéis interesados, os acercáis a nosotros y lo co-
mentamos.
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Yo, sin más, quería agradecer la conferencia. Ha sido muy sentida y nos has
involucrado a todos en la vida que has dado en estos tres años y realmente creo
que ha sido muy interesante y muy ilustrativo. Aquí decimos, eskerrik asko, y
agradecemos también a Josu Legarreta que nos ha acompañado en representa-
ción del Gobierno Vasco. Y eskerrik asko a todos vosotros y vosotras por haber
asistido. Hasta pronto.
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SEMINARIO SOBRE LA EXPERIENCIA DE CULTURA DE PAZ
DE GUATEMALA
BBiillbbaaoo,,  SSaallóónn  ddee  AAccttooss  ddee  CCaajjaa  LLaabboorraall
2233--66--9999

INTERVIENE D. PAUL ORTEGA
Director de UNESCO Etxea

Buenas tardes y bienvenidos. En este seminario tendremos básicamente dos
temas de referencia: por una parte, la experiencia que tanto Carlos Martín Be-
ristain como Fernando Castañón tienen de Guatemala, experiencia diversa, pe-
ro muy vinculada en algunos aspectos. Y por otra parte, una reflexión en torno
a la importancia de vincular la idea de reparación a la de prevención.

Carlos Martín Beristain es una persona que se ha movido mucho por el mun-
do. Es médico de formación y ha trabajado especialmente en el campo de la sa-
lud mental, formando a mucha gente. Ha trabajado con ONGs del País Vasco
y de América Latina y ha publicado varios libros y artículos sobre temas de in-
sumisión, tortura, memoria histórica, y salud mental, además de impartir nume-
rosas clases y talleres. En los últimos años ha pasado mucho tiempo en Guate-
mala trabajando con comunidades afectadas por la guerra. Estuvo como Coor-
dinador del Informe REMHI-Nunca Más, fruto del trabajo llevado a cabo por la
Comisión de Recuperación de la Memoria Histórica del Arzobispado de Guate-
mala. El presidente de la Comisión, Monseñor Gerardi, fue asesinado dos días
después de la presentación del informe, hace un año.

En cuanto a Fernando Castañón, tiene una experiencia intensa de 10 años
en Naciones Unidas, primero en el Centro de Derechos Humanos de la ONU en
Ginebra, y posteriormente en Centroamérica, participando en misiones en Gua-
temala, El Salvador, Costa Rica, etc. Estuvo vinculado a la creación del Tribunal
Penal Internacional para Ruanda y del Tribunal Penal Internacional sobre la ex-
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Yugoslavia. También ha ejercido como asesor jurídico del Director General de la
UNESCO. Hoy está aquí sobre todo para trasmitirnos la experiencia de la Co-
misión para el Esclarecimiento Histórico de Guatemala (CEH), una Comisión in-
dependiente pero supervisada y apoyada por Naciones Unidas.

INTERVIENE D. CARLOS MARTÍN BERISTAIN
Coordinador del Informe GUATEMALA NUNCA MÁS

Arratsaldeon, y gracias por venir a escuchar y compartir, en esta hermosa
tarde, algunas ideas sobre el proceso de Guatemala y los esfuerzos de recons-
trucción después de la guerra.

Yo había pensado hacer algunas reflexiones, que parten del trabajo sobre
la memoria histórica, y tal vez, plantear algunos de los desafíos que salen de
ese trabajo para la reconstrucción social de un país, para esto que llamamos re-
conciliación, y plantear también cuál puede ser la forma de pensar en los pro-
cesos de paz y en los procesos posteriores, que rompa algunos de los clichés
habituales: “ahí ya se acabó todo ¿no?”, “ya una Comisión ya sacó un libro, ya
estuvo ¿no?”, “ya la cosa se arregló” y pasamos a otro escenario de otro sitio,
otro escenario del horror, que hay muchos en el mundo. Tratar de ver qué es lo
que queda después ahí y qué desafíos plantea para la cooperación, para la so-
lidaridad o para la lucha por la paz.

Hay una primera cosa, y es que tanto el trabajo que nosotros hicimos en
REMHI, como el que hizo la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, o el que
han hecho otras Comisiones, han partido de la convicción de que no solamente
se trata de determinar qué hechos han sucedido, no solamente se trata de que
se conozcan hechos que han sido silenciados. A la gente no solamente le ma-
taron o desaparecieron a sus familiares, sino que también se le quitó incluso la
posibilidad de expresar su sufrimiento, se le criminalizó, se le acusó, se le negó
incluso la posibilidad de decir el nombre de su familiar. “Esto me sucedió, esto
me pasó, éste fue mi familiar y a mi familiar lo desaparecieron”. Muchas de esas
cosas han permanecido como una memoria escondida, como una memoria pri-
vada, muchas veces, reprimida. Y la finalización de un conflicto armado da la
posibilidad de que esa memoria, de alguna manera, resurja. Y el problema es,
cómo planteamos o cómo trabajamos con esa memoria.

De las experiencias que conocemos de otros países, y de las experiencias,
en concreto también de Guatemala, diferenciaría dos cosas. Una es la memoria
de la verdad de los hechos. Tanto el Informe REMHI, como el Informe de la CEH,
han reconstruido una historia de la verdad de los hechos. Es decir, han dicho
cosas hasta entonces negadas o ignoradas. Ayer se discutía en la sesión sobre
si se conocía o no se conocían. Muchas de ellas no se conocían, no las cono-
cían ni la propia gente del país en muchos detalles, quién mató a Irma Flaquer,
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qué pasó con la masacre de Cuarto Pueblo o Chacalté, qué volumen o qué di-
mensiones tuvo ese horror. Mucha de la gente que trabajó en los proyectos, in-
cluso gente guatemalteca, de repente se confrontó con experiencias muy dra-
máticas y brutales.

Eso significa confrontarse con el dolor, pero también confrontarse con la ne-
cesidad de hablar de eso para superar, para enfrentar el pasado, porque si no
se enfrenta el pasado, de alguna manera, el pasado sigue vivo. Cuando se di-
ce que los que plantean la importancia de la memoria colectiva están plantean-
do que hay que vivir mirando hacia atrás, es precisamente al revés. Lo que que-
remos es elaborar ese pasado, trabajar ese pasado para no seguir viviendo en
él, porque si no la gente, los familiares de los 50.000 desaparecidos, que ex-
presó ayer Fernando, en Guatemala, siguen viviendo en el pasado, porque si-
guen viviendo con una herida permanentemente abierta de incertidumbre sobre
el destino de sus familiares. No es borrón y cuenta nueva, el dolor y el sufri-
miento de la gente no es un polvo que se pueda esconder debajo de la alfom-
bra o debajo de esta moqueta y ya estuvo.

Pero yo diría que se han hecho esfuerzos, por ejemplo en Guatemala, res-
pecto a la verdad de los hechos, se han publicado informes y se ha tratado de
rescatar la experiencia vital de la gente, no solamente hacia una epidemiología
del sufrimiento, no solamente contar los muertos o desaparecidos, hacer un nú-
mero de las masacres. Eso no da un indicador ni del dolor, ni del sufrimiento, ni
de las necesidades de reconstrucción que tiene una sociedad Yo creo que los
dos Informes trataron también de rescatar más cosas de la experiencia de la
gente, de las propias víctimas que habían sido silenciadas.

Pero, esa memoria, que es una memoria, todavía de los hechos (se publicó
el Informe REMHI hace un año, se publicó el Informe de la Comisión en febrero
de este año), todavía no se ha convertido, en Guatemala, en una memoria co-
lectiva, en una verdad moral. Es decir, en una verdad que haya sido asimilada
por la sociedad. Hay una diferencia grande entre lo que publica un grupo de
investigadores extranjero o incluso un grupo de investigadores local, como fue
en el caso del REMHI o incluso la difusión en forma de cuadernos o de resúme-
nes de las conclusiones, y cómo esa memoria se asimila por el cuerpo social, se
asimila sobre todo por el Estado, y se convierte en un instrumento de cambio.
Porque si no la memoria es sólo como una especie de confirmación del sufri-
miento. Sí, sí, confirmamos que aquí hubo genocidio, sí, sí, confirmamos que
aquí hubo 600 masacres. Todas las Comisiones de la Verdad del mundo, que
yo conozca por lo menos, y claro el Informe REMHI y el de la Comisión de Es-
clarecimiento Histórico, publicaron también sus recomendaciones, es decir, qué
se necesita para reconstruir el país.

¿Cómo hacemos que esta memoria sea una memoria de toda la sociedad?
¿Cómo se va a conmemorar esto? ¿Cómo se va a sancionar socialmente, de al-
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guna manera, lo que ha sucedido? ¿Qué se va a hacer con las víctimas y cómo
se les va a apoyar socialmente para que la gente, que es pobre, ha sido ma-
chacada o no tiene recursos, se quedó sin tierra, etcétera, reconstruya su propia
vida, o que ha quedado afectada en su salud por las atrocidades que le ha to-
cado ver o por las atrocidades en las que le ha tocado participar?. Ese tipo de
medidas o se asumen o sino la memoria se queda en un libro que se publicó,
que es el gran riesgo que yo le veo ahora mismo a la situación de Guatemala.
Es decir, se han publicado cosas muy duras, se han confrontado mucho con qué
ha sucedido en ese país, pero después de dos semanas, se apagan las radios,
se apagan las primeras páginas de los periódicos, y ¿qué queda?, ¿Cómo se si-
gue haciendo un trabajo de esa memoria para que las recomendaciones se con-
viertan en instrumento de cambio y de prevención? El REMHI está tratando de
trabajar para continuar ese proceso. Ahí vemos también que éstas son medidas
de reparación, pero son medidas también de prevención.

Yo diría medidas de prevención en varios sentidos. Primero, la gente siem-
pre quiso que esa memoria se recogiera, se contara y se difundiera también a
las nuevas generaciones, porque muchas veces los hijos e hijas o los nietos de
los que han sufrido las máximas violaciones no han tenido el conocimiento, ni
siquiera habían podido hablar a veces en las familias de lo qué han vivido, co-
mo paso en la segunda guerra mundial con mucha gente de la Alemania nazi
que no contó a sus familiares, a sus hijos, a veces durante décadas, qué pasó,
dónde estuvieron ellos en el nazismo, y qué grado de participación tuvieron.
Hay mucha memoria silenciada en las nuevas generaciones, y la gente dijo:
“queremos recoger esa memoria para que sirva para las próximas generacio-
nes”. Hay ese efecto de la memoria para las víctimas y para la gente.

Pero, también hay un efecto de la memoria, desde el punto de vista de la
prevención, para desmantelar los mecanismos que han hecho posible el horror.
Es decir, nosotros recogimos algunos testimonios, y la Comisión pudo recoger
muchos más, porque tuvo acceso a mucha información, sobre victimarios. Es de-
cir, gente, alguna de la G-2, servicios de inteligencia o del ejército, pero tam-
bién de la guerrilla, que vino a dar su testimonio, a contar lo qué ya sabíamos
por las víctimas, pero contarlo desde el otro lado. Esos testimonios fueron testi-
monios brutales, y para todos los que trabajábamos con los testimonios fueron
una confrontación terrible, muy dolorosa, porque uno tiene solidaridad con las
víctimas, pero le cuesta tener solidaridad con quién ha llevado a cabo esas co-
sas. Pero escribimos, no para regodearnos en el horror: ¿cómo hacían?, ¿y có-
mo se torturaba?, y ¿cómo se hacía el curso para secuestrar?, y ¿cómo se vio-
laba a las mujeres?. Queríamos desentrañar eso para ver cuáles son los meca-
nismos que han hecho posible ese horror. Porque si no se desconectan esos me-
canismos, esos sistemas de entrenamiento, esas formas de poder, la prevención,
o el Guatemala Nunca Más, o en cualquier país Nunca Más no deja de ser un
deseo bien intencionado, sin aplicación concreta.
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El asesinato de Monseñor Gerardi en el caso de Guatemala, dos días des-
pués de haber presentado el Informe REMHI pone de manifiesto que parte de los
mecanismos que han llevado y que han dirigido la guerra siguen vivos, y tienen
poder en el presente, no es que tengan poder en el pasado, siguen teniendo po-
der en la actualidad.

Por ello, quería poner sobre la mesa una necesidad de reparación que tie-
ne que ver con desmantelar los mecanismos que han hecho posible el horror y
la función que puedan cumplir ahora. Hay aspectos, por ejemplo, como la san-
ción, como el conocimiento primero, después con la sanción social, la justicia o
el desmantelamiento de los mecanismos represivos. El Informe de la Comisión y
el Informe de REMHI hablan del desmantelamiento de los cuerpos de inteligen-
cia, de la investigación, etcétera, porque si eso no se desmantela eso sigue vi-
vo. Para que se hagan una idea, por ejemplo, parte de la violencia social que
se está dando en Guatemala, que también se dio en El Salvador, después de fi-
nalizar el conflicto no es ya el terror político de antes, empieza una violencia so-
cial más horizontal, más de la delincuencia común. De la práctica totalidad de
las bandas organizadas que se conocen actualmente en Guatemala, de las que
se tienen datos, todas tienen, entre sus integrantes, algún ex-miembro de la inte-
ligencia militar. Ahí está el problema del comercio de armas, es decir, un mon-
tón de cosas que tienen que ver con las consecuencias de la militarización que
se ha producido en una sociedad y que se traspasan a lo que llamamos la tran-
sición democrática, la postdictadura o el postconflicto, y que generan una he-
rencia muy maligna para una sociedad.

Otro de los problemas claves, es el problema de la impunidad. Bueno, en
todo proceso de reconstrucción hay una necesidad de plantear, medidas para la
reintegración social, ayer lo habló también Fernando cuando hablaba de la Ley
de Reconciliación Nacional en Guatemala, siempre hay algunas medidas de am-
nistía, que tratan de facilitar la reinserción social de quienes han participado en
el conflicto. Pero hay otras muchas cosas que no tienen que ver con eso, que tie-
nen que ver con crímenes de la humanidad, con genocidio, con violaciones ma-
sivas de Derechos Humanos que no entran en las amnistías, y que se necesita
una sanción social posterior. ¿Por qué? Porque si no hay una sanción social, del
tipo que sea, y del tipo de justicia que podemos discutir después, si no hay una
sanción social, la democracia, la supuesta democracia, que nace después, nace
viciada por el lastre de quienes siguen manteniendo el poder y por una falta de
ética, de comportamiento ético en la que no hay una diferencia entre qué es el
bien y qué es el mal. Si quien ha machacado, ha masacrado, ha llevado a ca-
bo un genocidio, ha ganado poder con la guerra sigue como si nada hubiera
hecho, como si nada hubiera sucedido, ¿qué futuro espera a esa sociedad?.

Muchas veces las víctimas que se acercaron a REMHI dijeron: “quien violó
a mi madre, quien mató a mi hermano, sigue viviendo en mi comunidad, ha ga-
nado posición social, porque ha ganado plata, nos quitó la tierra, y nosotros te-
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nemos que vivir con los ojos mirando hacia abajo y ellos viven con los ojos al-
tivos frente a nosotros”.

Entonces, yo diría, la necesidad de justicia, la necesidad de acabar con la
impunidad, especialmente, es también una necesidad actual. No es una cosa
que mira qué pasó hace 20 años, sino es una cosa que mira hacia cómo se re-
estructuran las relaciones sociales en la actualidad, cómo se producen otras ba-
ses para la convivencia. En el caso de Guatemala, estamos ya viendo los efec-
tos de la impunidad. Primero, la gente se toma la justicia por su mano, está ha-
biendo un linchamiento cada semana en Guatemala. Linchamiento de delin-
cuentes o supuestos delincuentes comunes, etc. Y digamos, hay un descrédito de
la democracia con el riesgo de que se primen de nuevo las alternativas autori-
tarias. Estamos viendo, en América Latina, de nuevo un florecimiento de líderes
militares del pasado que se convierten como nuevos defensores de los supuestos
procesos democráticos, lo hemos visto con el General Oviedo en Paraguay, Hu-
go Bancer en Bolivia, o el General Ríos Montt en Guatemala. Entonces, corre-
mos el riesgo que frente a los nuevos procesos democráticos y frente a la impu-
nidad que se da en esos procesos democráticos, se dé un descrédito de la de-
mocracia, la democracia no sirve para nada, y lo que hay que hacer es refor-
zar las tentativas autoritarias, que venga otra vez Ríos Montt a solucionar la co-
sa. Con lo cual, corremos el riesgo de generar un nuevo ciclo de violencia, que
ya no sería igual que el de antes, tendrá otras características, pero seguirá sien-
do una violencia contra la población con muchas consecuencias.

Bueno, quisiera plantear algunas ideas más antes de terminar esta primera
parte. Otra cosa que es tener en cuenta los procesos locales. Aunque uno pue-
da tener un punto de vista de país, para quienes hacemos, o tratamos de hacer
cooperación, solidaridad, acompañamiento, presencia internacional en situacio-
nes de conflicto, es importante tener en cuenta las diferencias locales. Pongo co-
mo algunos ejemplos del caso de Guatemala.

Cuando empezaron las exhumaciones, en un pueblo que se llamaba Rabi-
nal, donde hubo una masacre a principios de los ochenta, hubo mucha discu-
sión entre la gente sobre si las exhumaciones iban a levantar a las víctimas en
contra de los victimarios, si iba a ser una forma de estimular la venganza. En el
caso de las exhumaciones, lo que nosotros nos dimos cuenta, o lo que sucedió
es que las exhumaciones ayudaban a que las víctimas recobraran su dignidad,
a que las víctimas pudieran levantar los ojos un poco del suelo y a que los vic-
timarios, que hasta entonces habían mantenido más poder, pudieran bajarlos un
poco. Eso supone un cierto reequilibrio social que es básico para reestructurar
la convivencia.

Ese caso se da también en países en los que la relación entre víctimas y vic-
timarios ha sido estrecha, como después ha sucedido en Rwanda o está pasan-
do ahora en Kosovo, o ha pasado en Bosnia, en donde las víctimas y victima-
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rios no son sólo de un ejército que está fuera, sino son también, a veces el ve-
cino, el vecino militarizado, etcétera, o el conocido, entonces los desafíos de la
reconstrucción son si cabe mayores.

Eso pasa a veces en una comunidad, pero en otras comunidades pueden pa-
sar cosas distintas y uno tiene que tener en cuenta procesos locales. A la vez re-
cogimos testimonios en una comunidad que se llamaba Chicoj, y la gente allá
dijo: “queremos contar nuestra historia a la comunidad con la que nos enfrenta-
mos, que eran hermanos nuestros, estuvimos en la montaña mucho tiempo, pero
queremos ir a platicar con ellos, a contarles nuestra historia y a escuchar su his-
toria”. Y fue un elemento, digamos, de reconciliación entre comunidades que ha-
bían vivido enfrentadas. Eso se ha dado en determinados lugares, y tal vez en
otros lugares no se va a dar, pero, creo que es importante que tengamos un ma-
yor conocimiento local para ver que esos procesos locales son distintos.

Una idea más, sobre el tema de la reparación y acabo. La reparación es ne-
cesaria en términos morales, que ayuden a dignificar a las víctimas y a recono-
cer la historia y un juicio ético sobre lo sucedido. También económica para tra-
tar de poner a las víctimas en una situación similar a la que tenían o compen-
sarles las pérdidas, aunque también hay muchas cosas que no se pueden repa-
rar. Pero sobre los proyectos de reparación, me parece que la primera repara-
ción que necesitan las comunidades, lo que la gente quiere más es prevenir la
violencia.

La primera reparación es el derecho a vivir sin miedo. Y esa es la primera
cosa que de alguna manera había que tratar de asegurar, porque si la gente si-
gue viviendo con miedo, y uno va con el proyecto de “vamos a hacer una es-
cuela como reparación a la violencia...”, digamos, las condiciones que han he-
cho posible la violencia y el ataque a la propia dignidad de las víctimas se si-
gue manteniendo. Es decir, lo primero que están pidiendo las víctimas, al menos
de Guatemala en este caso, es tener derecho a vivir sin miedo, y después poder
tener derecho a la reparación y al resarcimiento. Y sobre el resarcimiento, yo di-
ría, atención, porque no todas las cosas de resarcimiento son positivas.

El resarcimiento es necesario pero también puede introducir muchos elemen-
tos negativos entre la gente, porque puede producir pleitos entre una comunidad
que se le da A y otra comunidad que no se le da, entre quién se identifica co-
mo, “beneficiario” y a quien no se identifica como tal. Pongo este ejemplo, de
formas de ayuda humanitaria, muchas veces deslavazada o, que son casi como
una tomadura de pelo. En una comunidad guatemalteca que se llama Xaman,
que sufrió una masacre en el año 95, hubo un proyecto de reparación gestio-
nado con fondos de Fonapaz. El primer maíz que llegó a esa comunidad como
resarcimiento por la masacre, porque la gente no podía ir a cortar la milpa pa-
ra alimentarse porque tenía miedo y estaba muy tocada, el primer maíz que lle-
gó era un maíz que ellos llamaban maíz gruyere, era un maíz que tenía sus ho-
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yitos de gorgojo, porque era un maíz que había estado en unos depósitos du-
rante mucho tiempo y no sabían cómo quitárselo de encima: de repente se con-
vierte en un proyecto de resarcimiento para las víctimas.

Entonces, hay que tener cuidado con ese tipo de cosas, a veces no sólo por
gobiernos, también por ONGs. Porque por ejemplo, en esa comunidad hubo un
pleito por parte de un proyecto de reparación de una, que no discutió con la
gente previamente cuáles eran los criterios, y entonces empezó a haber discu-
sión y división en la comunidad, y empezaron a poner, unos una tienda, otros
otra tienda al lado, hubo quien tenía un proyecto de vivienda y la casa era de
bloque, otro que tenía un proyecto de vivienda y la casa era de palo, y otro que
tenía un proyecto de vivienda y la casa era de lámina. Entonces si los criterios
de reparación no se han discutido y compartido con la comunidad, y si las co-
munidades susceptibles de reparación o que van a estar implicadas en la repa-
ración, no participan y no tienen su voz, es frecuente que la reparación pueda
también traer determinados conflictos internos en lugar de convertirse en instru-
mento de reconstrucción como debería ser.

Bien, quería plantear como última cosa, la importancia que tiene la memo-
ria, pensando en el futuro, de cara a desmantelar esos mecanismos, evitar que
vuelvan los represores del pasado, el valor que pueden tener a veces determi-
nados juicios. Aunque no se puede juzgar a todos los victimarios creo que hay
determinadas experiencias de justicia que pueden ser positivas desde el punto
de vista que ponen un límite entre las conductas que se van a posibilitar en el
futuro y las que no y pueden suponer un ejemplo también de la ética que se
quiere reconstruir a partir de ahí En toda la cuestión relativa al recuerdo, hay no
solamente un proyecto, o sea, una necesidad de reconstrucción social, sino una
reconstrucción ética, y tiene un sentido ético muy profundo recordar lo que ha
sucedido para evitar que eso vuelva a suceder en el futuro.

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Buenas tardes a todos, y gracias, sinceramente, por estar aquí y porque en-
tre todos podamos reflexionar sobre cosas tan importantes como las que se es-
tán comentando y algunas otras que también me gustaría añadir desde la pers-
pectiva general. Pero, y esto no lo hago por pura fórmula de cortesía, sino sin-
ceramente, también quisiera agradecer a UNESCO Etxea por haber pensado
que la experiencia que durante 10 años he ido acumulando en diversos proce-
sos de paz, y lamentablemente, conflictos en el mundo, podría ser de utilidad
para también compartirlos aquí. Quiero agradecer, sinceramente, al Presidente
de Unesco Etxea, a Jon Arrieta, a Paul Ortega, a todo el personal de la oficina,
y particularmente a Olga, que tanto allí me atendió.

D

50



En relación con lo que comentaba Carlos, que yo comparto plenamente, qui-
siera añadir alguna cosa sobre el caso de la Comisión para el Esclarecimiento
Histórico. Fue una de las comisiones que surgió de los acuerdos de paz de Gua-
temala y, como todas ellas, tenía como fin acompañar el proceso, crear frutos
de lo ya establecido en los propios acuerdos. Tenía como objetivo, justamente el
esclarecimiento histórico. Había que conocer los hechos, pero sobre todo, había
que conocer los porqués: ¿por qué pasaron las cosas?, ¿por qué duraron tanto
en el tiempo?, ¿por qué se desarrollaron de una cierta manera?, para que entre
todos pudieran comprender su propia historia. Comprendiendo su propia histo-
ria se podían comprender también los errores del pasado. Importan los hechos,
pero sobre todo, conviene saber los porqués, porque de esos porqués se deri-
van los hechos. Hechos tremendos, absolutamente crueles y horrorosos en el ca-
so de Guatemala. En nuestro caso, a diferencia del resto de las llamadas Co-
misiones de la Verdad en el mundo, este elemento de la comprensión, del es-
clarecimiento histórico, es un matiz realmente característico.

Hablaba Carlos de la verdad moral. Yo ahí, sí quizás ofrecería un pequeño
matiz, no de discrepancia, pero sí complementando. Sí creo que tanto el Pro-
yecto de Recuperación de la Memoria Histórica de la iglesia católica, el REMHI,
como el informe de la CEH, que es un documento oficial de los acuerdos de paz
con el respaldo de Naciones Unidas, establece la verdad moral de lo pasado.
Yo vi la reacción de la gente cuando se presentó públicamente el Informe de la
CEH, un acto que a mí me tocó el corazón, y que para muchas personas pre-
sentes, que trabajan en el ámbito de la diplomacia internacional, fue uno de los
momentos más emotivos al que habían asistido. Y yo creo que el pueblo de Gua-
temala, efectivamente, asumió ese Informe, y dijo: “ésta es la verdad de lo que
pasó”. Porque por primera vez se dijo en un documento oficial lo que ya pre-
viamente había ido anunciando el Proyecto REMHI, pero dijo claramente, y de
forma contundente: “esto es lo que pasó en Guatemala”, y hablo no solamente
de los factores internos, sino también de los factores externos, de cómo otros pa-
íses contribuyeron a que pasara lo que pasó en Guatemala.

Me gustaría compartir algunas ideas que me vinieron según hablaba Carlos.
El término memoria del silencio, tiene que ver con lo que él decía, con la ver-
dad, con la memoria tantas veces silenciada. Es una memoria de lo que no se
dijo durante tantísimos años y de lo que causó tanto dolor en las familias, lo que
muchas personas no querían compartir, ni siquiera mencionar dentro de su fa-
milia. Llegó el día en el que esas personas hablaron, en el que nos trasmitieron
lo que había sucedido. Se lo dijeron a REMHI, vinieron a nosotros –apoyándo-
se, eso sí, en la absoluta confidencialidad con la que recibimos los testimonios
de víctimas, testigos y victimarios–. Se dijo lo que había pasado ante la Comi-
sión, que lo trasladó ante la población guatemalteca y ante la Comunidad In-
ternacional, ante la población de todo el mundo.

Los postconflictos, las postguerras son siempre mucho más duras que las gue-
rras, en muchos sentidos. Al menos en las guerras hay ciertas normas, hay ban-

D

51



dos, hay fenómenos que se encubren, a veces, de delincuencia, de personas que
se aprovechan de un conflicto armado para sus propios fines. Pero normalmen-
te, al menos hay, en fin, ciertas reglas, hay incluso un derecho, el Derecho In-
ternacional Humanitario, que dice cuáles son las reglas que se deben de respe-
tar. Pero las postguerras son terribles, al menos las que yo he conocido. ¿Por
qué? Porque sigue reinando la violencia y la cultura de la violencia. Por eso es
tan importante el mostrar las acciones en el ámbito de la cultura de paz, porque
tiene que ser una nueva cultura que tenemos que potenciar entre todos.

En las postguerras, como decíamos, continúan la violencia, las armas, la cre-
encia de la gente de que por medio de la violencia se resuelven las cosas y que
la justicia no funciona, que la policía está corrupta, que el ejército es el de siem-
pre. Por eso creo que todos tenemos un deber de acudir allí, solidariamente, de
internacionalmente apoyar para que se modifique lo que ha pasado. No pode-
mos decir que esto es culpa de los demás.

Quisiera también hacer referencia a las Naciones Unidas y su papel en la
Comisión para el Esclarecimiento Histórico. Los acuerdos de paz de Guatemala
se concluyeron bajo su moderación. Dan un respaldo al proceso de paz, apo-
yan y asisten a las partes, las asesoran, les hacen sugerencias cuando las par-
tes lo piden. Así se trabaja y se va adelante en el proceso de paz, en el que los
protagonistas son las propias partes –el gobierno y la guerrilla, la Unidad Re-
volucionaria Nacional Guatemalteca–. Naciones Unidas da asistencia a la Co-
misión, pero ésta es absolutamente independiente y es una Comisión nacional.
Lo quiero dejar muy claro: no es una Comisión internacional que se va a Gua-
temala a investigar lo que pasó. Consta de dos ciudadanos guatemaltecos y un
miembro extranjero designado por el Secretario General, pero es una entidad
nacional porque surge de unos acuerdos de paz nacionales. El personal que tra-
bajamos allí, casi 300 personas en total, de los que yo tuve la suerte y el privi-
legio de ser el responsable en nombre de Naciones Unidas, son personas, igual-
mente, con una composición mixta, que se mostraron como operativas y efica-
ces. Creo que esto es muy importante, a la hora de tomar en consideración la
perspectiva sobre la participación internacional.

Lo que hace Naciones Unidas es asistir a los miembros de esa Comisión na-
cional en administrar unos fondos y, sobre todo, en diseñar toda la operación.
Esa fue mi función inicialmente, en nombre de Naciones Unidas: asistir a los co-
misionados y aportar mi experiencia para ver cómo se organizaba esa tarea tan
compleja que tuvieron que enfrentar, tal como el REMHI, pero con un una limi-
tación de tiempo muy clara: un año máximo para investigar 36 años de violen-
cia en el país. Si pensamos en 36 años de violencia, de ocultamiento, de desa-
parición de pruebas y otros elementos de información sobre los hechos, si pen-
samos que en Guatemala se produjeron 200.000 muertos y desapariciones, uno
puede comprender la tarea tan descomunal que supuso esta investigación, que
se apoyó sobre la base de datos de la propia Comisión y las de otras iniciati-
vas no gubernamentales, como la de REMHI.
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Yo cuando proponía hablar en este seminario en términos de prevención y
reparación, lo hacía un poco pensando en mi experiencia en las Naciones Uni-
das, en los lugares que Paul mencionaba antes, y donde he participado, nor-
malmente, en procesos ya casi de postconflicto, o al menos de finalización de
conflicto, el caso de Nicaragua, El Salvador, Guatemala, de los 2 tribunales in-
ternacionales para la ex-Yugoslavia y Ruanda, y el tratamiento del pasado en la
CEH. Pero, sobre todo, quiero destacar que cuando uno observa los conflictos,
ve su magnitud y su estupidez –porque los conflictos normalmente son estúpidos–
uno piensa que se podían haber evitado todos, de una forma tan simple como
hablando y comprendiendo qué es lo que el otro quiere decir. Tomo por ejem-
plo el caso de la Contra nicaragüense, sus dirigentes, sus soldados. Al final era
pobre gente, sólo hay que ver las fotos o haberlos conocido a ellos para obser-
var lo que eran. Personas que en el fondo, no eran diferentes de sus oponentes,
los miembros del ejército sandinista, o de la gente de donde ellos venían, de sus
vecinos o de sus familiares.

Mientras estábamos en Managua en la negociación, los miembros de la
Contra salían por la noche de copas, y no pasaba nada, aunque la gente, cla-
ro que los conocía. En El Salvador, la guerrilla, el Frente Farabundo Martí de Li-
beración Nacional (FMLN), hoy día se entienden perfectamente –digo se tratan,
se hablan, se respetan– con personas con las cuales antes estaban enfrentados
militarmente. En el caso de Guatemala, un coronel español, recuerdo siempre,
en tono de broma decía que cuando uno iba a Méjico tenía que tener cuidado
en ciertas conversaciones que había, de no ponerse entre un miembro de la gue-
rrilla y un miembro del ejército, porque se daban tales abrazos que como a uno
le engancharan en medio le espanzurraban allí. Entonces uno dice, bueno, todo
esto es absurdo, 36 años para esto, para que ahora se estén dando abrazos,
¿no se podían haber hecho esto al principio?

En lo que toca a los tribunales internacionales, la magnitud de lo que suce-
dió en Ex-Yugoslavia y en Ruanda hace que uno se pregunta si realmente son la
solución ideal. ¿Cuál es el costo, qué es lo que estamos pagando por mantener
eso? ¿No vale más prevenir los conflictos que reparar? Pero, sobre todo, ¿cuál
es el costo de la prevención y cuál es el costo de la reparación? Estamos ha-
blando de la reparación, a veces, de lo irreparable: las vidas humanas no se
pueden reparar, evidentemente. Las lesiones, los daños materiales, sí se pueden
atender, pero ¿los odios que se crean y que se alimentan con las guerras y que
se consolidan? Necesitamos generaciones para que a veces eso se repare. Bue-
no, dentro de estos aspectos de la reparación, evidentemente, creo que hay que
tomar muy en cuenta la reparación específica a las víctimas. Pero creo que hay
reparación de tipo genérico también, de los daños de un conflicto en el país,
del que al final son víctimas todos los ciudadanos.

¿Qué medidas de prevención se pueden tomar? Todos vemos en nuestros pa-
íses o en otros sitios situaciones que pueden degenerar en un conflicto si no las
tratamos bien. Y ¿qué es lo que la sociedad civil –llamemos por sociedad civil
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a quienes no forman parte de las instituciones de los estados– puede hacer pa-
ra ayudar a prevenir? Yo creo que de alguna forma, todos tenemos alguna res-
ponsabilidad en el hecho de que los conflictos se desencadenen. ¿Qué es lo que
pueden hacer tantas ONGs que, con la mejor fe y compromiso, se ponen ma-
nos a la obra? Se puede hacer más de lo que se está haciendo, se puede ha-
cer de una manera diferente. .

INTERVIENE D. CARLOS MARTÍN BERISTAIN
Coordinador del Informe Guatemala Nunca Más (REMHI)

Quería sólo matizar unas cosas, ya me he extendido antes demasiado. Yo
cuando hablaba de que la verdad pasara a ser una verdad moral no hablaba
en el sentido de que el Informe de REMHI y el Informe de la Comisión, no ha-
yan supuesto, primero, una reconstrucción lo más veraz posible, que se puede
ser en todas estas cosas, y una reconstrucción que ha incluido un juicio ético y
una reconstrucción de una memoria que ha sido aceptada mayoritariamente por
la gente. En ese sentido sí. Pero, no ha pasado a ser una conciencia moral o
una verdad moral de la sociedad en el sentido de que el Estado, los poderes pú-
blicos en general, hayan asumido.

Si no hay gestos públicos que hagan de esa memoria algo colectivo, queda
de nuevo otra vez en que yo leí en el periódico, o yo me quedé con el libro y
ya estuvo. Si no hay actos de conmemoración, si no hay..., ¿cuántos millones de
niños tuvieron que pasar por los campos de Auswitz o los campos de exterminio
para asimilar esa verdad? Pues, tuvieron que hacerse muchas investigaciones,
publicación de testimonios, ensayos, tuvieron que hacerse series de televisión so-
bre el Holocausto para que esa verdad fuese asimilada ... y todavía hoy, sigue
siendo negada por determinados pseudo-historiadores. En caso de Guatemala
eso está en entredicho porque no se han dado pasos. Tú ves la respuesta que
dio el Gobierno de Arzú al Informe de la Comisión, pues, fue de pena. Hay una
desmoralización de mucha gente que ha puesto muchas esperanzas en el Infor-
me y en el resultado de la Comisión, y en la presentación del Informe, y que
ahora ve que sí, aquéllo se hizo, la cosa salió bien, pero ahora ¿qué?, la re-
paración, el asumir eso, el promover cambios sociales reales a partir de eso
¿dónde está? Y esto es lo que yo llamaba, digamos, una verdad moral asumida
por la sociedad.

INTERVIENE DÑA. DOMINIQUE SAILLARD
UNESCO Etxea

La CEH recomendó el establecimiento por el Gobierno de Guatemala de un
Programa de Reconciliación Nacional. Quería saber si se ha creado y cuánto
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dinero hay para hacer este trabajo. La segunda pregunta era sobre las ventajas
respectivas de las Comisiones de Verdad y de los Tribunales internacionales. A
mí me parece que si se trabaja solamente con Comisiones de Verdad, hay un
peligro de despersonalizar las responsibilidades, de hacer que se echara la cul-
pa a todo un grupo, mientras se sabe que hay responsables individuales. Por
ejemplo se diabolizaría a los serbios o a los croatas en su conjunto, en vez de
dejar claro que la responsabilidad es de unas –a veces muchas– personas den-
tro de esos grupos, pero no de toda la población. ¿Qué opináis de este tema?

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Eslarecimiento Histórico 
de Guatemala

Una pequeña cosa: gracias por la pregunta, Dominique, pero espero since-
ramente que entre todos hablemos en voz alta y participemos en esa reflexión.
Nosotros podemos hablar de conformidad con nuestra experiencia, pero estoy
seguro que todos quienes estamos aquí, tenemos experiencia y un montón de co-
sas para compartir.

Efectivamente, hay varias recomendaciones de la CEH en el ámbito de la re-
paración: por ejemplo, la creación, entre otras instancias, de una Comisión Na-
cional de Reparación, en la que haya representación del estado y de la sociedad
civil. Uno de los grandes retos de Guatemala es el de crear una nación común.
Yo creo que hasta ahora no ha existido en Guatemala una nación de todos los
guatemaltecos. ¿Por qué? Porque los indígenas por un lado, los latinos por otro,
cada cual allí veía una Guatemala diferente. Entonces, se recomienda la creación
de esta Comisión Nacional de Reparación. ¿Qué es lo que sucedió? A lo mejor
Carlos tiene alguna información más reciente, ya que yo llevó ahora algún tiem-
po fuera. La verdad es que el Gobierno ha tratado de obviar el cumplimiento de
buena parte de las recomendaciones, y en particular las que tienen que ver con
la reparación. La respuesta del Gobierno ha sido: “no, nosotros ya estamos con
proyectos, incluso tenemos proyectos piloto, por aquí y por allá”. Pero la socie-
dad civil está, como comentaba Carlos, realmente empeñada en que se pongan
en marcha estas recomendaciones y que no se hable tanto de proyectos piloto,
sino que se hable de la reparación en términos nacionales, que se hable de las
víctimas y que se les tome en cuenta por raseros, no tanto geográficos, de dón-
de se encuentren, sino por otros criterios, con independencia del lugar, porque
se puede, entre otras cosas, caer en el peligro de la discriminación.

Sobre la financiación del Programa de Reparación. La Comisión ha reco-
mendado que esto se costee por el Estado de Guatemala, poniendo en marcha
un sistema fiscal progresivo que ya está contenido en los propios acuerdos de
paz. O sea, que se costee por todos los guatemaltecos, sin discriminación, y no
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sólo por los pobres como ha sido el caso hasta ahora. Pero me temo que en es-
te momento las cosas siguen siendo más o menos igual. Espero que de una vez
por todas se ponga un sistema fiscal que haga contribuir a todos los guatemal-
tecos, y no que al final, clases desfavorecidas, que es casi todo Guatemala, cos-
tee a los grandes terratenientes, que son los que mueven la industria allí y los
medios. He de decir en este sentido que, así lo dijo la Comisión en su Informe,
Estados Unidos contribuyó a la guerra en Guatemala, pero sí he de decir tam-
bién que Estados Unidos está apoyando el proceso de reparación individual. Pe-
ro bueno, todavía yo no sé si hay algunas noticias más al respecto.

En cuanto a Comisiones de Verdad y Tribunales. Esto es algo tremendamen-
te interesante. En el mes de diciembre, yo tuve la oportunidad de asistir en Gi-
nebra a una reflexión que estaba organizada por el Gobierno Suizo y que te-
nía que ver en parte con el final del trabajo de la Comisión de Verdad y Re-
conciliación en Sudáfrica. Allí estuvimos representantes de diversas Comisiones
y también algunas personas que, como es mi caso, trabajaron en los Tribunales
internacionales. Entonces, allí se estuvo pensando en cuál es el mecanismo más
adecuado. Yo creo que en esto no hay que universalizar. Hay ciertos momentos
o ciertas circunstancias en los que se requiere un tribunal internacional. Pero,
desde el punto de vista sustantivo (no hablo desde el punto de vista jurídico), no
hay incompatibilidad entre un tribunal y una comisión de esclarecimiento o de
la verdad. ¿Por qué? Un tribunal trata casos individuales y se les enjuicia a la
luz del derecho internacional, concretamente del Estatuto del Tribunal estableci-
do por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. Las penas contempladas
allí siguen el régimen penal establecido en el país en que se aplica, siempre ex-
cluyendo, evidentemente, la pena de muerte. ¿Qué es lo que sucede en una co-
misión, sobre todo en una comisión de esclarecimiento histórico, como lo que he-
mos hablado? Una comisión ayuda a comprender la historia, el pasado y las ra-
zones de ese pasado. Puede haber un problema práctico. Por ejemplo en el ca-
so de Bosnia, existe una iniciativa para crear una Comisión de la Verdad. No
sé últimamente cómo va, pero había ahí, claramente, dificultades. Y es que el
Tribunal Penal Internacional tiene primacía sobre los tribunales nacionales, pero
también sobre aquellas fuentes, aquellos lugares en donde esté la información,
y puede pedir esa información. Eso supone un problema para una Comisión que
quiere garantizar la confidencialidad a gente que testifica, ya que el Tribunal
puede pedir que se le pase información, con la identidad de los testigos, vícti-
mas o responsables. Entonces, ese es un punto muy delicado.

INTERVIENE D. TXOMIN BERECIARTUA

Me parece a mí que el haber aceptado esa Comisión ya es un paso impor-
tante en una comunidad. Pensando en la situación del Kosovo o de conflictos en
Africa y otros sitios, me preguntaba ¿cómo se logra, primero, la voluntad de jun-
tarse, de trabajar juntos, frente a los prejuicios, a la tentación de echar la culpa
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al otro? Y también ¿cómo se llega a aceptar lo que allí se diga y aclarar dife-
rentes interpretaciones de la historia?

Por otra parte, yo vi en la televisión un momento de cuando la Comisión de
la Verdad en Sudáfrica presentó su informe, y a mí me dejó totalmente deshe-
cho. Era abrumador ver que a tal señor le fueran diciendo: “tú has hecho esto,
y esto, y esto”. Es que allí se hicieron muchas verdaderas bestialidades. Se le
veía a Monseñor Tutú llorando. Eso es una catarsis fantástica. ¿Cómo se crea to-
do ese clima? ¿Será porque se lo han impuesto, porque lo han pedido, porque
lo han querido, porque han llegado al convencimiento...?

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Hay ciertas cuestiones ahí en las que evidentemente ni puedo ni debo entrar.
Únicamente el último aspecto, y es en que, si esta Comisión había sido impues-
ta. En el caso de Guatemala, esto se hizo en la negociación de los acuerdos de
paz entre el Gobierno y la guerrilla. Fue el acuerdo más difícil de todos los que
se concluyeron, pero, yo estoy convencido de que las dos partes lo hicieron en
el pleno convencimiento de la bondad de establecer una comisión de este tipo.
Y yo creo que este convencimiento de las partes firmantes se acrecentó cuando
se presentó el Informe de la Comisión.

En esta Comisión nacional participaron personas absolutamente valientes,
comprometidas. Dijeron lo que el mandato les pedía que dijeran y lo dijeron de
forma contundente, franca y directa. Así se reconoció nacional e internacional-
mente. La reacción que provocó entre la población guatemalteca, víctimas o no
víctimas, fue absolutamente de aplauso de que por fin esto se hizo, dejando a
parte, evidentemente, todas las demás iniciativas. Es cierto que en Naciones Uni-
das, a veces, tenemos un poco miedo al impacto político, pero la Comisión no
podía defraudar a tanta gente humilde que confía en nosotros.

Evidentemente los firmantes del Acuerdo que establece la Comisión negocian
los términos, el concepto de esclarecimiento histórico, el hecho de que no se in-
dividualizan responsabilidades, negocian los efectos judiciales, etc. Pero lo cier-
to es que lo hacen convencidos de la bondad de que se haga el esclarecimien-
to histórico en Guatemala. Entonces, eso así se aprobó. Pero no fue ni impues-
to, ni siquiera, de alguna forma sugerido.

INTERVIENE D. CARLOS MARTÍN BERISTAIN
Coordinador del Informe GUATEMALA NUNCA MÁS.

Tal vez responder a dos cosas planteadas antes por Dominique y Txomin.
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Creo que, evidentemente hay todo un proceso social que explica por qué se
llega a la firma del acuerdo de paz, porque la guerra es inviable. Llega un mo-
mento en que “las partes” se convencen de que aquello no tiene solución y que
hay que buscar una solución política de algún modo. Eso ha sido un aspecto co-
mún a El Salvador, a Guatemala y a otros lugares.

Creo que, por los términos en los que se negoció ese Acuerdo, en el caso
de Guatemala, fueron bastante precarios y la negociación muy difícil. El tema
de la verdad tuvo detenida la negociación durante mucho tiempo, pero luego la
negociación a la que se llegó en términos concretos fue bastante restringida. Mu-
cha gente pensó que incluso la URNG no tenía demasiado interés en la verdad.
Se tuvo que pelear, hubo que hacer presión y todo, pero costó, y que al final,
mucha gente en Guatemala se decepcionó cuando escuchó el marco restrictivo
de ese Acuerdo, y dijeron: ¿sólo 6 meses con prórroga de otros 6 meses en un
país dominado por el miedo, con 23 lenguas y que ha vivido tanto horror?, ¿qué
significa esto?, ¿qué interés hay realmente en la verdad? ¿o es más un trámite
que hay que hacer porque hay que hacerlo de alguna manera para tener un
cierto estándar después en la negociación? Yo también tengo mis dudas de que
los actores armados, en ese sentido, tuvieran interés en la verdad, y de hecho
la Comisión se llamó con un inmenso nombre y hubo sus discusiones para que
no se llamara Comisión de la Verdad porque el ejército de Guatemala no que-
ría que la Comisión representara algo parecido a lo que había representado la
Comisión en El Salvador.

Respecto a lo otro, sí es cierto que ahí ha habido personas de Guatemala
con la legitimidad social para decir las cosas, que dicen una verdad que tiene
que ser aceptada socialmente. Hay que buscar gente que tenga la capacidad
de generar consenso, de facilitar un proceso de investigación, que no sea acu-
sada de que “éstos” están haciendo la versión de la historia para echársela a
la cara a “aquellos”, etcétera. Ese tipo de procesos ha habido que buscarlos en
todas las comisiones que se han hecho, por lo menos que yo conozca.

Las comisiones trabajan con el marco de la confidencialidad, y eso les da la
posibilidad de tener información que de otra manera, a través de un tribunal o
con una penalización inicial, no tendrían. Eso está en parte bien. Y las comi-
siones dan lugar a una serie de recomendaciones sociales que un tribunal no va
a dar, porque un tribunal lo que trata es de individualizar responsabilidades en
casos determinados. Entonces, yo creo que la función de las Comisiones es po-
sitiva en otro marco. Yo creo que son dos cosas complementarias, no se puede
atribuir la culpa a un grupo, y si hay responsabilidades se deben individualizar
dentro de lo posible. Eso hace un tribunal, no lo hace una comisión.

En el caso de la Comisión de Sudáfrica fue una cosa intermedia, porque
ellos hicieron una Comisión que tenía audiencias públicas que era una especie
de juicio, de alguna manera. Si digo alguna cosa, desde el punto legal no muy
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exacta me cortas, pero..., bueno, no era un juicio legal, en cuanto a que no era
un juez, etc. pero había audiencias públicas, el victimario tenía que reconocer
lo que había hecho, tenía que escuchar los testimonios de los otros, y en función
de eso se podía acoger a un indulto individual Es la única experiencia que co-
nocemos en la cual una Comisión haya introducido esa declaración pública, esa
petición de perdón y ese reconocimiento de la responsabilidad para acceder a
un indulto individual. En el resto de los lugares la Comisión no ha tenido un man-
dato sobre el tema de la justicia, en general

Los tribunales, ¿para qué sirven? Sirven, a veces, para que se digan cosas
que no se pueden refutar ya. Nadie puede refutar que se ha hecho limpieza ét-
nica en Bosnia, porque ahí no solamente ha habido las declaraciones de las
ONGs, las televisiones, etc., sino, ahí ha habido una investigación que ha dicho
tal cosa y tal otra Y eso hace a veces que haya determinadas verdades que ya
no se pueden negar. Y para eso los tribunales, internacionales o nacionales, sir-
ven. Si no hay justicia, la verdad no se asume muchas veces, la verdad se pue-
de negar más fácilmente, o se admite durante diez minutos y luego el resto de
la vida no se asume.

Yo diría, tribunales internacionales, depende si hay tribunales locales. Vengo
de un congreso en Guatemala contra la impunidad. Un congreso organizado
por la Fundación Myrna Mack. Un congreso en el que se discutió sobre el caso
Pinochet, sobre la legislación internacional, sobre el tema de Derechos Huma-
nos, sobre el Tribunal Penal Internacional y los pasos que se están dando a ni-
vel internacional sobre ese caso, para ver en qué medida esas cosas puedan ser
útiles en otros países como Guatemala. En la última sesión, fue una expresión
cargada de emoción por el dolor y la frustración actual por el no avance de nin-
guno de los casos que tienen que ver con investigación sobre la involucración
de militares en casos de violaciones de derechos humanos.

Ha habido hace dos meses una publicación, como dos meses después de la
publicación del Informe de la Comisión, de unas fichas que no sé si ustedes han
llegado a conocer, las fichas de personas que fueron desaparecidas –son 180
aunque algunos están vivos– que aparecieron de repente, fichas con su nombre,
cuándo habían sido capturados y cuándo habían sido hechos desaparecer. A la
desaparición se le llama 300, no se dice “fue desaparecido o asesinado”, se di-
ce, fecha 11/12/84: 300, o se 300. En este caso el símbolo 300 es para tra-
tar de borrar las huellas de la muerte. Esa documentación fue avalada por el go-
bierno y la embajada de los Estados Unidos que dijeron que era documentación
oficial, que era un informe de inteligencia. El National Institute of Archives de Es-
tados Unidos hizo una declaración avalando la veracidad de esas fichas. Mien-
tras, el ejército de Guatemala dijo que no sabía nada de esas fichas. Por eso
digo entonces, que el impacto del Informe es uno, pero luego, cómo se asume
esa verdad por parte de quienes tienen graves responsabilidades, es otro. Por-
que ahí hay, a parte del miedo que le tengan al juicio, una necesidad de repa-
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ración a las familias, que es decirle a sus familiares si fueron asesinados, o qué
hicieron con ellos, están en el volcán Pacaya, están en el destacamento militar
en un cementerio X, etc. pero es un derecho de las víctimas, y eso no se está
dando. Se han filtrado las fichas, y el ejército ha mirado para otro lado, ha di-
cho: “bueno, aquí no sabemos que pasa”.

INTERVIENE D. PAUL ORTEGA
Director de la Unesco Etxea.

Quería comentar dos cosas. Creo que ahí, con lo último que comenta Car-
los, hay dos temas fuertes a tratar. Por un lado, ¿cómo abordar el pasado?, un
poco en la línea de lo que planteaba Dominique: ¿cuándo comisiones?, ¿cuán-
do tribunales?, etc.

No he hecho un seguimiento al dedillo de las diferentes comisiones y los di-
ferentes abordajes, pero bueno, hay un modelo, con variaciones, en el cono sur
de América Latina. El máximo exponente sería Chile, con una ley de punto final
bastante vergonzosa. En el caso de Uruguay, es algo más mixto: se hizo un re-
feréndum para ver si se aprobaba un paso de página. De alguna manera es
cuando una mayoría, esa democracia de los votos, niega a una parte importante
de la población el poder hacer un abordaje al pasado, pero para algunos sec-
tores de la población uruguaya ha sido justo porque se ha votado y democráti-
camente, pues, se ha decidido que se pasa la página, pese a que realmente,
los sectores que sufrieron la dictadura y la violencia de los milicos siguen aspi-
rando a que pueda, por lo menos, conocerse o oficializarse la situación.

Estaría el caso de Sudáfrica, que enseña que también lo cultural de cada lu-
gar es importante. A nosotros nos resulta bastante difícil de entender este fun-
cionamiento que tuvo la Comisión de Sudáfrica. Primero, se buscó una persona,
claramente, de una autoridad moral fuerte, hasta con un Premio Novel, como
Desmond Tutú. Esto es una diferencia clave con Guatemala y me gustaría que lo
analizaseis: ¿cómo funcionó la Comisión en Guatemala sin haber personas con
un reconocido prestigio?, a ver si eso es fundamental o no. Y segundo, volvien-
do a Sudáfrica, este modo de trabajar en público, a modo de tribunal. Tendrá
que ver bastante con la cultura de allí.

Estaría también el ejemplo de El Salvador, dónde se identificó, de alguna
manera, a los grandes criminales, pero se cerró esa página con tan solo algu-
nas depuraciones de militares. Hace unos meses, estaba aquí Salvador Sama-
yoa, ex-comandante del FMLN, que se sentía muy orgulloso de este modelo. De-
cía que era la única forma de poder pasar página. Él, además, sufrió en su pro-
pia carne y creo que fue uno de los que negociaron este modelo.

Bueno, hay más modelos, lo que se está tratando de hacer en la Ex-Yugos-
lavia o en Ruanda. Nosotros tenemos un buen amigo que estuvo trabajando pa-
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ra el Alto Comisionado de las Naciones Unidas por los Derechos Humanos, res-
tableciendo el sistema judicial interno en Ruanda –no el Tribunal Internacional–
y decía: “tiene gracia que se restablezca el sistema judicial para que les juzguen
y les condenen a muerte”. ¿Qué podemos aprender de estos diferentes aborda-
jes del pasado? Y, ¿qué elementos comunes se podrían utilizar en el futuro? ¿Un
tribunal consigue de alguna manera, que una sociedad que ha vivido la violen-
cia, pueda, en palabras de Fernando, esclarecer la situación, que se empiece a
hacer un historia común, no una historia de cada uno de los combatientes? Y
por otro lado, ¿después de las comisiones, qué pasa, qué otros elementos se tie-
nen que intentar cerrar?

Y, ya por último, en estos días la Comisión de Derechos Humanos del Par-
lamento Vasco está llamando a determinadas personas vinculadas con el tema
de las víctimas. A mí sí me gustaría, en la medida en que la gente se sienta en
libertad de hablar, que reflexionemos sobre si hay alguna enseñanza para no-
sotros aquí de todos estos procesos de abordaje del pasado en otros lugares –te-
niendo en cuenta, por supuesto, que la situación que hemos tenido aquí no tie-
ne absolutamente nada que ver con la terrible violencia de Guatemala–. Nece-
sitamos ver cómo podemos abordar el pasado, ya que los vascos no tenemos
una lectura común de la historia.

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN

Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Para mí, la contribución internacional, sea en justicia, en verificación inter-
nacional, o en lo que sea, tiene que limitarse a lo estrictamente necesario. Es
preferible contar con los medios nacionales en la medida de lo posible.

En el caso de nuestra Comisión, por lo que decía Paul, se buscaron perso-
nas, sí conocidas, pero no personas que tuvieran otras características más que
las fundamentales, compromiso y valentía a la hora de decir las cosas, de cum-
plir con un mandato, que se sabía de antemano muy sensible.

Cada comisión y cada país, cada proceso tiene sus propios secretos y sus
ingredientes diferentes. Yo escuché, por ejemplo en reflexiones de pasillo y en el
seminario de Ginebra, que la Comisión de Sudáfrica, con estas comparecencias,
utilizaba un modelo de actuación cuasi judicial. Personas que podían haber co-
metido el hecho más horrendo aparecían allí y decían: “efectivamente, yo lo hi-
ce, lo reconozco”. A partir de ahí salía con toda libertad y con todas las ben-
diciones. Entonces, éste era un elemento que sí producía crítica. Pero repito, no
hay sistema perfecto. Cualquier solución, cualquier comisión tiene cosas en las
que se podría mejorar.
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En el caso de Guatemala, también existen defectos, pero yo quisiera llamar
la atención sobre todos los elementos positivos. Tenemos que subrayar las cosas
que sí se hacen. El establecer una comisión de este tipo es de una valentía, a
mi juicio, admirable. Lo mismo con el hecho de aceptar verificación internacio-
nal. Que un juez admita que verifiquen su trabajo, que un policía lo admita, que
el ejército tenga que tragarse también su orgullo y decir: “pasen y vean cómo
trabajamos nosotros o lo que tenemos dentro de nuestros cuarteles”.

En este sentido fue diferente lo que sucedió en Guatemala, de lo que suce-
dió en otros países, con amnistías. En Guatemala, hay una Ley de Reconciliación
Nacional, en la que se dice, efectivamente, que se exonera de responsabilidad
penal a responsables de ciertos delitos, con determinadas características muy
restrictivas –y que los tribunales guatemaltecos han interpretado todavía de una
forma más restrictiva–. Pero han dicho que en todo caso, no pueden ser exentos
de responsabilidad penal los responsables de genocidio, tortura, o desaparicio-
nes. Eso pocos países lo han hecho. En fin yo lo digo también esto en honor de
los guatemaltecos.

Y después, el valor de la reconciliación. Hay que pensar también, en todas
estas reflexiones, ¿qué ingredientes son necesarios realmente para ese ansiado
bien que es la reconciliación?, ¿cómo conseguirlo?

INTERVENCIÓN

Quisiera poner en el debate otro aspecto, tanto de la prevención, como de
la recuperación. Aquí se está hablando en un plano muy jurídico, muy de dere-
chos internacionales, pero creo que hay que trabajar más el tema de la recupe-
ración, que sea cultural, económica, o social. Me parece que son procesos que
se están dejando bastante de lado, tanto en el plano nacional como en el pla-
no internacional. Está muy claro que en un país como Guatemala, es difícil es-
tablecer un balance y decir que fue simplemente una contienda entre todos los
grupos locales, o que se involucraron otros agentes, como Estados Unidos, Fran-
cia, etcétera. Lo mismo ocurre en otros países.

INTERVIENE D. JOSEAN GALDONA

Yo también he colaborado en Guatemala en algunos proyectos sanitarios.
Voy a seguir un poco en la línea del compañero, pues yo también veo que son
dos programas un poco diferentes, el que se plantea en la Comisión y luego el
que se plantea desde la realidad de Guatemala Es decir, a mí me da la impre-
sión que el pueblo guatemalteco está como completamente escuálido de todo lo
que ha sido el proceso de paz y esa recuperación de la memoria. Tal vez todo
sea debido a que las análisis de los orígenes históricos del conflicto que se ha-
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cen desde la CEH, el REMHI, o sobre todo, desde posturas internacionales, se
abordan desde planos demasiado jurídicos, pero pocas veces –y yo creo que
por la moda neoliberal que nos invade se hace una crítica económica de la si-
tuación de esos países.

Realmente la gran debilidad del proceso de paz Guatemalteco es que el pro-
pio pueblo de Guatemala no participa en ese proceso. Lo que ha ocurrido en el
referéndum que se ha hecho recientemente sobre la reforma constitucional para
implementar el proceso de paz ha sido una gran catástrofe: han ganado las fuer-
zas del no, por decirlo de alguna manera, que son las fuerzas más extremas de
la derecha. Hoy en día, si no abordamos el problema de Centroamérica desde
posturas más globales, todo se queda un poco en agua de borrajas. ¿Qué va a
ocurrir en Guatemala si la reforma constitucional no sale adelante?, ¿Cómo va
a influir eso en el proceso de paz? ¿En que situación se queda el proceso de
paz en Guatemala?

INTERVENCIÓN

Cuando antes, Fernando, has comentado un poco lo que se ha conseguido,
esos abrazos entre la guerrilla y miembros del gobierno o del ejército y dices
que eso, igual, se podía haber conseguido antes. Sin querer simplificar, me da
la sensación que un elemento común a todos los procesos y a todos los conflic-
tos armados en Centroamérica, es la situación de pobreza y de exclusión en la
que vive la inmensa mayoría de la población en estos países, sobre todo en la
campesina y en Guatemala la situación se agravaba porque al elemento de la
pobreza se juntaba el hecho del indigenismo. Por lo que yo puedo conocer un
poco más, el proceso que se ha vivido en El Salvador, me parece que al final
de todos estos procesos de paz, hay una desilusión. Es decir, gente que en un
momento dado reivindica un derecho a comer, ni siquiera un derecho a la sa-
lud o a la educación, sino lo mínimo, se enfrenta a una represión que al final le
hace coger las armas. Por cierto también se han cometido auténticas atrocida-
des por parte de la guerrilla, pero me gustaría diferenciar lo que es una violen-
cia de origen y una violencia de respuesta.

Creo que cuando se quieren analizar los procesos que se viven en estos pa-
íses, hay que intentar analizarlos desde una perspectiva histórica de lo que ha
supuesto la exclusión de la inmensa mayoría de la población. Si en un momen-
to dado se acaban pactando unos acuerdos de paz, y la gente sigue en la mis-
ma situación de exclusión económica que antes, al final dices, bueno, ¿para qué
en su momento se cogieron las armas?, ¿para qué unos acuerdos de paz?, ¿pa-
ra seguir viviendo en la misma miseria y en la misma exclusión? Yo creo que
eso, al final, no resuelve el conflicto sino solamente lo aparta. Puede tardar x
años, no sé cuantos, pero volverá a haber gente que en un momento dado no
vea más solución para salir de la miseria que volver a empuñar las armas.
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Otro elemento que plantearía es que cuando se habla tanto de las comisio-
nes de la verdad, cuando se juzgan todas las violaciones de Derechos Humanos
que se han hecho –sin intentar, Dios me libre, justificar ninguna violación de los
Derechos Humanos– me da un poco la sensación de que se juzgan los hechos
con una objetividad excesiva. Y voy a lo siguiente, me da la sensación que al
final, se dice, hay un robo, y el robo es el robo, me da lo mismo que lo haga
un ladrón o que lo haga el policía utilizando un arma que el estado le está pa-
gando para que no se cometan robos y encima para que defienda la ley. Me
da la sensación de que queda todo en el mismo rasero. Yo creo que hay que re-
saltar las violaciones de Derechos Humanos que se han hecho por parte de las
instituciones dependientes de un estado, que en principio debe garantizar lo que
sería un estado de derecho, con todos los matices que puede tener esta noción
en las situaciones de Centroamérica.

Y por último, un comentario sobre lo que dijo Paul. Creo que has dejado de
lado lo que se vivió también en Argentina con la depuración de los miembros
políticos. Yo viví una experiencia en El Salvador, en el año 92, cuando se fir-
maron los acuerdos de paz, con un diplomático argentino que estaba allí ase-
sorando a la Comisión de la Verdad, y este miembro había estado participando
en todos los procesos de depuración del ejército argentino, en todos los juicios
que se habían dado. Y este planteaba algo que me llamó mucho la atención.
Planteaba que existía un compromiso con la justicia, mínimo y básico, y desde
ahí, un compromiso con la verdad, o sea el esclarecimiento de todas las viola-
ciones de Derechos Humanos, y que eso era un compromiso con las víctimas,
las que habían desaparecido, sido torturadas, masacradas. Esos casos se han
de conocer, esos casos han de salir a la luz, esos casos se han de juzgar. Y lue-
go de ahí ya se verá, si en un momento dado, se otorgan o no medidas de gra-
cia para la gente que haya sido declarada culpable. Pero tienen que ser juzga-
dos. Él planteaba que si eso se hiciese, apoyado por una presión internacional,
se conseguiría, probablemente, erradicar, de aquí a x años, muchas de las dic-
taduras militares que se han dado, se siguen dando, y por desgracia, en algu-
nos de los países donde se vive situación de pobreza, se volverán a dar.

INTERVIENE D. MAURICIO CADAVIZ

Soy colombiano. Voy a hacer dos preguntas y voy a tratar de hacerlas con
brevedad y con el ánimo de que tengamos suerte en lo que está sucediendo.

En Colombia se creó una Comisión Nacional de Conciliación, hace dos
años, sin que se firmaran acuerdos de paz o que haya negociaciones oficiales.
Y el actual presidente no quiere saber nada de esa Comisión porque fue con-
formada en otro periodo presidencial. La pregunta, entonces es para saber si los
distintos gabinetes y presidentes de turno han respetado las distintas comisiones
y los distintos acuerdos, sobre todo lo que tiene que ver con el esclarecimiento
de la verdad.
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Y la otra pregunta es dirigida a Carlos: decías que ahora la gente quiere vi-
vir en paz, no tener violencia, vivir sin conflictos. Pero claro, la gente, antes de
resolver el conflicto tiene la misma ansiedad, y después me imagino que tam-
bién. Pero ¿qué incidencia, por ejemplo, en el sector educativo, tiene el que se
resuelva un conflicto, el que se esclarezca la verdad, y que tanto docentes, alum-
nos y profesores puedan hablar libremente? ¿Hay innovaciones educativas, hay
otro comportamiento pedagógico, otro horizonte?

INTERVIENE D. CARLOS MARTÍN BERISTAIN

Coordinador del Informe GUATEMALA NUNCA MÁS.

Hay varias, varias cosas sobre las que me gustaría decir algo. Retomo co-
sas que se han ido diciendo y luego termino con lo que dijo Mauricio. En el ca-
so de Sudáfrica creo que hay dos cuestiones clave, bueno, además de Nelson
Mandela claro, que es el que los muertos de siempre, quienes estaban en unas
condiciones de apartheid, han tenido un grado de control del proceso, cosa que
no se ha dado en Guatemala. Los muertos de siempre, sobre todo los mayas, no
han tenido ningún control del proceso posterior. Siguen en el mismo régimen de
marginación que han vivido hasta ahora, desgraciadamente. Y eso le da a Su-
dáfrica un cariz completamente distinto, no solamente respecto a Guatemala, si-
no respecto a todas las comisiones del Cono Sur, cuyo papel ha seguido se-
cuestrado por el poder militar, que seguía con el órdago debajo de la mesa, pa-
ra decir: “ustedes se pasan de la raya, atención con esto, con lo de más allá”.

También quería decir que aunque la impunidad se plantea como el precio
que hay que pagar por la “paz”, eso no tiene por qué ser así, el caso de Su-
dáfrica lo pone de manifiesto. Las consecuencias psicosociales de la impunidad
son brutales para todos los procesos democráticos, y eso estamos viendo en
América Latina, que es lo que más conozco, consecuencias bastante terribles
que el aumento de la violencia social, las formas de justicia privada, el recorte
de las libertades por “motivos de seguridad ciudadana”, etc.

Un mecanismo para acabar con la impunidad es la reforma de la justicia.
Casi tres años después de la firma de los Acuerdos de paz, los tribunales de jus-
ticia en Guatemala no funcionan. El caso de la masacre Xamán, en la que la
Fundación Rigoberta Menchú ha sido la acusación particular, ha sido una mues-
tra de la falta de imparcialidad, arbitrariedad y complicidad del tribunal con el
ejército según denuncia la propia Fundación. Ése y otros muchos casos muestran
cómo la impunidad, durante muchos años, ha tejido una red entre el propio sis-
tema judicial, que hace imposible que la justicia juegue un papel importante en
el proceso de reconstrucción, que es lo que planteaba el Argentino con el que
tú hablaste aquella vez. Y eso compromete gravemente el presente.
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A veces pasan cosas como la de Pinochet. ¿Qué valor tiene la detención de
Pinochet? No sabemos qué va a pasar, si le van a juzgar o no, si lo van a ex-
traditar o como parece lo manden a Chile. Pero, ¿cuál es el valor que ha teni-
do esa cuestión? Bueno, para mí ha tenido el valor de hacer evidente una frac-
tura social, y es una sociedad con miles de desaparecidos, que a pesar de que
la Comisión Retting sacó su informe, no pudo investigar el tema de la desapari-
ción, y una sociedad que no puede vivir con miles de desaparecidos, como la
sociedad guatemalteca no va a poder vivir con cincuenta mil desaparecidos, o
como la sociedad argentina no puede vivir con tres mil desaparecidos, o doce
mil desaparecidos, según las cifras. En un momento, el señor Scilingo, tiene una
crisis personal, el capitán de navío Scilingo tiene una crisis personal, no puede
seguir viviendo con las situaciones que él ha vivido, con la participación en los
vuelos de la muerte, y él dijo: “yo he participado en los vuelos de la muerte”. Y
eso se convierte después en una declaración ante el juez Garzón. La presión que
han mantenido durante muchos años, las Madres y Abuelas de la Plaza de Ma-
yo, Adolfo Pérez Esquivel, premio Nobel de la paz en el año 80, y otra mucha
gente sobre el caso de los desaparecidos, hace que en un determinado mo-
mento, el juez Garzón, o el juez el que sea, ponga una demanda internacional
y que se junten un montón de aspectos legales, que no son la realidad, pero que
ayudan a definir la realidad y que ayudan a hacer de eso un símbolo en la lu-
cha contra la impunidad.

¿Qué es lo que está pasando en Chile? Pues, hace tres días, el jefe de la
Marina, el almirante Arancibia, ha empezado a decir que los militares chilenos
tienen que hacer algo para desvelar el tema de los desaparecidos, cosa que no
hicieron con el Informe Retting, con la Comisión de la Verdad. Ese tipo de cosas
ponen en evidencia las fracturas sociales y pueden obligar, a quien tiene la in-
formación y tiene secuestrada la transición chilena en ese caso, que son deter-
minados sectores del ejército chileno, a que dejen de secuestrar esa democra-
cia. Entonces, el pasado no es un pasado que mire hacía atrás, a lo que pasó
hace treinta años, no. Está mirando hacia hoy porque el secuestro de la transi-
ción chilena es ahora. O está mirando hacia hoy porque la impunidad en Gua-
temala es hasta ahora.

Y si estamos hablando de la prevención, pues tenemos cosas muy concretas
que hay que hacer y respecto a las cuales hay responsabilidades en el Estado
español también ya que está cooperando en la reforma judicial y de seguridad.
Veamos qué está pasando con la reforma del sistema judicial, qué está pasan-
do con la reforma de la policía. Resulta que varios de los nuevos jefes de la Po-
licía Nacional Civil son ex oficiales de inteligencia militar. Eso supone, de re-
pente, bueno dónde está la “cultura de paz” que tiene que penetrar, no sola-
mente en la mentalidad de la gente, también en la mentalidad de quienes han
empuñado las armas, en los patrulleros civiles, en la sociedad en general, pero
también tiene que penetrar en los organismos del estado Y si eso no se hace se
compromete gravemente el futuro.
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Sobre otras cosas que se dijeron antes, las diferencias en cómo, a veces, los
ex-dirigentes de la guerrilla adecuan el discurso posterior a determinadas cosas.
Hay una distancia grande, lo planteaba también Jesús, una desilusión grande en
mucha gente que se siente vendida. Dice, bueno, hemos estado luchando, he-
mos estado haciendo muchas cosas, ese horizonte no lleva hacía ningún lado,
había que finalizar el conflicto de alguna manera, pero exigimos también un
planteamiento ético a nuestros dirigentes, a la gente que ha estado conducien-
do ese proceso. Pero la reconciliación es una reconciliación que tiene que ver
con el tejido social, no sólo con los actores políticos. La gente siempre nos dijo:
“sí, ellos se van a dar el abrazo, pero, y nosotros ¿qué?, ¿cuándo nos vamos a
dar el abrazo, cuándo vamos a poder reconstruir ese otro tejido?”. Esa pers-
pectiva, más del tejido social, creo que es básica para una reconstrucción más
real y orientada por valores que se han llamado aquí “cultura de paz”.

Pero las Comisiones no cambian el mundo, no tienen un programa de revo-
lución social, del reparto de la tierra. Tienen recomendaciones que sí son im-
portantes. Las de la Comisión de Esclarecimiento, son un programa de recons-
trucción que plantea desmantelamiento de determinados cuerpos de inteligencia
militar, reforma del sistema de las fuerzas armadas y la doctrina militar, que es-
tá planteando depuración, que está planteando resarcimiento..., que tiene que
haber nuevas leyes sobre catastro, etcétera, está planteando necesidad de re-
formas educativas, para que la historia oficial que ha hecho la Comisión llegue
a formar parte de los programas educativos, y se convierta en una historia co-
mún, que sea como el nuevo terreno que hay que pisar para esa reconstrucción.
Entonces, sí dicen cosas, el problema es cuál es la fuerza que se tiene después
en una sociedad, o cuáles son los actores sociales que pueden hacer de esas re-
comendaciones un proyecto propositivo, que en el caso de Guatemala está en
situación bastante precaria diría yo.

Por último, hay otra cosa que decía Mauricio, sobre la Comisión de Conci-
liación en Colombia. Son formas de participación social en el proceso de ne-
gociación. Se dieron en Guatemala y en El Salvador también. Un proceso de ne-
gociación no puede ser sólo un acuerdo militar. Hay un acuerdo entre partes mi-
litares, pero tiene que haber un proceso de participación social, puesto que es
la sociedad la que ha sido víctima de toda esa situación. En El Salvador fue el
Debate Permanente Nacional, en Guatemala fue la Asamblea de Sectores Civi-
les, es decir, sectores organizados, las iglesias, los empresarios, los grupos de
Derechos Humanos, etc. que dio criterios para lo que luego se iba a discutir en
la mesa de negociación.

Esos procesos son muy importantes para que los documentos, las cosas que
se discuten en la mesa de negociación no sea un acuerdo entre sectores arma-
dos enfrentados, o en términos de fuerzas militares o élites políticas, sino en tér-
minos de lo que nosotros hemos vivido, qué representación social tiene, y qué
dice la gente sobre cuál es el nuevo marco de convivencia que tiene que venir
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a partir de aquí. Eso no será un cambio revolucionario, o tal vez sí porque se-
rá el inicio de que se escuche la voz de la gente que ha sido siempre silencia-
da. Y si se respeta ese marco de convivencia, las posibilidades de mejora de las
condiciones de vida, el derecho a la salud, a la comida, etc. pues, pueden se
muchos mayores.

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

José Antonio, yo sí quiero decir que uno de los esfuerzos de la Comisión, y
lo digo de verdad porque lo debatimos mucho, era cómo decir cosas tan terri-
bles, sustentarlas debidamente, pero con un lenguaje, en todo lo posible, común.
A pesar de que un jurista, profesor de derecho, coordinara la Comisión, los tres
comisionados trataron de evitar todo tecnicismo. Se puso esfuerzo, evidente-
mente, en algunos aspectos de tipo técnico-jurídico, por ejemplo al hablar de ge-
nocidio, que es un acusación muy fuerte y que había que sustentar debidamen-
te, utilizando la Convención contra el genocidio. La Comisión concluyó que hu-
bo genocidio.

Pero bueno, yendo a algo realmente muy interesante que comentaste, sobre
las situaciones casi de demencia colectiva, que son las guerras. Cuando se pre-
sentó el Informe, en el Teatro Nacional, en este día tan emotivo, el coordinador
de la Comisión dio lectura a 5 ó 6 páginas. Me gustaría leer uno de los párra-
fos, porque es muy importante para mostrar que no solamente eran dos las par-
tes que se enfrentaban ahí, sino que hubo otros muchos actores, como tú bien
decías:

“Esta magnitud y la inhumana racionalidad de la violencia que azotó
el país por más de tres décadas, no pueden ser explicadas simple-
mente como consecuencia de un enfrentamiento armado entre dos par-
tes. Hemos llegado a la conclusión que la estructura y la naturaleza de
las relaciones económicas, culturales y sociales en Guatemala, así co-
mo el racismo, el cierre de los espacios de participación y la renuncia
a impulsar reformas sustantivas del estado, constituyeron los factores
que determinaron el origen y el estallido del enfrentamiento armado.
Hemos constatado, además, la responsabilidad y participación, bajo
diferentes formas, de los grupos de poder económico, los partidos po-
líticos, los universitarios y de las iglesias, así como otros sectores de la
sociedad civil. Por ello, la Comisión concluye que la explicación de
fondo del enfrentamiento armado guatemalteco, no puede reducirse a
una lógica de dos actores armados. Tal interpretación no explica, ni
podría fundamentar la persistencia y la significación que tuvo la parti-
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cipación de los partidos políticos y fuerzas económicas en la génesis,
desarrollo y perpetuación de la violencia. Ni los repetidos esfuerzos or-
ganizativos y la constante movilización de sectores de la población
que luchaban por alcanzar reivindicaciones económicas, políticas y
culturales”.

José, hablabas de la importancia de la participación social. La prevención
se puede hacer en dos ámbitos: uno, la diplomacia preventiva, que tiene más
que ver con los estados. Pero la auténtica prevención, desde mi punto de vista,
es la que luego hará la población que se releva contra la imposición de solu-
ciones armadas, contra la imposición de circunstancias que no propician más
que el enfrentamiento armado entre la gente.

Jesús, tú hablabas de la exclusión, las condiciones económicas del país.
Efectivamente fuerzan, provocan y conducen, casi inexorablemente, al enfrenta-
miento armado, porque son situaciones extremas. En cuanto a la desilusión que
producen los procesos de paz, es verdad que es el caso al menos de El Salva-
dor y de Guatemala. En el caso de Nicaragua, los acuerdos fueron demasiado
sencillos. Se pensaba que con poner fin a un enfrentamiento armado bastaba,
mientras que eso es solamente la superficie y que en realidad hay que entrar en
las causas. En cualquier caso, creo que es importante leer los acuerdos de Gua-
temala. Casi inevitablemente, cuando uno ve la realidad en la que tratan de apli-
carse, uno comprende la dificultad y la desilusión que, a veces, provoca. Por eso
también ahí, la responsabilidad la tenemos todos para ayudar que eso se al-
cance, y la tenemos desde España, desde Noruega o desde Sudáfrica. Ahora
bien, yo sí creo que las armas tienen que ser absolutamente el último, ultimísimo
recurso. Estoy convencido de que las armas no solucionan las cosas, lo digo con
toda franqueza. ¿Por qué? Porque se pueden solucionar antes. ¿Se puede solu-
cionar la exclusión?, ¿se pueden solucionar las desigualdades sociales? Tenemos
que ingeniarnos a ver cómo lo hacemos, y plantear la importancia de la pre-
vención. Tenemos que hacer esfuerzos y utilizar toda nuestra imaginación para
ver cómo conseguimos que se prevengan los conflictos. Porque una vez que se
desencadenan, el mal que se produce es tremendo.

Voy terminando ahora. Hablabas de raseros de consideración de hechos. Yo
ayer, concretamente, hablaba de la diferencia jurídica, porque es una diferen-
cia jurídica que toma en cuenta a las partes. Como comentaba, la diferencia en
que el mismo hecho sea calificado como violación de Derechos Humanos o co-
mo hechos de violencia, viene determinada por la condición de agente del es-
tado, o de participación del estado, por acción o por omisión, en los hechos.
Pero si uno lee el Informe de la Comisión –y francamente yo tampoco quiero pe-
dir a todo el mundo aquí que lea las 3.600 páginas del Informe de la Comisión,
pero si quizás que lea las conclusiones y recomendaciones, que sumado a al-
gunos gráficos, son unas 80 páginas en total que aparecen en Internet o quizás
se podrían fotocopiar y dejar en la oficina de UNESCO-Etxea– uno ve la con-
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tundencia con la que la Comisión condena la actuación de agentes del estado.
No es cierto que se le haya dado el mismo rasero, no. Si se habla del hecho,
del hecho en sí mismo, evidentemente el hecho es como es. Pero la Comisión
condena de forma contundente, en el mejor de los casos, el abandono o la vio-
lación por parte de agentes del estado, de los deberes que al estado corres-
ponde, o sea amparar y proteger a los ciudadanos. Y no solamente no prote-
ger, sino encima, contribuir a su eliminación, a veces de forma masiva. Por lo
tanto, permíteme aquí discrepar respetuosamente, no estoy en absoluto de acuer-
do en que la Comisión utiliza el mismo rasero.

La dignificación de las víctimas: entre las recomendaciones hay alguno de
los títulos que tiene que ver con este tema. Es muy importante que se ayude a
recuperar el buen nombre y la honra de las víctimas. No solamente han sido víc-
timas, sino que encima se les ha acusado, se les ha manchado su nombre y el
de su familia. El estado tiene el deber de ayudar a la dignificación de las vícti-
mas y hay recomendaciones en este sentido.

Mauricio, hablas del respeto de las comisiones de esclarecimiento. En el ca-
so de Guatemala, la Comisión dijo que “las partes cooperaron”. Cooperaron en
el sentido de ayudar a que la Comisión pudiera funcionar, como lo establece el
Acuerdo de paz. El estado incluso dio hasta 800.000 dólares para la Comisión.
Pero, a la hora de entrar en la sustancia y de tratar la materia, el Gobierno de
Guatemala no actúo, realmente, acorde con lo que el Acuerdo establecía.

Algunas anécdotas. La Comisión habló muy poco con el Presidente de la Re-
pública, que hubiera debido ser su principal interlocutor. Entonces, ¿qué es lo
que sucedió después, cuando la Comisión presentó el Informe con todo el fervor
y apoyo popular? El Gobierno se las ingenia para decir no a prácticamente to-
das las recomendaciones. En unas cosas dice, “ya tenemos proyectos piloto”, en
otras, “esto ya lo hemos hecho”, en otras no dice nada. Francamente, sí, hay un
respeto formal, unas reglas de cortesía, que ya es mucho en el caso de Guate-
mala, pero no es lo suficiente si se quiere realmente ir hasta el fondo. Por eso
es muy importante que la sociedad tome el destino del país en sus manos, y que
haga respetar y cumplir esas recomendaciones.

Y por último, Carlos, yo ahora voy a hacer un poco de portavoz de la mi-
sión de verificación de Naciones Unidas. Hablabas de estos problemas de la
nueva policía nacional, que recicla, en alguna forma, también a gentes del es-
tado que ya estaban también en la seguridad y del hecho de que se haya co-
locado, por parte del estado, al igual que sucedió en El Salvador, algunos miem-
bros de inteligencia, por ejemplo. La verdad es que la misión de Naciones Uni-
das ha denunciado estos hechos en el Informe del Secretario General de la Mi-
sión, pero después en la práctica, ahí se consolida, lamentablemente. Pero bue-
no, así es la vida y así son los procesos de paz , la realidad.
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INTERVIENE D. ANDONI ALDEKOETXEA
miembro del Movimiento de Objeción de Conciencia

Arratsaldeon. Colaboro en un grupo antimilitarista y supongo que mi discur-
so, las apreciaciones vienen desde este prisma. Por una parte quería felicitaros
por el trabajo que habéis estado desempeñando. Considero que lo bien hecho
queda bien hecho para siempre. Las heridas cicatrizadas no van a ser hereda-
das por los descendientes. Pero, por otra parte, yo considero que es una irres-
ponsabilidad, por parte de Occidente –liderado por la ONU– de no medir mu-
cho más de lo que está haciendo, de no intervenir más en algunos procesos de
paz o de desmilitarización. Yo creo que la cobertura diplomática de ciertos pro-
cesos, está derivando en transiciones que siempre tienen los mismos perdedores.
Me parece que cuando los países de Occidente intervienen en procesos en pa-
íses que salen de dictaduras o de conflictos militares muy extensos, lo hacen pa-
ra justificarse frente a su propios ciudadanos. No tiene demasiada justificación
de carácter solidario. Creo que se puede hablar positivamente de ciertas salidas
de los conflictos, pero con poco ambición. No se ha hecho justicia. Una parte
de la población ve el proceso de Guatemala como una cierta estafa.

Quisiera saber si, por vuestra parte, se podría aclarar un poco qué interés
tiene la Comunidad Internacional en esos procesos de transición. Yo creo que
después de una catarsis, de un pequeño shock, se trata sobre todo de lavar la
cara al ejército, a los aparatos del estado, pero que se refuerzan los cargos de
funcionarios en el mismo puesto en que estaban, que se enriquecen todavía más
los latifundistas y grandes ganaderos, y como se ha comentado por parte de va-
rios invitados, que deja a la gente, a los perdedores de siempre, en el mismo si-
tio en que estaban o peor. Eskerrik asko.

INTERVIENE DÑA. ITZIAR VILLANUEVA

Yo soy Itziar Villanueva. Trabajé en cooperación dos años en Chiapas y es-
toy ahora trabajando en Hirugarren Mundua eta Bakea, Paz y Tercer Mundo.

Pues, yo sólo quería hacer un par de preguntas. Me gustaría saber si dentro
de este proceso de paz, existe alguna comisión formada por legisladores o hay
alguna idea de que las recomendaciones de la CEH puedan pasar a ser ley. Es-
to lo pregunto, porque de lo que conozco yo del proceso en Chiapas, allí exis-
tía una Comisión de Concordia y Pacificación formada por legisladores, lo que
posibilitó la redacción de una propuesta de ley, con el objetivo de obligar las
partes a poner en práctica los acuerdos que habían firmado en el papel.

Y lo otro que quería preguntar es si podéis desarrollar un poco más el tema
de la responsabilidad de la Comunidad Internacional, y especialmente del Go-
bierno Español y de Estados Unidos.
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INTERVIENE DÑA. NORMA VÁZQUEZ

Soy Norma Vázquez. Trabajo en El Salvador con víctimas de la guerra, en
el área de salud mental y particularmente mujeres.

Yo quería preguntarles cómo se observan en los informes los mecanismos a
partir de los cuales la población va a poder ver concretadas las propuestas de
reconciliación, porque en el caso salvadoreño, una vez pasada, digamos, las
euforias de los primeros tiempos de las propuestas, la falta de mecanismos con-
cretos fue haciendo que las recomendaciones se diluyeran y no sucediera nada.
Entonces tenemos los casos del día a día en que sí se hizo una recomendación
para que las madres, por ejemplo, que perdieron a sus hijos pudieran tener una
reparación económica. Pero esa mujer tenía que llevar el certificado de que su
hijo había muerto, y ese certificado no había. Tenía que ir a buscarlo a la al-
caldía, los archivos de la alcaldía habían desaparecido. Cuando llevaba testi-
gos, el plazo se había terminado, y la mujer no tuvo acceso a los programas de
reparación y hay muchísimos casos como éste. Con lo cual, la posibilidad real
que tú señalabas, Carlos, de que estas recomendaciones se hicieran parte de la
historia colectiva, se encarnaran en la población, empieza a ser muy limitada.
Y la gente empieza a contar o a vivir la historia desde esto que le pasó, ya no
sólo en el pasado, sino en el presente y lo que significa para su futuro. Enton-
ces, me pregunto, ¿cómo es que quedaron plasmados los mecanismos para que
esas recomendaciones que se han hecho desde la Comisión pueden llevarse a
la práctica? Y ¿qué fuerza existe de parte de la sociedad civil para poder ha-
cer que ese casi no del presidente que se mencionaba se pueda cambiar, y pue-
da hacer un sí a la fuerza u otra manera? Porque también, en la experiencia sal-
vadoreña se ha visto que la no existencia de esa presión de la sociedad civil ha-
ga que se celebra dos años el 16 de enero como fecha de la firma de los acuer-
dos de paz y al tercero ya no.

O sea, se empieza a diluir la posibilidad de que se concrete todo este tra-
bajo, y lo reparador que puede resultar los informes de las Comisiones. se va
perdiendo si no hay esos mecanismos concretos y esas vías a través de la cual,
la gente que está afectada, pueda realmente hacer procesos de reparación y de
reconstrucción del tejido social. ¿Qué hay en la sociedad guatemalteca hoy que
permita pensar que las recomendaciones van a poder llevarse a efecto?

INTERVIENE D. CARLOS MARÍN BERISTAIN
Coordinador del Informe GUATEMALA NUNCA MÁS

Bueno, a ver, contesto tal vez algunas cuestiones, y creo que Fernando tiene
más información tal vez de otras.

Nos tenemos que acostumbrar a ver los procesos de paz como en claves dis-
tintas, y significan cosas distintas para cada quien. Un proceso de paz es, por
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una parte, cómo llegar a un acuerdo para terminar un conflicto político. No tie-
ne más metafísica. O sea, es una cosa de que “la cosa no da más de sí, no da
más de sí”, ¿cómo terminamos con un acuerdo político?, y luego de ahí se ge-
nerarán o no se generaran cosas, pero bueno, eso es algo que siempre se ha da-
do en todos los procesos Es también, desde mi punto de vista, una cosa muy im-
portante, cómo reconstruir un tejido social que ha sido polarizado, machacado,
dañado por la guerra. Para que no se convierta en un acuerdo de las élites que
deciden sobre la vida de la gente, debe haber asociado un proceso de recons-
trucción del tejido social, cómo se reconstruyen las comunidades, la relación con
sus muertos, la vida cotidiana, muchos aspectos que tienen que ver con esa vida.

Y ya, entre estas dos cosas ya hay serias contradicciones Porque no todo
acuerdo político, o liderado por determinados políticos, conlleva siempre esa re-
construcción del tejido social, ni tienen mucho interés algunos políticos, en eso,
tienen otros intereses. Y eso genera ya sus fricciones y sus contradicciones. El
mayor enemigo del proceso de paz, según el presidente Arzú, en el año 1996,
era la Iglesia católica guatemalteca, y esas declaraciones las hizo en su prime-
ra visita a Madrid. Y tú dices, bueno, ¿cómo la Iglesia guatemalteca es el pri-
mer enemigo del proceso de paz? Porque está criticando una determinada for-
ma de aplicar o de manejar los acuerdos, ¿pero estamos hablando de un pro-
ceso orientado a la reconstrucción o a otra cosa? Ahí hay muchas tensiones. Las
tensiones sociales también se manifiestan ahí.

Y para otros grupos un acuerdo de paz es una forma de cómo gobernar un
conflicto. Es decir, en Guatemala, en el año noventa. Bueno, cuando se empezó
a hablar de la negociación, hay determinados sectores económicos que no tie-
nen mucho interés en la paz, pero están diciendo, bueno, cuánto cuesta la paz,
porque la guerra ya no nos sirve, o no sirve o nos cuesta, o se ha convertido
en un peligro para nosotros mismos, etcétera. Entonces, hay determinados inte-
reses, también internacionales, en que la situación en Centroamérica se norma-
lice, se gobierne de alguna manera y haya un cierto respeto, y una finalización
del conflicto armado y de la dinámica que se ha establecido.

Entonces hay un proceso de globalización y un proceso de gobernabilidad
de determinadas situaciones conflictivas que se han dado ahí, hay un proceso
de conciencia social y conciencia mundial creciente sobre la violación de los De-
rechos Humanos, y eso es una herida muy flagrante para una conciencia más
colectiva, y hay otras formas de verlo como una reconstrucción del tejido social.
Digo todo esto es para evitar el misticismo de los procesos de paz, ahí hay mu-
chas contradicciones internas también.

Otra cosa era sobre los mecanismos de esas Comisiones. El gran problema
de las recomendaciones de la Comisión, desde mi punto de vista, es que son
buenas, creo que han sido muy importantes para Guatemala, el problema es
que no hay fuerza para aplicarlas. Porque las recomendaciones son recomen-
daciones, no son de obligado cumplimiento, vamos a decir así, no son vincu-
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lantes. Y por otra parte, lo que decía Norma, se establecen determinados me-
canismos, pero el modo en cómo se articulan esos mecanismos, no está tan cla-
ro, o está sujeto a los vaivenes de la política. Entonces la política va guiada por
una relación de fuerzas, intereses y demás, y esas medidas pierden efectividad
si no hay una supervisión. Creo que en el caso de Guatemala sí sería importante
una supervisión internacional de ese proceso, porque la sociedad civil guate-
malteca está muy débil, está muy polarizada y el compromiso internacional en
la negociación tiene que llegar hasta el final de los acuerdos.

El protagonismo debe ser de la gente guatemalteca, pero hay que asegurar
un equilibrio entre quienes tienen el poder económico o político y muchos sec-
tores de la sociedad civil que están organizándose, tienen capacidad, pero tam-
bién viven en condiciones de precariedad y pobreza. La gente ha hecho muchas
cosas, y no hay que victimizar tampoco a las víctimas (“pobrecitos, no sirven pa-
ra nada”, etc.), la gente ha hecho muchas cosas por reconstruir su vida, pero
socialmente es un proceso de paz con pocas fuerzas progresistas que vayan a
ampliar el horizonte de libertad o que vayan a hacer de la defensa de los De-
rechos Humanos un elemento central de la nueva agenda del marco político que
tiene que salir de ahí. Yo diría que ahí están las debilidades.

Dos cosas que me parecen importantes desde el punto de vista de preven-
ción, uniendo una pregunta más general que decía antes Paul. Uno es el tema
de la desmilitarización. O sea, si no se aborda de una manera clara y en pro-
fundidad el tema de la desmilitarización, pues, es frecuente que se sigan man-
teniendo, parte de los aparatos clandestinos, como pasó durante un tiempo con
los Escuadrones de la Muerte en El Salvador. O en el caso de Guatemala, quien
ha tenido el control, y quien ha actuado como una verdadera mafia durante to-
da la guerra ha sido los servicios de inteligencia, que se tenían que haber des-
mantelado hace dos años y se ha dejado para el 2000, vamos a ver si entra la
nueva agenda del nuevo gobierno. El problema de esto es que ahora parte del
consenso político generado por los acuerdos de paz, tal vez se va a convertir
como en moneda de cambio electoral. Habrá unos que digan que sí, otros que
digan que no. Entonces, el consenso social que hace posible un proceso de paz,
es decir, un consenso político posterior que pone un nuevo marco de relaciones,
de repente se ve sometido al debate y frecuentemente al clientelismo político de
quien dice que sí, que esto sí, y que ésta otra cosa ya no. No forma parte de
una base de consenso que es lo que todos creíamos que se había logrado con
parte de esos acuerdos de paz Entonces, el grave problema de un país que ha
estado profundamente militarizado (el más militarizado de América Latina ha si-
do Guatemala), el problema es cómo se desmilitariza una sociedad, y cómo se
desmonta esa gran parte del poder tejido por sectores militares tan enraizados
en el Estado.  Entonces, ese programa de la desmilitarización, creo que las fuer-
zas para hacerlo posible, pues, son muy débiles. Y si no hay fuerzas que lo ha-
gan posible, se mantienen las mismas situaciones previas. Y eso es muy proble-
mático para el futuro de ese país.
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Y otra cosa que tiene que ver con un segundo punto, que me parece que es
básico para que esos procesos de paz realmente lleven a procesos de recons-
trucción del tejido social, reconciliación, etcétera, que es el respeto a los Dere-
chos Humanos. Cuando hablamos de una nueva cultura de paz, estamos ha-
blando de que el respeto a los Derechos Humanos forme parte de la dinámica
habitual de los agentes sociales, de las relaciones entre las personas y el Estado,
etcétera. Y me parece que desde fuera hay cierta tendencia a pensar en proce-
sos de paz como procesos ya solucionados, y que tal vez los problemas de De-
rechos Humanos han pasado, eran cosas de la guerra, ahora ya son otro tipo de
cosas. Creo que es importante que seamos conscientes que los problemas de De-
rechos Humanos siguen siendo problemas clave, y que el apoyo a los grupos de
Derechos Humanos y la defensa de los Derechos Humanos, sigue siendo una ta-
rea importante en sociedades que tratan de salir de esas situaciones de conflicto
tan arraigado y de esa guerra. Y me parece que ése es un indicador de la pre-
vención, porque sólo cuando la Iglesia no sea vista como el enemigo de los
acuerdos de paz y los grupos de Derechos Humanos tengan espacio para hacer
sus actividades y no sean perseguidos, amenazados, etcétera, entonces podemos
decir que realmente hay un proceso de reconstrucción, que esos acuerdos de paz
se han materializado en una mejora en la calidad de vida de la gente.

Y respecto a las responsabilidades del Gobierno Español, sólo por terminar,
yo diría algunas importantes. La primera es que la Guardia Civil está llevando
el proceso de Reforma de la Policía Nacional Civil, entonces a mí me parece
que sí hay responsabilidades importantes en cómo se hace eso. No es cualquier
cosa, entonces, el cómo se hace eso y el supervisar que ese proceso se haga te-
niendo en cuenta los criterios de la formación, el respeto a los Derechos Huma-
nos y la desmilitarización de la Policía Nacional Civil, y que no sigan, digamos,
funcionando o dirigiendo esa policía quienes han tenido graves responsabilida-
des en los crímenes del pasado, o según modelos contraterroristas. Me parece
que es una cuestión que no puede quedar sólo en manos de la decisión del Go-
bierno, sino que tiene que haber también presión internacional para que eso se
tenga en cuenta, porque si no, hacemos la mitad del camino, y la otra mitad del
camino, que es dónde se decide cuál es el futuro de la gente, pues, no se hace
nada pero se le otorga legitimidad internacional.

Hay otras cosas. El Informe de la Comisión y el Informe REMHI investigaron
también la masacre de la Embajada de España. Y ahí hay una demanda, he-
cha por el gobierno de UCD en su tiempo, cuando Adolfo Suárez era presi-
dente del gobierno y Marcelino Oreja era Ministro de Asuntos Exteriores, de re-
paración a las víctimas de la masacre de la Embajada de España Yo leí el In-
forme realizado por el gobierno español y en ese Informe hay una demanda de
reparación a las víctimas, además de al Secretario de la Embajada. Respecto
a los familiares del Sr. Ruiz del Árbol, secretario de la Embajada que murió en
esa masacre, ya lo hizo el Gobierno guatemalteco, pero también había una de-
manda para las víctimas guatemaltecas. Y no ha habido ninguna respuesta.
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Hay varios curas españoles que fueron asesinados en todos esos años en Gua-
temala, y nadie ha recogido oficialmente su historia, ni su memoria, ni nadie
ha pedido perdón por esos asesinatos de gente que estaba comprometida con
las comunidades.

Y luego hay otro tema, que me parece importante, que es la reforma del sis-
tema de justicia. En un país en el que existe una gran impunidad, y en el que
la impunidad ha tejido al propio sistema judicial, la cooperación estatal espa-
ñola e incluso organizaciones profesionales de jueces y fiscales. Pero ese sector
judicial, desde el punto de vista de muchos sectores de la sociedad guatemalte-
ca y de los grupos de Derechos Humanos, no está cambiando en nada. Lo úni-
co que está habiendo es una cierta legitimidad internacional, porque supuesta-
mente se están haciendo cursos, se está dando formación, se está haciendo se-
guimiento, pero los casos de derechos humanos están paralizados o se han
echado para atrás Entonces, creo que debe haber mayor compromiso interna-
cional, y en este caso mayor compromiso de las ONGs y del Gobierno Español,
no en tutorizar un proceso que tiene que hacer la gente guatemalteca, pero sí
en ser consecuentes con los procesos en los que uno se embarca, y de alguna
manera hacer presión para que esos esfuerzos tengan resultados en la calidad
de vida de la gente

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Andoni, lo que planteabas, en realidad ya Carlos se refería en parte a ello.
Yo creo que ahí puedo opinar como cualquier otro. Quizás, yo eso sí, tengo con-
tacto con los gobiernos en su calidad de donantes, cuando ellos, a través de sus
diplomáticos hablan de sus buenas intenciones, que yo no dudo de ello. Pero la
dificultad es ver lo que se consigue en la práctica.

Itziar, planteabas lo de la integración de legisladores. Tiene que ver con lo
que mencionaba Norma, o sea ¿cuáles son los mecanismos para hacer cumplir
las recomendaciones?. La Comisión de Guatemala recomendó que se establecie-
ra una fundación, una entidad que vigilará, velará y facilitará el cumplimiento de
las recomendaciones. Esa entidad toma en cuenta que las recomendaciones de
la Comisión, a diferencia de las de El Salvador, no tienen carácter vinculante. Las
de El Salvador sí tenían carácter vinculante, pero ¿qué fue lo que hicieron? No
les dieron ninguna importancia. ¿Qué es lo que pensaron los miembros de la Co-
misión de Guatemala? Dijeron, bueno, ¿dónde está la fuerza, y quién tiene que
hacer suyas las recomendaciones y tiene que luchar por ellas? La sociedad gua-
temalteca, la sociedad civil, no hay otra. Puede recibir apoyo de la Comunidad
Internacional, pero tiene que ser la sociedad civil la que tire de ellas. Al mismo
tiempo, la sociedad civil tiene, en algún momento, que empezar a vincularse y
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hacer suyo también las instituciones del estado. Entonces, por eso, la Comisión
hace una recomendación genérica sobre esta entidad de seguimiento en cuanto
a su composición. Deben ser siete miembros, me parece. De esos siete, tres co-
rresponden al Estado: dos personas son designadas por el Congreso de la Re-
pública –o sea dos legisladores, como tú bien decías, que han de representar lí-
neas políticas diferentes, si es posible, uno de la línea más conservadora, si se
puede hablar de conservadora en Guatemala, y otro de la línea progresista– y
una persona es designada por el Gobierno. También hay una persona indepen-
diente, de reconocida trayectoria democrática y de compromiso con el proceso
de paz, que ha de ser designada por el Secretario General de las Naciones Uni-
das. Hay dos representantes de las organizaciones no gubernamentales guate-
maltecas de Derechos Humanos y de víctimas, que deben ser elegidas por las
propias organizaciones, bajo la moderación de la persona designada por el Se-
cretario General de las Naciones Unidas. Y por último, entra un representante de
las organizaciones mayas guatemaltecas, que igualmente ha de ser designado
por las propias organizaciones mayas y bajo la convocatoria y moderación de
la persona que designe el Secretario General de las Naciones Unidas. Digo que
designe, porque todavía aquí sigo pensando, o sigo creyendo en los peces de
colores, y espero que algún día todavía esto se ponga en marcha. La sociedad
civil, y Carlos está más al tanto, está haciendo sus esfuerzos. El procurador de
Derechos Humanos, está ahí haciendo contribución en este sentido. Pero espere-
mos que todavía algún día esto se pueda poner en marcha, esta bella ilusión de
que la sociedad civil tome el control de la situación.

En cuanto a lo que comentaba Norma, las dificultades de poner en práctica
algunas recomendaciones, es interesante notar que una de las recomendaciones
de la Comisión es que se cree el estatuto jurídico del desaparecido, por un me-
canismo que agilice todas esas dificultades que enfrentan las personas.

¿Cómo cambiar esa postura presidencial de no admitir, en definitiva, las re-
comendaciones? Yo creo que la sociedad civil, ahí está la clave, la sociedad ci-
vil tiene que tomar esto en sus manos, y definitivamente la pelota en este mo-
mento está en la cancha de ellos. Bueno, la sociedad civil está poniéndose ma-
nos a la obra, pero son ellos los que tienen que garantizar el proceso. En algún
momento la Comunidad Internacional tiene que empezar a retirarse un poco de
esos acuerdos de paz, porque la garantía de que todo funciona bien es que los
ciudadanos definitivamente toman y controlan el destino del país.

En cuanto, a lo que decía Carlos sobre lo de la academia, quisiera dar una
información desde la óptica de Naciones Unidas. La Academia de Seguridad Pú-
blica, en la que se está formando la nueva policía nacional civil, que de algún
modo recicla a algunos componentes de fuerzas de seguridad anteriores y cuen-
ta con personas que llegan del exterior, con personas civiles también, efectiva-
mente esta Academia está básicamente asesorada y la gente está siendo for-
mada, en gran medida por la Guardia Civil. La Guardia Civil tiene allí, me pa-
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rece, en torno a 50 oficiales y suboficiales. Están al mando de un coronel de la
Guardia Civil. Ahora bien, la formación de Derechos Humanos no está en ma-
nos de ellos, sino de Naciones Unidas, que tiene un proyecto con un personal
de unos 10 ó 12 funcionarios que están haciendo todo lo posible y buscando la
mayor cooperación de la Guardia Civil para conseguir esta formación. Y es que
hay quienes ahora, curiosamente, dicen que esta policía que sale, a veces es
una policía un poco temerosa de caer en excesos, que son demasiado buenos,
que tienen que ser más duros. Se dice que ante los delincuentes hay que en-
frentarse de forma más contundente.

Respecto del caso de la Embajada, invitaría a cualquier persona que esté in-
teresada a leer el informe de la Comisión, creo que hemos sido un poco más ex-
tensos que el Proyecto REMHI, pero fundamentalmente coincidimos en los térmi-
nos de la descripción del caso. Entiendo que el Embajador Máximo Cajal quie-
re sacar en una fecha próxima un libro, también, contando lo qué pasó. Pero el
caso de la Embajada de España es realmente ilustrativo de la crueldad y de la
falta de respeto de todas las normas. Allí se falto el respeto total hasta del de-
recho diplomático. Se entró en la Embajada contra la voluntad expresa del Em-
bajador de España.

INTERVENCIÓN

Para mí no ha quedado suficientemente claro cómo queda realmente el pro-
ceso en este momento. Es decir, ha habido un referéndum, en ese referéndum se
planteaban reformas constitucionales que, bueno, tienen sus puntos positivos res-
pecto al derecho de los pueblos indígenas, por ejemplo, y parece que todo lo po-
sitivo que tiene este proceso se pone un poco patas arriba. No tengo suficientes
conocimientos jurídicos para ver qué alcance tiene eso en este momento y tengo
la curiosidad, a ver si alguno me puede orientar un poquito en ese terreno.

INTERVIENE D. CARLOS MARTÍN BERISTAIN
Coordinador del Informe GUATEMALA NUNCA MÁS.

Bueno, desde el punto de vista jurídico yo no puedo decir mucho, tal vez Fer-
nando sabe más cosas. Hay tres hechos que son bastante determinantes, que
han ido como en el marco de la puesta en marcha de los acuerdos de paz, co-
sas que han ido pasando, así, por debajo y que ponen de manifiesto que hay
fuerzas importantes que se oponen a los cambios. Uno es el fracaso en la pues-
ta en marcha del Código de la niñez, un código sobre los Derechos del Niño,
las adopciones, que fue echado atrás. Otro el fracaso del intento de reforma de
los impuestos con los que se tenía que financiar la puesta en marcha de los
Acuerdos (conocido como IUSI). El tercero ha sido la no aprobación de las re-
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formas constitucionales previstas en los acuerdos de paz. Hay varios factores
que explican cada uno de esos procesos, pero detrás de las tres hay fuerzas re-
accionarias que intentan boicotear el proceso.

Respecto a la no aprobación de las reformas constitucionales, como dije an-
tes se corre el riesgo de que se conviertan ahora en materia electoral o en ma-
teria de volver a tejer un cierto consenso entre actores sociales, que es algo que
la sociedad guatemalteca está haciendo. Está habiendo reuniones de los grupos
de Derechos Humanos, diplomáticos, de algunos sectores militares incluso, de al-
gunos sectores económicos, para ver qué se hace respecto a eso, cómo se pue-
de retomar y si se puede salvar algo, eso ha puesto en evidencia esa grave frac-
tura social en Guatemala. Qué salga después de las elecciones y cuál será el
nuevo consenso, es el gran problema, no sabemos qué va a salir, y en parte de
eso va a depender la evolución de ese proceso de paz .

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

No tengo tampoco muchos elementos de juicio, ni podría decir, realmente
qué es lo que hay. Pero si mostrar el absurdo de la situación que se creó. Cuan-
do se dice que no a esas reformas, que están en los acuerdos de paz, y bueno,
que pretenden, creo que esa es una auténtica aportación a la eliminación de la
exclusión y de la desigualdad, el que se empiece a gravar a la gente rica y a
controlar que pague los impuestos. Pues el absurdo es que quienes votaron, vo-
taron que no. ¿Qué es lo que sucede en Guatemala? Pues que el poder, que si-
gue en manos de los de siempre, y los medios de comunicación trasmitieron, so-
bre todo, la campaña de esa minoría que sigue controlando Guatemala.

Y yo además añadiría una interpretación, un poco desde la óptica de la Co-
misión, que hay ironías del destino, que fue una reacción contraria a una pro-
puesta del Gobierno. El Gobierno defiende las reformas, hace la campaña por-
que se dieran las reformas, de la manera que la hace, pero yo creo que aquí
hay un cierto voto de castigo al Gobierno. ¿Por qué? Porque el Gobierno hacía
muy poco, había dicho que no a las recomendaciones de la Comisión. ¿Qué es
lo que sucede en la gente que cree en el Informe, este Informe que es de todos
los guatemaltecos? La gente ve que el Gobierno dice que no a esas recomenda-
ciones. Entonces, la reacción popular es, decir no a lo que el Gobierno está pro-
poniendo, influenciados al mismo tiempo por la campaña que mencionaba antes.

INTERVENCIÓN

Yo he estado presente en algún debate, como dos meses antes de que se hi-
ciese el referéndum éste en Guatemala, y los sectores que propugnaban el no,

D

79



en aquel momento se veían como minoritarios, pero tenían influencia y eran sec-
tores cercanos al Gobierno o al FRG. No eran sectores populares, que estarían
en consonancia con el Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico, si-
no todo lo contrario. Lo que a mí se me hace sorprendente es que hayan tenido
la suficiente fuerza como para ganar al resto. Es decir, que no hayan echado la
carne al asador incluso los sectores del Gobierno y esos sectores que más o me-
nos se debían de implicar. La gente con que he podido hablar en Guatemala se
han sorprendido del resultado, que ha tenido un impacto muy duro, porque es
como si se les quedara la casa patas arriba.

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Si, es un poco absurdo. Quisiera aprovechar, ya que tengo la palabra, pa-
ra mostrar algo que aparece en la contraportada del Informe de la Comisión, el
caso de una víctima que a nosotros nos pareció conmovedor. Voy a permitirme
leer lo que dijo esta persona, porque muestra los casos estremecedores y al mis-
mo tiempo, humanamente tan bonitos, que sucedieron . Aquí se dice:

“uno de los testigos muestra a la Comisión para el Esclarecimiento Histórico
restos de huesos de una de las víctimas. Lleva los restos en su morral envueltos
en un plástico. Y dice, ‘me duele mucho cargarlos, es como cargar la muerte,
no voy a enterrarlos todavía. Si, quiero que descanse, descansar yo también, pe-
ro todavía no puedo. Son la prueba de mi declaración, no voy a enterrarlos to-
davía, quiero un papel que diga a mí, lo mataron, y que no tenía delito, que
era inocente, entonces vamos a descansar”

A mí me pareció un caso realmente conmovedor de una persona que mues-
tra, por una parte tanto sentimiento hacía un próximo, y al mismo tiempo de-
fiende con tanta energía la dignidad de esa persona.

Y también un poco relacionado con esto y con el absurdo, a veces de las
guerras, apareció en el mes de abril, me parece, un dibujo de Forges _no voy
a decir un chiste, porque no creo que Forges quisiera bromear con esto — en
el que aparece una zona que podía ser un piso. Allí hay un montón de heridos,
gente mutilada, camas. Y hay un niño junto a su abuela, y el niño le pregunta
a la abuela: “Abuela, nosotros ¿qué somos, de los buenos o de los malos?”. Y
ese es el absurdo, a veces, en el que se viven estas situaciones.

INTERVENCIÓN

Habéis hecho mención al tema del Gobierno en el referéndum. Pero yo creo
que no sólo el Gobierno, sino el resto de las fuerzas políticas, y en este caso
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también la URNG, han tenido una parte importante de culpa. O sea, como bien
decía Carlos, yo he estado en comunidades dos meses antes del referendum y
la gente no sabía ni que iba a haber un referéndum, ni, mucho menos, qué era
lo que se iba a hablar en ese referéndum. Pienso que informar es papel, funda-
mentalmente del Gobierno y de los medios de prensa, que como bien dice Fer-
nando, están de la forma que están, pero ahí también hay en Guatemala mu-
chas más organizaciones políticas, y no sólo políticas, que también tenían un pa-
pel importante en eso. Alguien comentaba que fue un resultado sorprendente. Yo
diría que fue una sorpresa muy relativa. La gente a quien precisamente ir a vo-
tar le costaba más, la que menos accesibilidad e información tenía, era quién
hubiera podido volcar las cosas hacia una aceptación de esta cuestión.

INTERVENCIÓN

Yo simplemente quería una aclaración, porque antes me ha dado la sensa-
ción que has malinterpretado las palabras que yo he dicho, Fernando.

Yo soy objetor de conciencia y soy totalmente contrario al uso de las armas.
Entiendo que hay ciertas situaciones, como las que se han podido vivir allí, atro-
cidades totales, que en un momento dado llevan a alguien, a coger un arma por
defender su vida, para que no venga un Escuadrón de la Muerte y te limpie el
forro. Pero, puesto esto, tengo clarísimo que el uso de las armas, y el hecho de
que las armas estén hablando, impide que se lleguen a acuerdos políticos que
ayuden a avanzar a la sociedad. Lo que pasa es que sí creo, y desde ahí vuel-
vo a repetir lo que antes comentaba, que en algún momento se puedan volver
a despertar estas armas, por la desilusión que va a vivir una gente.

Y te voy a poner un ejemplo para ilustrar lo que para mí son unas violacio-
nes de Derechos Humanos igual o, a veces, más atroces, que lo que puede ser
por ejemplo una matanza, violaciones, el tirar a un bebé y clavarlo en la bayo-
neta. Es algo que me comentó una vez un campesino hablando de su familia y
de todo lo que habían vivido durante el conflicto armado en El Salvador: Habla-
ba de un niño suyo y me dijo: “él murió de muerte de Dios, no como aquél otro
que murió de muerte, no de Dios, porque le mataron, le cogieron en la cuneta...”.
A mí me sorprendió: ¿Qué es eso de muerte de Dios? “Sí, murió chiquito, de en-
fermedad”. Cuando un ser humano llega a interiorizar como una muerte de lo
más natural y cotidiano la muerte por malnutrición, yo creo que eso es al final
una violación de Derechos Humanos que puede llegar a ser, al final, más atroz,
porque se acaba interiorizando una situación de miseria como normal y que tie-
ne que ser. Eso es muy grave. Por eso planteo que si al final no se consigue dar
una serie de cambios sociales y económicos en estos países que permita que la
inmensa mayoría de la gente tenga acceso a unos mínimos, de comer todos los
días, que no les falte el alimento, el poder tener un pequeño tejado donde cobi-
jarse, el poder tener un acceso a la sanidad mínima, a un poco de educación.
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INTERVIENE D. PAUL ORTEGA
Director de UNESCO Etxea

Vamos acabando y me gustaría pedir algún comentario final a Fernando y
Carlos.

INTERVIENE D. CARLOS MARTÍN BERISTAIN
Coordinador del Informe GUATEMALA NUNCA MÁS

Bueno, yo creo que hay muchos aprendizajes aunque estamos hablando de
lo mal que están las cosas allá y la necesidad de apoyo, de acompañamiento
internacional, de estar al tanto, de analizar cuáles son las responsabilidades de
aquí, qué es lo que desde aquí se puede hacer para colaborar en los procesos
locales, etc. Yo he tratado de plantear antes algunas cosas para hacer, que son
cosas importantes aunque parezcan pequeñas..., no quisiera que todo el mundo
saliera de aquí pensando “no hay nada que hacer, está todo terrible y no
hay...”. Al contrario, yo desde el trabajo todos estos años con las víctimas de la
violencia allá, de las víctimas siempre he recibido mucha esperanza. O sea, la
desesperanza es un precio demasiado caro para quien tiene tantas ganas de vi-
vir y que no le han dejado vivir tantas veces.

Entonces, me parece que este trabajo de la memoria ha sido un trabajo, tan-
to el del Proyecto REMHI como el Proyecto de la Comisión, muy importante para
el futuro de Guatemala, que ha puesto sobre la mesa las graves heridas sociales
que tiene ese país, las grandes carencias y la necesidad de cambio. Esa necesi-
dad de cambio está sometida ahora mismo a las amenazas de quienes han te-
nido siempre el poder económico y militar. Esta es una llamada a todos, a la im-
portancia que tiene este tipo de trabajos y a la importancia que tiene el acom-
pañamiento internacional a los pueblos, como el pueblo guatemalteco en este ca-
so, u otros pueblos del mundo que tienen muchas ganas de vivir y de tener otra
vida. Y que me parece que hay muchas cosas que tenemos que hacer de acá,
sin ser paternalistas y sin decir que nosotros tenemos la culpa y sin decir que no-
sotros vamos a resolver los problemas. Hay muchas cosas que tenemos que pen-
sar y rehacer desde el punto de vista de la cooperación, desde el punto de vista
de quien trabaja en Derechos Humanos, desde el punto de vista del diplomático,
etcétera, para apoyar esos procesos. Y os animo a todos y todas para ello.

INTERVIENE D. FERNANDO CASTAÑÓN
Secretario Ejecutivo de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de Guatemala

Antes de nada, Jesús, no, absolutamente te entiendo, y no creo que haya
ninguna mala interpretación. Y efectivamente, hay ese riesgo que tú dices de que
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se tomen las armas nuevamente. Pero justamente, ese es el empeño que tenemos
que poner todos para que, ni en Guatemala, ni en otros lugares del mundo, se
traten de resolver las cosas por las armas. Tenemos que ver de qué manera ayu-
damos a resolverlas. Pero estoy absolutamente de acuerdo contigo, creo que es-
tamos pensando y diciendo lo mismo, quizás con diferentes palabras.

Se ha hablado mucho de Guatemala. Yo creo que Guatemala es un caso,
pero hay muchas Guatemalas en el mundo. Hay muchos países de los que no
se habla, quizás por la región en donde se encuentran, en África, en Asia. Qui-
siera llamar la atención nuevamente para que sigamos todos reflexionando en
qué manera podemos ayudar a que esas Guatemalas no vuelvan a existir. Por-
que es muy, muy complicado, de verdad, y hay que invertir mucho tiempo y mu-
chos recursos de todo tipo para tratar de reparar por lo menos parcialmente el
mal causado, el mal que hace que ciertas condiciones degeneren, hasta que el
país queda dividido y destrozado.

Entonces, yo creo que es muy importante perseverar en las labores de pre-
vención y hacer que los gobiernos inviertan más en la prevención, sin discrimi-
nación geográfica. A mí me da la impresión que hay algunas zonas del mundo
que se les presta más atención. Yo no quiero ahora hacer referencia específica
al caso de Kosovo, pero me parece que, bueno, si lo comparo con otros luga-
res del mundo, puede que haya una atención excesiva. Y al mismo tiempo, in-
cluso en el caso de Kosovo, tenemos que ver todo lo que hay que hacer para
prevenir. Porque se está hablando aquí de reconstrucción material, se está ha-
blando de reparar, de que vuelvan los refugiados, etc. Pero, ¿cómo hacer las re-
paraciones, para que esta gente vuelva a vivir realmente en paz en la zona? Ahí
está la importancia de promover una cultura de paz, de tolerancia y de com-
prensión del otro.

Entonces, simplemente, me gustaría animar a esto y desde aquí hacer un sin-
cero reconocimiento a todas las personas de las ONGs que en tantos lugares
del mundo, y que al menos yo he podido apreciar en el proceso de paz Cen-
troamericano, están con el mayor compromiso, dando la cara en condiciones
materiales ínfimas, respondiendo a ideales y luchando por un mundo mejor.

INTERVIENE D. PAUL ORTEGA
Director de UNESCO Etxea.

Dos cosas: gracias de antemano a los participantes. Tenemos publicadas las
conferencias y seminarios anteriores sobre El Salvador y Colombia, y las confe-
rencias de Rigoberta Menchú y de Federico Mayor Zaragoza, si os interesan...

Agradecer a Caja Laboral que nos haya cedido el local. Y yo quiero agra-
decer especialmente a todos y a todas que hayáis venido, y especialmente a Fer-
nando y a Carlos. A Carlos, porque recién aterrizado nos dijo que sí, que iba
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a venir a esta sesión con nosotros y con nosotras. Eskerrik asko, Carlos, porque
normalmente no solemos saber por dónde andas y así nos hemos enterado de
algunas cosas que has hecho en los últimos tiempos.

Y bueno, Fernando, la verdad es que ha sido un placer y una delicia, por lo
menos por nuestra parte. Y será, yo creo, el sentimiento de casi todo el mundo
aquí, pues han sido unas sesiones muy ilustrativas, muy formativas. Nos queda
poso para tomar responsabilidades en muchas cosas , cada uno o cada una en
su historia, que sea en cooperación, en tema de paz o de Derechos Humanos.

Sin más, Eskerrik asko.
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EL VALOR DE LA MEMORIA
La experiencia del Proyecto de Reconstrucción de la Memoria
Histórica

CARLOS MARTÍN BERISTAIN
Equipo del Proyecto REMHI

Este artículo presenta una serie de reflexiones sobre la experiencia del Pro-
yecto de Reconstrucción de la Memoria Histórica en Guatemala (REMHI). En es-
ta primera se analizan los aspectos metodológicos y el desarrollo de esta expe-
riencia, en muchos sentidos original en la historia de los pueblos que han vivido
situaciones de guerra y represión política. En una segunda parte se tratan los
contenidos del informe que se publicó en abril de 1998.

La experiencia indica que es la amnesia la que hace que la historia se
repita y que se repita como pesadilla. La buena memoria permite
aprender del pasado, porque el único sentido que tiene la recupera-
ción del pasado es que sirva para la transformación de la vida pre-
sente. Eduardo Galeano1

Los primeros pasos

En 1995, dos años antes de la firma de los Acuerdos de Paz entre el go-
bierno de Guatemala y la URNG, la Oficina de Derechos Humanos del Arzo-
bispado (ODHAG) inició un proyecto para recoger testimonios sobre las viola-
ciones de los derechos humanos en Guatemala. Ese proyecto estaba sustentado
en la convicción de que además de su impacto individual y colectivo, la repre-
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sión política le había quitado a la gente su derecho a la palabra. Durante mu-
chos años los familiares y sobrevivientes no pudieron compartir su experiencia,
dar a conocer lo sucedido o denunciar a los responsables.

Para ello, el objetivo inicial de este proyecto era dar insumos a la futura Co-
misión de Esclarecimiento Histórico (CEH) cuyo acuerdo básico había sido ya lo-
grado sobre el papel en las negociaciones entre el gobierno y la guerrilla. El
proyecto REMHI quería, en un principio, avanzar en el trabajo que posterior-
mente tendría que hacer la CEH contribuyendo a hacer su trabajo más eficaz en
un país aún dominado por el miedo, multicultural y plurilingüe.

Frente al gran desafío de dar a conocer la verdad e investigar responsabili-
dades, el Proyecto REMHI se convirtió en un esfuerzo alternativo y complemen-
tario a lo que podría hacer la comisión oficial (CEH). El inicio de esta expe-
riencia de REMHI fue asumido por varias diócesis de la Iglesia católica, que se
comprometieron a facilitar e impulsar el trabajo en distintos departamentos2.

El Proyecto Remhi partía de una situación distinta a otras experiencias como
Comisiones de la Verdad que se realizaron en contextos en los que la tensión
política y las amenazas habían disminuido. En este caso, a pesar de la mejora
del clima de miedo en los últimos tiempos, la permanencia del poder militar, y
la actuación de grupos paramilitares, en el área rural hacían de este esfuerzo
una experiencia difícil, que tenía que enfrentarse al mantenimiento de las pre-
siones y amenazas contra la población que podía dar su testimonio.

La crisis del modelo

Sin embargo, poco después de comenzar el trabajo preparatorio nos con-
frontamos con los límites de los enfoques habituales del trabajo en derechos hu-
manos, cuando se trata de recoger, analizar y comprender la experiencia de las
poblaciones afectadas por la guerra. Las categorías que se utilizan habitual-
mente como los “patrones de violación”, o los conceptos del DIH entraron en cri-
sis en un primer momento. ¿En qué categoría entra la obligación de matar a un
hermano? (Chiché, 1983) ¿qué concepto se puede aplicar a las ceremonias pú-
blicas donde se obligaba a todos a golpear a la víctima con un palo en la ca-
beza hasta matarla? (Chichupac, 1982). Cuanto más fuimos compartiendo la ex-
periencia, que muchas comunidades habían guardado en silencio, más desafíos
aparecían para el trabajo.
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El primero de los cambios que nos planteamos fue en los instrumentos que
íbamos a utilizar para recoger los testimonios: ¿cómo descomponer en elemen-
tos la experiencia de hostigamiento militar, asesinatos selectivos, masacres, hui-
da a la montaña, nuevos asesinatos, resistencia en condiciones límite, etc. que
formaban parte de la continuidad de una vida marcada por la violencia en co-
munidades de regiones de Alta Verapaz o Quiché? ¿Y el largo proceso de des-
plazamiento, primero en la montaña, luego de comunidad en comunidad, por
fin al exilio o como desplazados internos sin nombre?

Además, cada historia de la gente estaba recorrida de mucho sufrimiento,
pero también de muchas ganas de vivir y de resistencia. A pesar de su sentido
para desenmascarar el horror, la focalización en el daño corre el riesgo de vic-
timizar a los sobrevivientes. El testimonio tenía que ayudar a reconocer el dolor
pero también a rescatar la dignidad que la violencia había tratado de suprimir.
Así dejamos una serie de complejos patrones y fichas basadas en el modelo “de-
rechos humanos” (tortura, asesinato, violación, atentado, secuestro, etc. como
categorías aisladas e individuales) para pasar a una metodología más abierta.

La memoria se mueve

Mucha de la gente con la que empezábamos a trabajar estaba interesada en
ver cómo la memoria histórica podía ser un instrumento de reconstrucción social.
La recogida de información a partir de testimonios, se vio así enriquecida por la
búsqueda de un sentido más comunitario a nuestra acción y una dimensión de
apoyo a los sobrevivientes a los que se invitaba a hablar de lo que pasó.

Eso supuso un largo proceso de consultas, análisis de la realidad social y lo-
cal, búsqueda de posibles aliados, etc., con el que el proyecto adquirió una di-
mensión de movilización colectiva. El conocimiento de la realidad por parte de
los distintos sectores implicados, y capacidad de movilización en las comunida-
des, han mostrado la importancia de la participación directa de las personas
afectadas y los grupos sociales más cercanos a ellas.

Sin embargo, la memoria se mueve a su propio ritmo y las formas de movi-
lización colectiva fueron distintas. En algunos lugares, la gente fue llegando des-
de el inicio a dar su testimonio, en otros pasaron meses, en unos fueron las per-
sonas individualmente, en otros grupos enteros dieron su testimonio colectivo.
Hablar de lo que pasó llevó también a denunciar cementerios clandestinos, a re-
alizar ceremonias como en Sahakok (Alta Verapaz), en donde los ancianos so-
ñaron una cruz en lo alto del cerro donde habían quedado sin enterrar tantos
de sus hermanos y veintiocho comunidades se organizaron para llevar a cabo
ese sueño. En la montaña, además de sus restos, quedaron escritos entonces los
nombres de novecientas dieciséis personas que la gente había ido recogiendo.
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Implicaciones para la recogida de testimonios

Nos habíamos quedado sin instrumentos antes de empezar. Además de la
perplejidad, esa crisis nos hizo volver a las fuentes. Nos quedamos con siete pre-
guntas para la recogida de testimonios: ¿qué sucedió?, ¿cuándo y dónde?, ¿quié-
nes fueron los responsables?, ¿qué efectos tuvo ese hecho en su vida?, ¿qué hi-
zo para enfrentarlo?, ¿por qué cree que pasó? y ¿qué habría que hacer para que
no volviera a suceder? Esas preguntas trataban de recoger el conjunto de la ex-
periencia. Algunas hacían referencia a los hechos, otras a la experiencia subje-
tiva y las consecuencias de la violencia, a la postura activa de los sobrevivientes,
al significado que le daban a los hechos, a sus demandas y esperanzas.

La conducción de la entrevista a través de esas preguntas hacía de ésta al-
go más factible y adaptado a la propia cultura. Los entrevistadores (animadores)
fueron gente de las propias comunidades. Eso facilitó la accesibilidad y la con-
fianza de la gente, y un sentido de reconstrucción del tejido social. Pero también
trajo sus problemas, como compaginar la investigación de los hechos y el apo-
yo a la víctima, no inducir respuestas, etc. La formación se convirtió en un ele-
mento clave para capacitar a los entrevistadores en la recogida de testimonios
y la necesidad de afrontar numerosos problemas técnicos y organizativos. En ca-
da región el ritmo fue distinto, pero, una vez iniciado, ese proceso previsto lle-
vó de cuatro a seis meses. Durante el periodo de recogida de testimonios, las
actividades de seguimiento, como talleres, celebraciones y encuentros fueron im-
portantes para acompañar el proceso.

Ida y vuelta de la capacitación

De acuerdo a un proceso de investigación-acción, y al propio carácter co-
munitario de la cultura maya, el trabajo con los entrevistadores se convirtió tam-
bién en un espacio para un mayor conocimiento de los efectos de la violencia,
las dificultades prácticas para la recogida de testimonios o las formas de en-
frentar el miedo. Básicamente los pasos de esas capacitaciones3 fueron: 1) pre-
sentación y sentido del proyecto; 2) para qué sirve la historia; 3) los efectos de
la violencia; 4) afrontar el miedo; 5) el valor del testimonio; 6) el manejo de las
preguntas en la entrevista; 7) los problemas en la conducción de la entrevista;
8) uso de instrumentos y sistematización.

Es tiempo de hablar

El miedo, y la valoración de los riesgos, fue un problema importante en los
lugares donde se había dado un gran nivel de violencia contra la población ci-
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tación, un manual para los entrevistadores y una guía para la realización de talleres. Los materiales
se encuentran disponibles para quien esté interesado.



vil; pero lo fue aún más en donde, a pesar de no haber vivido la guerra de una
forma tan abierta, habían sufrido una mayor presión de la militarización coti-
diana por la acción de las Patrullas de Autodefensa Civil4. Sin embargo, en otras
zonas encontramos más miedo entre algunos sectores de la propia Iglesia que
en mucha gente de las comunidades.

Los entrevistadores (animadores) mostraron desde el principio una gran cla-
ridad sobre el sentido que podía tener la reconstrucción de la historia. El cono-
cimiento de la verdad, la dignificación de los muertos, el sentido de recuperar
la palabra y la iniciativa social, y el valor de la memoria para las futuras gene-
raciones, eran algunas de las respuestas frecuentes a la pregunta generadora
de: ¿para qué nos sirve la historia?

Sin embargo, hubo que trabajar bastante en el manejo de la entrevista, des-
de la acogida a la persona hasta el uso de instrumentos técnicos como la gra-
badora, que llevaron una parte importante de la capacitación. En esto influyó
no sólo la complejidad de estas tareas sino también las expectativas sobre el
fuerte impacto emocional de la víctima o la posibilidad de que llegaran infiltra-
dos (orejas) a querer manipular a los entrevistadores.

Pero el tiempo de hablar había llegado para todos. Muchos talleres se con-
virtieron en espacios colectivos para que los entrevistadores dieran su propio tes-
timonio. Eso mostraba la necesidad de la gente de poder hablar de sus propias
experiencias antes de centrarse en el trabajo de escuchar y recoger testimonios.

Recursos y límites del trabajo de redes

La implicación de sectores importantes de la Iglesia fue un aspecto clave pa-
ra poder llevar adelante el proyecto dada su credibilidad, la confianza de mu-
cha gente, la cobertura geográfica y la posibilidad de convertirse en un espacio
“protegido”. Sin embargo, en lugares donde la actitud de algunos responsables
de la Iglesia no era favorable al proyecto, no se pudieron recoger normalmente
los testimonios. Hubo que establecer nuevos contactos con organizaciones so-
ciales que realizaran ese papel mediador. La dependencia de una sola estructu-
ra con gran implantación social, pero distinto grado de motivación, condicionó
de forma importante el trabajo en algunas áreas5. Otros problemas estuvieron
condicionados por las diferencias políticas o la imagen que para algunos movi-
mientos populares o sindicales tenía la Iglesia, que suponían un límite para el
acceso a determinadas fuentes de información.
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4 Las PAC fueron estructuras paramilitares creadas en tiempos del general Lucas García (1981)
como una forma de implicar a la población civil en las acciones contrainsurgentes y controlar de la
vida cotidiana de las comunidades rurales.

5 En lugares como la capital, ciudad de Guatemala, en la que la red de la Iglesia es más dis-
persa y las violaciones de los derechos humanos masivas se dieron especialmente en la década de
los 70 entre sectores con un mayor grado de organización social y política, la recogida de testimo-
nios fue mucho menor.



Otros factores sociales que facilitaron la realización del trabajo fueron: la
previsión de una finalización, incierta pero relativamente próxima, del conflicto
armado; la conciencia social y experiencia de denuncia; el apoyo internacional.

El largo camino de las voces

El gran número de testimonios recogidos y la dispersión geográfica hizo ne-
cesario establecer formas de coordinación locales y de ámbito nacional. En el
nivel local (región, diócesis) se coordinó la recogida de los testimonios, la revi-
sión de la documentación y grabaciones, la traducción y transcripción de algu-
nos testimonios y realización de un resumen. En el nivel central se recogían los
testimonios enviados, se analizaban los resúmenes y la calidad de la informa-
ción, se tomaban decisiones sobre la transcripción de algunos testimonios (en to-
tal, uno de cada cinco fueron transcritos) y se coordinaba la codificación y la
base de datos que se iba a utilizar para el análisis.

A pesar de los fuertes debates y los problemas iniciales para efectuar la gra-
bación de los testimonios (interferencia en la comunicación y riesgo percibido por
la persona declarante), éste fue un aspecto clave para la siguiente fase, de aná-
lisis y documentación de las violaciones. La grabación y la transcripción posterior
de testimonios han permitido un análisis más fidedigno y constituye un tesoro de
voces de la gente para futuras investigaciones, materiales pedagógicos, etc.

Escuchando los testimonios

En base a una primera escucha de cincuenta testimonios, realizada por tres
personas distintas de forma simultánea, fuimos estructurando un tesauro6 de las
categorías de efectos, formas de afrontamiento, causas e interpretaciones que
aparecían, así como demandas de la gente y que incluía también algunos datos
sobre el tipo de hecho, autores, etc. Esa guía fue enriqueciéndose durante las
primeras semanas, hasta tener una versión completa que fue manejada en el
análisis de los 5.180 testimonios recogidos.

Todo ese trabajo supuso un compleja dinámica de selección y formación de
un grupo de codificadores. Estos codificadores fueron personas capacitadas pa-
ra la escucha, transcripción e identificación de los distintos aspectos del tesauro
construido. En nuestra experiencia fue muy importante el trabajo de discusión de
casos y asesoramiento permanente a este grupo de codificadores, que se con-
virtieron a su vez en una fuente de información muy valiosa para las personas
responsables del análisis.
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cosociales de la experiencia de la gente como características del modo de actuación de las distin-
tas fuerzas responsables.



El conocimiento directo de las víctimas y las atrocidades impactó a muchos
de los que trabajamos con los testimonios, especialmente aquellos en los que se
concentró gran parte del trabajo o quienes habían también sufrido algunas ex-
periencias traumáticas como la pérdida de familiares o la tortura. Promover al-
gunos cambios organizativos y generar una dinámica de apoyo mutuo en el pro-
pio grupo de trabajo fueron aspectos claves para enfrentar los problemas de so-
brecarga e impacto afectivo. Dentro de las posibilidades, se establecieron algu-
nas actividades de encuentro y discusión grupal que facilitaran el proceso de
acompañamiento mutuo.

Valor y límites del testimonio

Reconstruir una historia tan amplia y compleja desde las voces de las vícti-
mas era parte del sentido de nuestro trabajo, pero también un límite del mismo.

El valor y los límites en el uso del testimonio para la reconstrucción de la ex-
periencia y de la historia, han sido investigados especialmente por la historia oral
y la psicología social7. Entre los factores que en nuestra experiencia fueron im-
portantes para caracterizar ese valor del testimonio se encontraban: 1) el tiempo
desde que sucedieron los hechos (fiabilidad de fechas); 2) el impacto traumático
de la violencia y sus posibles consecuencias en la focalización del recuerdo, ol-
vido selectivo, etc.; 3) la valoración supuesta del entrevistador respecto a la vio-
lencia o la participación política (difícil reconocer la relación con la guerrilla en
una situación todavía de incertidumbre, y ante un interlocutor de la Iglesia o en
una primera entrevista, etc.); 4) los procesos del recuerdo (simplificación; ampli-
ficación de algunos hechos; versión convencionalizada adaptada a las necesi-
dades del presente) que podían hacer aparecer algunos tópicos, especialmente
matizados por una memoria “del vencido”; 5) la cultura subjetiva, especialmente
la concepción del tiempo circular (encadenamiento de sucesos, por ejemplo) o las
formas de expresión propias (las expresiones sobre “el tiempo de la violencia”,
el concepto de envidia en las sociedades tradicionales, etc.).

Todas estas implicaciones, y en algunos casos límites evidentes, nos llevaron
a completar la metodología con: fuentes secundarias, especialmente investiga-
ción hemerográfica y revisión bibliográfica; análisis del contexto local en mu-
chas comunidades; estudios de caso específicos sobre acontecimientos o épocas
particulares; entrevistas con informantes-clave; testimonios de victimarios.

El sentido de la memoria

Para las víctimas y familiares que se acercaron a dar su testimonio, el co-
nocimiento de la verdad era una de las principales motivaciones. Mucha gente
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7 Thompson, P. (1978) The voice of the past, Oxford University Press; Halbwachs, M. (1950).
La Memoire Collective. París. PUF.



se acercó al proyecto para contar su propia historia que no había sido antes es-
cuchada y para decir: créame. Esa demanda implícita de dignificación está muy
ligada al reconocimiento de la injusticia de los hechos y a la reivindicación de
las víctimas y los familiares como personas cuya dignidad trató de ser arreba-
tada: nos hicieron más que a los animales.

Entre los motivos para dar su testimonio también fueron frecuentes la posibi-
lidad de realizar investigaciones sobre el paradero de sus familiares y exhuma-
ciones. En la cultura maya, los muertos son considerados parte de la comunidad
y poseedores de otra forma de vida. Por eso las exhumaciones constituyen, pa-
ra muchas personas, una posibilidad de restablecer en parte esos vínculos rotos
por la violencia. Para todos, ladinos o mayas, el conocer qué sucedió con sus
familiares y el tener un lugar donde ir a velarlos está asociado con el cierre del
proceso de duelo. Detrás de muchas de esas demandas había, en algunos ca-
sos, no sólo necesidades psicológicas sino también problemas prácticos como
los derechos de sucesión o la propiedad de la tierra. Otras muchas personas se
acercaron a dar su testimonio para pedir justicia y castigo a los culpables, que
en muchas ocasiones son victimarios conocidos en las comunidades.

El compromiso del Proyecto con la gente que dió su testimonio ha sido re-
coger su experiencia en el Informe y apoyar globalmente las demandas de las
víctimas. Las familias afectadas cuentan también con la posibilidad de consultar
las informaciones sobre su caso, que se encuentren disponibles en los archivos,
para las gestiones o demandas que crean pertinentes. También el Proyecto Rem-
hi ha formado parte de la Alianza contra la Impunidad, una coordinación de or-
ganizaciones sociales guatemaltecas creada después de la firma de la Ley de
Reconciliación aprobada por el Parlamento dos semanas antes de la firma de
los Acuerdos de Paz (diciembre 1996).

Pero entre las expectativas de la gente, y el compromiso del Proyecto Rem-
hi, también se encuentra la devolución de la memoria. Mucha gente que dió su
testimonio considera que el trabajo de búsqueda de la Verdad no termina con
la elaboración de un informe, sino que tiene que volver a donde nació y apo-
yar mediante la producción de materiales, ceremonias, etc. el proceso de re-
construcción social. Para ello, el proyecto Remhi está preparando en la actuali-
dad ese proceso de devolución a las comunidades en base a tres aspectos: que
los hechos sean recordados de forma compartida y expresados en rituales y mo-
numentos; que la devolución ayude a explicar y aclarar lo ocurrido dentro de lo
posible, extrayendo lecciones y conclusiones para el presente; la devolución no
debe llevar recrear el horror o estigmatizar a los sobrevivientes, sino que debe
hacer hincapié en los aspectos positivos para la dignidad de las víctimas y la
identidad colectiva.

El análisis de la rica y dolorosa experiencia de la gente y la memoria de las
atrocidades, que forman parte del Informe Remhi, constituye la base de ese pro-
ceso que ahora se inicia.
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EL VALOR DE LA MEMORIA (II)
Guatemala: nunca mas

CARLOS MARTÍN BERISTAIN
Coordinador del Informe REMHI
(Proyecto de Reconstrucción de la Memoria Histórica de Guatemala)

La promesa es que el lenguaje ha reconocido, ha dado cobijo, a la
experiencia que lo necesitaba, que lo pedía a gritos.

John Berger1

Este artículo recoge algunos de los resultados de la experiencia del Proyec-
to de Reconstrucción de la Memoria Histórica de Guatemala, y del Informe so-
bre las masivas violaciones producidas durante el conflicto armado interno en
Guatemala en los últimos 36 años. El Informe fue presentado públicamente el 24
de abril de 1998. Dos días después, el coordinador general del mismo, Mons.
Gerardi, fue brutalmente asesinado en un crimen todavía no esclarecido, que su-
puso el inicio de nuevas amenazas a los defensores de los derechos humanos y
al proceso que se había iniciado con los Acuerdos de Paz.

Al inicio se recogen los datos más relevantes aportados por el Informe2. Pos-
teriormente se aborda la reconstrucción de la experiencia de las víctimas, que
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1 Y nuestros rostros, mi vida, breves como fotos. Hermann Blume. 1986
2 El Informe final Guatemala, Nunca Más consta de cuatro tomos (1.400 páginas) que abor-

dan estos temas: 1) Los impactos individuales, familiares y comunitarios de la violencia, las formas
de supervivencia y las demandas de las víctimas. 2) Los mecanismos del horror (cómo hicieron las
masacres, las torturas; los métodos que emplearon los aparatos de inteligencia y las fuerzas insur-
gentes y contrainsurgentes contra la población). 3) El entorno histórico (el proceso político, econó-
mico y militar desde los años 50 hasta la firma de la paz). 4) Las víctimas del conflicto (nombres de
víctimas de las masacres, muertos, desaparecidos y torturados; estadísticas generales y recomenda-
ciones).



ha sido el aporte fundamental del Proyecto Remhi. Por último, se plantean las ac-
ciones de reconstrucción, seguimiento y devolución de la memoria a las comu-
nidades.
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Algunos datos estadísticos

• Se recogieron 5.465 testimonios. El 61% de los testimonios fueron recogi-
dos en quince idiomas mayas.

• Registro de 52.427 víctimas de los derechos humanos y del DIH, que co-
rresponden a 14.291 hechos, el 80% corresponden al período 1980-83.

• De estas víctimas, 25.123 son muertos (47,9%); 3.893 desaparecidos
(7,4%); 4.129 torturados y víctimas de tratos crueles o degradantes (8%);
723 secuestrados (1,3%); 5.079 detenciones irregulares (9,7%); 152 vio-
laciones sexuales (0,3%);3 5.537 víctimas de diferentes tipos de atentados
(10,56%), 4.620 de amenazas (8,8%).

• Se documentaron 422 masacres, 103 (24.4%) en 1981 y 192 (45,5%) en
1982. El 13% de las masacres tuvieron entre 11 y 20 víctimas, el 27,5%
entre 21-100, el 9,5% más de 100 víctimas. 95% fueron responsabilidad
de las fuerzas militares y paramilitares del Estado. 3,7% de las masacres
son atribuidas a la guerrilla (aunque obedecieron a un patrón más selecti-
vo, se registraron 95 asesinatos múltiples que produjeron 665 víctimas).

• Los aparatos oficiales de represión comprendían: 2.000 agentes de la 
G-2; 3.500 del Archivo EMP; 3.000 de la PMA; 28.000 Comisionados;
900.000 PAC. En total 936.500.

• La responsabilidad oficial acumulada es del 90% de todas las violaciones
de derechos humanos registradas. A la guerrilla se le responsabiliza de
3.523 víctimas (4,8%) de asesinatos, amenazas y tratos crueles.

• De las víctimas, el 90% eran hombres, el 74,5% fueron adultos indígenas.
Dos de cada tres víctimas tenían responsabilidades familiares. Han que-
dado 86.318 niños como víctimas indirectas porque sus padres sufrieron
algún tipo de violación, de éstos 42,047 (48,7%) perdieron al padre o a
la madre. Al menos un 30% de las víctimas pertenecía a algún grupo ci-
vil organizado, pero sólo el 8% participaba en algún grupo militar (o sea,
el 92% de las víctimas organizadas eran civiles). De las víctimas organi-
zadas, la mitad pertenecía a algún grupo religioso, y una de cada cinco
a un grupo comunitario.

3 Hay que tener en cuenta que el estigma y vergüenza que produce la violación hace que exis-
ta habitualmente una subvaloración de la realidad. Los estudios occidentales sobre la violación mues-
tran que sólo se declara una de cada cinco violaciones. Hay motivos sociales y culturales para pen-
sar que, en este caso, esa diferencia sería mucho mayor. En una de cada seis masacres registradas
se recogieron testimonios de violaciones.



El impacto de la violencia en la gente

Yo le quisiera contar esto, de lo que a mí me había dolido bastante,
antes de empezar cuando le dije que lo iba a contar, yo estaba muy
tensa y hasta ahorita siento aquí por pensar en todas esas cosas, pe-
ro ya lo veo desde otro punto de vista, ya no me duele tanto aunque
lo he vivido de otra forma pues, y hasta a veces me da, no sé cómo
me nace el rencor y contra quién desquitarme a veces. Caso 5.017,
Huehuetenango, 1982.

¿Cómo han afectado las terribles experiencias vividas a los sobrevivientes?
El informe describe los problemas más frecuentes referidos por los declarantes.
En el momento de los hechos predomina el miedo y tristeza por lo sucedido, el
sufrimiento extremo y hambre, sentimiento de injusticia y problemas de salud. La
muerte de los familiares y la incertidumbre respecto al futuro, marcaron un cam-
bio global en el sentido de su vida.

En la actualidad, la mayor parte de las personas que dieron su testimonio
ha mostrado todavía consecuencias de la violencia sufrida. Persiste una sensa-
ción de tristeza, de injusticia, y en menor medida (uno de cada tres que lo ma-
nifestaron en el momento de los hechos) de problemas de salud, soledad, y re-
cuerdos traumáticos. El duelo alterado es frecuente (por cada persona que mos-
tró alteración de duelo en el momento de los hechos, hay dos que lo manifies-
tan hoy).

Estos datos muestran tanto la necesidad de un apoyo en salud mental a las
personas y familias afectadas que no descontextualice sus experiencias, como la
exigencia de investigación sobre los desaparecidos, la importancia social de las
exhumaciones, y la necesidad de incluir ritos colectivos y formas de sanción so-
cial a los perpetradores, como parte del acompañamiento a las comunidades
afectadas.

Violencia contra las familias

Muchas familias fueron afectadas de forma múltiple por las ppéérrddiiddaass  ffaa--
mmiilliiaarreess –pérdida del esposo (21%), de los padres (22%), de los hijos (12%)
y de otras personas (21%)–. Además, las familias sufrieron un acoso familiar,
hostigamiento y persecución posterior, que conllevó muchas veces su ruptura. Pe-
ro a más largo plazo, han tenido que enfrentar una grave ccrriissiiss  ffaammiilliiaarr de
carácter económico (pobreza), social (sobrecarga de roles) y afectivo (división)
que, en gran medida, se prolonga hasta la actualidad.

Las mujeres, aparecen más afectadas por pérdidas familiares, refieren haber
sufrido más pérdidas del cónyuge, manifiestan mayores dificultades económicas,
conflictos familiares, sobrecarga y multiplicación de roles e imposibilidad de re-
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hacer la vida. Además de un patrón de pérdidas familiares que afecta más a las
mujeres sobrevivientes, esto sugiere que las consecuencias familiares de la gue-
rra han recaído en mayor medida en ellas. Especialmente nuestros datos confir-
man la necesidad de apoyar psicológica y socialmente a las viudas.

También los niños y niñas están presentes en la mayor parte de los testimo-
nios. La mitad de los casos de masacres registrados relatan asesinatos colectivos
de niños y niñas. La forma cómo los mataron (calcinamiento, lesiones por ma-
chete y descuartizamientos, y traumatismos severos en la cabeza) es una mues-
tra del impacto del terror recordado todavía hoy con gran sufrimiento. Entre las
víctimas debido a la persecución en la montaña (11% de los muertos), la ma-
yoría fueron niños que murieron a causa del hambre o la falta de abrigo. Estas
violaciones masivas en contra de la infancia constituyen una de las característi-
cas de genocidio apuntadas en el informe4.

Reconstruir el tejido social

La violencia política afectó también al tejido social comunitario, especial-
mente en las áreas rurales donde las masacres produjeron efectos muy impor-
tantes en la estructura social de las comunidades indígenas, las relaciones de po-
der y la cultura maya, en la que la identidad personal tiene un fuerte compo-
nente comunitario.

Además de la ddeessttrruucccciióónn también fue muy evidente una profunda ccrriissiiss
ccoommuunniittaarriiaa con desconfianza y desestructuración de las comunidades indíge-
nas. Las prácticas religiosas, tanto de la religión maya como de la católica, tu-
vieron que cambiar debido a la persecución y a la pérdida de oratorios y lu-
gares sagrados5. Los cambios culturales más descritos son la pérdida de los ri-
tos y fiestas, el cambio de valores, la pérdida de la lengua y de los vestidos in-
dígenas -muy asociados a la identidad maya.

A pesar de esa destrucción, el Informe recoge un análisis de la recomposi-
ción de ese tejido social que ha tenido como protagonista a las propias víctimas
y sobrevivientes. Años después, en la mayor parte de los lugares se ha recupe-
rado el papel de las organizaciones sociales, líderes y, en alguna medida, de
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4 El informe REMHI planteó que en el caso de Guatemala se daban algunas de las caracterís-
ticas de genocidio, pero no pudo investigarse la intencionalidad expresa, aspecto que quedó pen-
diente para la consideración de la CEH oficial que prepara su informe para fin de 1998.

5 Sin embargo, los cambios religiosos venían aconteciendo desde la época anterior a “la vio-
lencia”. El catequismo supuso una fuente de crítica a los valores tradicionales y de ladinización pre-
via a la violencia - al menos entre los kaqchiqueles, los quichés y los queqchís (Warren, Falla y Car-
mack citados por Wilson, 1995, p.200). La religión maya co-existía con un catolicismo. Se hacían
ceremonias propias (quemar pom) en iglesias católicas. El sincretismo de las cofradías (santos, ma-
rimba, alcohol) fue cuestionado por el movimiento catequista.



las autoridades tradicionales. Si bien ese proceso es lento supone una esperan-
za para el futuro.

Sin embargo también se destacan las actuales amenazas a ese futuro, como
son los problemas de la tierra, mediatizados por el desarraigo de los desplaza-
dos y refugiados, y la reintegración social de población civil y ex-combatientes.
Por otra parte, la impunidad y la educación en la violencia que se ha dado con
el reclutamiento forzoso y la actuación paramilitar, han supuesto un recrudeci-
miento de la violencia social (en el último año se ha dado en Guatemala un lin-
chamiento cada diez días).

En la actualidad, todavía la gente tiene miedo, especialmente por la convi-
vencia con victimarios en las comunidades –que aparece en uno de cada tres
testimonios–; las represalias por dar su testimonio; o la reagudización de graves
conflictos sociales (“que la violencia no vuelva otra vez). Esto muestra que a pe-
sar de la finalización del conflicto armado, las consecuencias de la guerra se
manifiestan a largo plazo y amenazan el futuro de la convivencia, situando en
primera línea de la agenda de la postguerra, la importancia de acabar con la
impunidad y la necesidad de enfrentar los problemas sociales como la tierra.

Enfrentando la violencia

Frecuentemente tiende a darse una imagen pasiva y miserabilista de las víc-
timas. Por ello, desde el inicio, el Proyecto REMHI trató de recoger también la
experiencia positiva de los sobrevivientes.

A pesar del peligro, muchas personas y grupos se mostraron activas. El aná-
lisis de las distintas formas de enfrentar la violencia, mostró cinco tipos de ex-
periencias, de más a menos frecuentes, en los testimonios recogidos.

a) VViivviirr  eenn  mmeeddiioo  ddee  llaa  vviioolleenncciiaa.. Mucha gente tuvo que adaptarse a vi-
vir en un contexto militarizado durante años, utilizando para ello: las formas
de preservación (como el no hablar y tratar de controlarse), el apoyo mutuo
(como las conductas de solidaridad), tratar de hacer algo para enfrentar los
hechos (como buscar a sus familiares), o las formas de afrontamiento reli-
gioso (sentimientos de protección de los sobrevivientes).

b) HHuuiirr  ppaarraa  ddeeffeennddeerr  llaa  vviiddaa.. Las migraciones forzadas han conllevado
también muchas formas de defensa activa: un afrontamiento colectivo de hui-
da, asociado a la experiencia del exilio (en México, especialmente) y des-
plazamiento a la montaña, donde decenas de miles de personas encontra-
ron refugio temporal6 Se puede hablar de dos tipos de desplazamientos, aun-
que la experiencia de muchas familias está atravesada por combinaciones
de varios de esos patrones:
*DDeessppllaazzaammiieennttoo  ccoolleeccttiivvoo  yy  ccoommuunniittaarriioo,, en general de larga dura-
ción hacia lugares que no estuvieran bajo el control del Estado, ya fuera el
exilio o las formas de vida alternativa en la montaña.
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*DDeessppllaazzaammiieennttoo  rreeaaccttiivvoo  ffaammiilliiaarr,, desplazamiento a otra comuni-
dad, en muchos casos temporal, y a la capital.

c) DDeeffeennssaa  ddee  llaa  ccoommuunniiddaadd.. La precaución, vigilancia y organización co-
munitaria, fue parte de las la vida de las comunidades en el exilio o en la
montaña, donde se dio una reestructuración de la vida cotidiana y del po-
der local. Muestra un afrontamiento instrumental colectivo.

d) RReessiisstteenncciiaa  eenn  ssiittuuaacciioonneess  llíímmiittee.. Muchas personas manifestaron gra-
ves consecuencias a causa de la tortura y vida en la montaña, pero también
demostraron una enorme capacidad de enfrentar las experiencias traumáti-
cas. En el afrontamiento de esas experiencias límite aparecieron como re-
cursos importantes, las propias convicciones personales y el apoyo de otros.
En el caso de la cultura maya, los sueños tienen una interpretación cultural
en relación con la vida de la persona o la comunicación con los ancestros.
Muchos sobrevivientes describen sueños que tuvieron en general un signifi-
cado positivo, y que les ayudaron a estar mentalmente activos y mantener la
esperanza.

e) TTrraattaarr  ddee  ccaammbbiiaarr  llaa  rreeaalliiddaadd.. Otros testimonios refieren el compromi-
so sociopolítico y la reinterpretación positiva de lo ocurrido, como una ma-
nera de enfrentar la violencia. Globalmente es una dimensión menos fre-
cuente de aaffrroonnttaammiieennttoo  ccooggnniittiivvoo  ee  iiddeeoollóóggiiccoo.. A pesar del gran
efecto desmovilizador de la represión política, también hubo personas que
se organizaron en grupos como consecuencia de haber sufrido directamen-
te la violencia. En un primer momento esos procesos organizativos obede-
cieron a razones prácticas y a formas de apoyo mutuo frente al miedo. Pe-
ro para muchas personas ésta ha sido también una manera de luchar con-
tra las causas de la pobreza e injusticia.

La violencia contra las mujeres

La mitad de los testimonios recogidos por el Proyecto Remhi fueron de muje-
res. Una parte importante (62% de las masacres analizadas) incluyó el asesina-
to de mujeres y los sobrevivientes describieron violaciones sexuales en una de
cada seis masacres.
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Además de la enorme sobrecarga personal y afectiva que sufrieron las mu-
jeres, muchas de ellas han tenido que enfrentar cambios no sólo en su vida co-
tidiana sino también en su rol social. Muchas mujeres enfrentaron la violencia de
forma directa, poniendo en cuestión algunas de los estereotipos sobre el papel
de las mujeres en la familia y la sociedad en el contexto de la guerra. Por ejem-
plo, fueron las mujeres las que primero se movilizaron para buscar a sus fami-
liares, hacer públicos los hechos o presionar a las autoridades.

Gracias a todos esos esfuerzos, las mujeres, que por mucho tiempo fueron
invisibles para la sociedad, deben ser ahora reconocidas como sujetas de cam-
bio, así como debe ser respetado y valorado su aporte como un ejemplo de dig-
nidad en defensa de la vida.

Mitigar el daño

Para aliviar es necesario sacar a la luz, sólo así pueden sanar las he-
ridas, ya sufrimos en carne propia nuestra historia, ya no queremos
que se repitan estos hechos. Una inmediata atención a los que queda-
mos afectados, recuperar nuestros bienes perdidos, realizar actos o ce-
lebraciones para recordar a los muertos, los que fueron masacrados en
esta violencia. Y es muy necesario la desaparición de las fuerzas clan-
destinas, como la G2, paramilitares, ya no más armas. Caso 0569.
Cobán sep/81.

Las demandas de los sobrevivientes fueron recogidas en el informe como una
parte de las esperanzas de las víctimas y de los cambios sociales necesarios a

Las mujeres fueron víctimas:
• como parte de la población general, 
• por su relación con familiares acusados de guerrilla,
• sospecha de participación en la guerrilla,
• testigos incómodos que reclamaron,
• madres de los posibles futuros guerrilleros,
• víctimas más fáciles para el robo y el expolio,
• por su condición de líderes.

También como forma de:
•“castigar” a toda la aldea;
•un botín de guerra, propiedad de la que disponer;
•expresión de victoria sobre los oponentes;
•moneda de cambio: la violación a cambio de sobrevivir.
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partir de este trabajo de memoria colectiva. Por orden de importancia, esas de-
mandas incluyen: el respeto a los derechos humanos, verdad y justicia; cambios
sociales para la paz, incluyendo desmilitarización y cambios socioeconómicos;
reparación y resarcimiento a las víctimas.

Las distintas medidas de “reparación” cuya demanda se incluye en los testi-
monios tienen que ver con: compensaciones económicas o proyectos de desa-
rrollo, becas y programas de estudio, conmemoraciones y monumentos, y pro-
yectos de atención psicosocial a las víctimas o sobrevivientes.

Sin embargo, el Informe alerta contra las supuestas formas de reparación y
proyectos que se convierten en nuevas formas de control social o legitimación
del Estado, advirtiendo que el valor de las ayudas tiene que evaluarse teniendo
en cuenta tanto los beneficios prácticos que pueda suponer como la dignidad de
la gente. Las medidas de reparación tampoco pueden ser vistas como un susti-
tuto de las demandas de Verdad y Justicia. La gestión de las ayudas puede pro-
vocar nuevos problemas y divisiones comunitarias, por lo que es necesario esta-
blecer claramente los criterios de “reparación”. Para tratar de operativizar estas
demandas de las víctimas, el Proyecto REMHI realizó numerosas recomendacio-
nes concretas, especialmente al Estado pero también a la URNG y a la CEH,
que fueron dadas a conocer el día de la presentación del Informe.

Memoria contra el horror

Por último, el Informe REMHI ha desvelado también los mecanismos que han
hecho posible la crueldad y sevicia extrema con que se dio en Guatemala la vio-
lencia contra la población civil. En él se analiza el papel clave de los servicios
de inteligencia en Guatemala en la conducción de operaciones militares, masa-
cres, ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y torturas. Sus oficia-
les y especialistas han sido los más involucrados en violaciones sistemáticas de
los derechos humanos a lo largo de muchos años del conflicto armado, y los
nombres de muchos de ellos aparecen señalados en el Informe. El sistema de for-
mación de cuerpos militares, basado en el reclutamiento forzoso, un entrena-
miento en la obediencia, fuerte control de grupo y complicidad en las atrocida-
des, es también descrito con detalle en el Informe. Los relatos sobre el refuerzo
de la crueldad, mediante ascensos o premios, muestran claramente el objetivo
del entrenamiento y funcionamiento de grupo militar.

Ese sistema explica en gran medida el carácter tan destructivo que tuvo la
represión política, pero también se manifiesta hoy en día en numerosas formas
de violencia en la postguerra ya que, todavía en la actualidad, una gran parte
de esa red se mantiene intacta.

El trabajo del Proyecto REMHI pone de manifiesto que, a pesar de lo dolo-
roso, la memoria de las atrocidades es también una parte de la prevención de
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la violencia en el futuro. En la Historia hay muchos ejemplos de formas de re-
construir la memoria de una manera distorsionada, que van desde la justifica-
ción de las atrocidades hasta incluso responsabilizar a las víctimas. Frecuente-
mente las versiones oficiales plantean que es necesario “pasar la página de la
historia para reconstruir la sociedad”. Esa distorsión intencional de la memoria
constituye una forma de estafa social y una nueva humillación para las víctimas.
La memoria tiene una clara función preventiva. En Guatemala, como en otros mu-
chos países, del desmantelamiento de los mecanismos que han hecho posible el
horror depende en gran medida que no se repita la tragedia.

Los resultados invisibles

Sin embargo, el trabajo del Proyecto REMHI no terminó con la presentación
del Informe. En la actualidad, varios equipos preparan la popularización del in-
forme, a partir de la red de 600 entrevistadores-animadores que se involucraron
en la recogida de testimonios, y están empezando a preparar el trabajo de de-
volución de la memoria.

Por devolución entendemos el trabajo pedagógico de restituir a las comuni-
dades afectadas la sistematización de la memoria que ha supuesto el Informe, a
través de materiales pedagógicos, programas de radio y talleres, que ayuden a
la gente a entender mejor lo que pasó, reconocer su propia experiencia y la dig-
nidad de las víctimas, y apoyar los esfuerzos actuales de reconstrucción del te-
jido social.

Además, la recogida de testimonios activó las demandas de exhumaciones
de centenares de cementerios clandestinos y del catastro de las tierras. En la ac-
tualidad se están realizando algunas de estas exhumaciones, teniendo en cuen-
ta también un proceso de acompañamiento a los familiares (preparación comu-
nitaria, atención a ritos, trato de los restos, atención de personas más afectadas
etc.) y a la problemática legal (sucesiones, juicios etc.). En muchos casos, se es-
tán preparando monumentos locales o celebraciones colectivas. En la capital, las
columnas de entrada de la catedral, que dan a la plaza central de la ciudad,
han sido recubiertas con los nombres de dieciocho mil víctimas conocidas y las
más de cuatrocientas comunidades arrasadas.

Los testimonios y diversos materiales del proyecto REMHI fueron entregados
a la CEH para apoyar su investigación. El Remhi se convirtió en un movimiento
social a favor de la memoria, la reconstrucción del tejido social y la defensa de
los derechos humanos. La publicación del Informe Remhi, y posteriormente el
asesinato de Mons. Gerardi, ha supuesto un revulsivo a la conciencia social. Un
resumen del Informe fue publicado y difundido de forma masiva a las pocas se-
manas de la presentación. Numerosas ONG, la CEH y otros grupos depen-
dientes de la ONU etc. han apoyado la difusión y tomado en cuenta el conte-
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nido del informe para sus trabajos. Más globalmente, en el marco de un proce-
so de Paz todavía incierto, el trabajo de reconstrucción de la memoria está tra-
tando de ampliar los límites que quieren imponer a ese proceso quienes siguen
detentando el poder político y económico en Guatemala. Esos resultados invisi-
bles, que suponen un nuevo potencial de movilización social, son una muestra
de esperanza en medio de las enormes dificultades de la postguerra.
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5

CCoonncclluussiioonneess  ddeell  IInnffoorrmmee  ddee  llaa  CCoommiissiióónn  
ppaarraa  eell  EEssccllaarreecciimmiieennttoo  HHiissttóórriiccoo



CONCLUSIONES
I. La tragedia del enfrentamiento armado

1. Con el estallido del enfrentamiento armado interno en 1962, Guatemala
entró en una etapa sumamente trágica y devastadora de su historia, de enormes
costos en términos humanos, materiales, institucionales y morales. En su labor de
documentación de las violaciones de los derechos humanos y hechos de violen-
cia vinculados al enfrentamiento armado, la Comisión para el Esclarecimiento
Histórico (ceh) registró un total de 42,275 víctimas, incluyendo hombres, muje-
res y niños. De ellas, 23,671 corresponden a víctimas de ejecuciones arbitrarias
y 6,159 a víctimas de desaparición forzada. De las víctimas plenamente identi-
ficadas, el 83% eran mayas y el 17 % eran ladinos.1

2. Combinando estos datos con otros estudios realizados sobre la violencia
política en Guatemala, la CEH estima que el saldo en muertos y desaparecidos
del enfrentamiento fratricida llegó a más de doscientas mil personas.

Las raíces históricas del enfrentamiento armado

3. La Comisión para el Esclarecimiento Histórico concluye que la estructura
y la naturaleza de las relaciones económicas, culturales y sociales en Guatema-
la han sido profundamente excluyentes, antagónicas y conflictivas, reflejo de su
historia colonial. Desde la independencia proclamada en 1821, acontecimiento
impulsado por las elites del país, se configuró un Estado autoritario y excluyen-
te de las mayorías, racista en sus preceptos y en su práctica, que sirvió para pro-
teger los intereses de los restringidos sectores privilegiados. Las evidencias, a lo
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largo de la historia guatemalteca, y con toda crudeza durante el enfrentamiento
armado, radican en que la violencia fue dirigida fundamentalmente desde el Es-
tado, en contra de los excluidos, los pobres y, sobre todo, la población maya,
así como en contra de los que luchaban a favor de la justicia y de una mayor
igualdad social.

4. El carácter antidemócrático de la tradición política guatemalteca tiene sus
raíces en una estructura económica caracterizada por la concentración en pocas
manos de los bienes productivos, sentando con ello las bases de un régimen de
exclusiones múltiples, a las que se sumaron los elementos de una cultura racista,
que es a su vez la expresión más profunda de un sistema de relaciones sociales
violentas y deshumanizadoras. El Estado se fue articulando paulatinamente co-
mo un instrumento para salvaguardar esa estructura, garantizando la persisten-
cia de la exclusión y la injusticia.

5. La ausencia de una política social eficaz por parte del Estado, con ex-
cepción de la época que abarca de 1944 hasta 1954, acentuó esta dinámica
histórica excluyente. En muchos casos las políticas estatales durante el periodo
reciente propiciaron las desigualdades o, como mínimo, su endémica debilidad
institucional permitió que éstas se exacerbaran. Como muestra, durante los vein-
te años de mayor crecimiento económico en Guatemala (1960-1980), el gasto
social del Estado fue el menor de Centroamérica y la carga tributaria fue a su
vez la más baja.

6. Por su mismo carácter excluyente el Estado fue incapaz de lograr un con-
senso social en torno a un proyecto de nación que pudiera aglutinar al conjun-
to de la población. Concomitantemente renunció a su papel de mediador entre
los intereses sociales y económicos divergentes, abriendo un vacío que facilitó la
confrontación directa entre los sectores afectados. De especial preocupación pa-
ra la CEH fue la manera en que las sucesivas Constituciones de la República y
las garantías de los derechos humanos y cívicos explicitadas en ellas, se convir-
tieron en instrumentos formales, violados por diversas estructuras del mismo Es-
tado.

7. El poder legislativo y los partidos políticos que en él participaron, tam-
bién contribuyeron en distintos momentos a la creciente polarización y exclusión,
dictando normas legales que legitimaron los regímenes de excepción y supresión
de los derechos civiles y políticos, así como dificultaron o impidieron procesos
de cambio. Se produjo una ausencia efectiva de mecanismos institucionales
apropiados para canalizar las inquietudes, reivindicaciones y propuestas de los
distintos grupos de población. La falta de cauces para orientar constructivamen-
te el disenso a través de fórmulas de mediación propias de los sistemas demo-
cráticos, consolidó aún más una cultura política confrontativa e intolerante y pro-
vocó una retroalimentación casi ininterrumpida de inestabilidad que impregnó to-
do el orden social.
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8. Quedó así conformado un círculo vicioso donde la injusticia social pro-
vocó protesta y luego inestabilidad política, que permanentemente sólo tuvo dos
respuestas: represión o golpe militar. Frente a movimientos que proponían rei-
vindicaciones económicas, políticas, sociales o culturales, el Estado recurrió cre-
cientemente a la violencia y el terror para mantener el control social. En este sen-
tido la violencia política fue una expresión directa de la violencia estructural de
la sociedad.

La represión sustituye a las leyes

9. La CEH ha concluido que, durante los años del enfrentamiento armado,
la incapacidad del Estado guatemalteco para aportar respuestas a las legítimas
demandas y reivindicaciones sociales desembocó en la conformación de una in-
trincada red de aparatos paralelos de represión que suplantaron la acción judi-
cial de los tribunales, usurpando sus funciones y prerrogativas. Se instauró de he-
cho un sistema punitivo ilegal y subterráneo, orquestado y dirigido por las es-
tructuras de Inteligencia militar. Este sistema fue utilizado como la principal for-
ma de control social por parte del Estado a lo largo del enfrentamiento armado
interno, complementado por la colaboración directa o indirecta de sectores eco-
nómicos y políticos dominantes.

La ineficacia de la justicia

10. El sistema judicial del país, por su ineficacia provocada o deliberada,
no garantizó el cumplimiento de la ley, tolerando y hasta propiciando la violen-
cia. Por omisión o acción, el poder judicial contribuyó al agravamiento de los
conflictos sociales en distintos momentos de la historia de Guatemala. La impu-
nidad caló hasta el punto de apoderarse de la estructura misma del Estado, y se
convirtió tanto en un medio como en un fin. Como medio, cobijó y protegió las
actuaciones represivas del Estado así como las de particulares afines a sus pro-
pósitos, mientras que, como fin, fue consecuencia de los métodos aplicados pa-
ra reprimir y eliminar a los adversarios políticos y sociales.

El cierre de los espacios políticos

11. Después del derrocamiento del Gobierno del coronel Jacobo Arbenz en
1954 tuvo lugar un acelerado proceso de cierre de espacios políticos, inspira-
do en un anticomunismo fundamentalista que anatematizó un movimiento social
amplio y diverso, consolidando mediante las leyes el carácter restrictivo y exclu-
yente del juego político. Estas restricciones a la participación política fueron pac-
tadas por diversos sectores de poder fáctico del país y activadas por las fuerzas
civiles y políticas de esa época. Este proceso constituye en sí mismo una de las
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evidencias más contundentes de las estrechas relaciones entre el poder militar, el
poder económico y los partidos políticos surgidos en 1954. A partir de 1963,
además de las restricciones legales, la creciente represión estatal contra sus re-
ales o supuestos opositores fue otro factor decisivo en el cierre de las opciones
políticas en Guatemala.

Las causas profundas del enfrentamiento armado

12. La CEH concluye que fenómenos coincidentes como la injusticia estruc-
tural, el cierre de los espacios políticos, el racismo, la profundización de una ins-
titucionalidad excluyente y antidemocrática, así como la renuencia a impulsar re-
formas sustantivas que pudieran haber reducido los conflictos estructurales, cons-
tituyen los factores que determinaron en un sentido profundo el origen y ulterior
estallido del enfrentamiento armado.

Guerra Fría, Doctrina de Seguridad Nacional y el papel 
de los Estados Unidos

13. La CEH reconoce que el avance de la sociedad y del Estado hacia la
polarización, la militarización y la guerra intestina no sólo fueron efectos proce-
dentes de la historia nacional. La Guerra Fría tuvo también influencia especial.
La política anticomunista promovida por los Estados Unidos en el marco de sus
relaciones exteriores recibió un decidido apoyo de los partidos políticos de de-
recha y los diversos sectores de poder guatemaltecos, mientras aquel país se
mostró dispuesto a brindar su respaldo a regímenes militares fuertes en su tras-
patio estratégico. En el caso guatemalteco se concretó en el plano militar me-
diante asistencia destinada a reforzar los aparatos de Inteligencia nacionales y
entrenar a la oficialidad en la guerra contrainsurgente, factores claves que inci-
dieron en las violaciones de los derechos humanos durante el enfrentamiento ar-
mado.

14. El anticomunismo y la Doctrina de Seguridad Nacional (dsn) fueron par-
te de la estrategia antisoviética de los Estados Unidos en América Latina. En
Guatemala asumieron primero un sentido antirreformista, luego antidemocrático
y, en último término, contrainsurgente convertido en criminal. La Doctrina de Se-
guridad Nacional encontró terreno fértil en Guatemala en el pensamiento anti-
comunista ya arraigado en el país, donde dicho pensamiento se fundió desde
los años treinta con una actitud de defensa de la religión, las tradiciones y los
valores conservadores supuestamente amenazados por la expansión mundial del
comunismo ateo. Hacia los años cincuenta esta actitud fue apoyada con fuerza
por la alta jerarquía de la Iglesia Católica, que condujo a calificar de “comu-
nista” cualquier postura que contradijera su discurso, contribuyendo a dividir y
confundir aún más a la sociedad guatemalteca.
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El enemigo interno

15. Durante el periodo del enfrentamiento armado la noción de “enemigo
interno”, intrínseca a la Doctrina de Seguridad Nacional, se volvió cada vez
más amplia para el Estado. Esta doctrina se convirtió, a la vez, en razón de ser
del Ejército y en política de Estado durante varias décadas. Mediante su inves-
tigación, la CEH recogió uno de los efectos más devastadores de esta política:
las fuerzas del Estado y grupos paramilitares afines fueron responsables del 93%
de las violaciones documentadas por la ceh, incluyendo el 92% de las ejecu-
ciones arbitrarias y el 91% de las desapariciones forzadas. Las víctimas com-
prenden a hombres, mujeres y niños de todos los estratos del país: obreros, pro-
fesionales, religiosos, políticos, campesinos, estudiantes y académicos; la gran
mayoría en términos étnicos, pertenecientes al pueblo maya.

La Iglesia Católica

16. La Iglesia Católica transitó, en muy corto tiempo en la historia reciente
de Guatemala, de una postura conservadora hacia posiciones y prácticas que,
fundamentadas en el Concilio Vaticano Segundo (1962-1965) y la Conferencia
Episcopal de Medellín (1968), priorizaban el trabajo con los excluidos, los po-
bres y los marginados, promoviendo la construcción de una sociedad más justa
y equitativa. Estos cambios doctrinales y pastorales chocaron con la estrategia
contrainsurgente que consideró a los católicos como aliados de la guerrilla y por
tanto parte del enemigo interno, sujeto de persecución, muerte o expulsión. Por
su lado, la guerrilla vio en la práctica de la llamada “teología de la liberación”,
un punto de encuentro para extender su base social, buscando ganar la simpa-
tía de sus adeptos. Un gran número de catequistas, delegados de la Palabra, sa-
cerdotes, religiosas y misioneros fueron víctimas de la violencia y dieron su vida
como testimonio de la crueldad del enfrentamiento armado.

La insurgencia guatemalteca, la lucha armada 
y la influencia cubana

17. La insurgencia guatemalteca, por su parte, surgió como la respuesta de
un sector de la población ante los diversos problemas estructurales del país. Fren-
te a la injusticia, la exclusión, la pobreza y la discriminación, proclamó la ne-
cesidad de tomar el poder para construir un nuevo orden social, político y eco-
nómico. A lo largo del enfrentamiento armado los grupos insurgentes asumieron
las tesis de la doctrina marxista en sus diversas orientaciones internacionales.
Aunque tuvieron un tronco histórico común en el proscrito partido comunista, el
Partido Guatemalteco del Trabajo (pgt), varias organizaciones surgieron como
resultado de una crítica al mismo, por su renuencia a seguir el camino de la lu-
cha armada.
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18. La influencia de Cuba y su exaltación de la lucha armada incidieron en
estos procesos tanto en Guatemala como en el resto del continente latinoameri-
cano. Sobre este punto, la CEH concluye que el apoyo político, logístico, de ins-
trucción y entrenamiento que prestó Cuba a la insurgencia guatemalteca duran-
te todo el periodo, supuso otro factor externo importante que marcó la evolución
del enfrentamiento armado. En el contexto de un Estado crecientemente represi-
vo, sectores de la izquierda, en concreto aquellos que seguían la ideología mar-
xista, asumieron la perspectiva cubana de la lucha armada como vía única pa-
ra la defensa de los derechos del pueblo y la toma del poder.

19. En la medida en que la represión estatal se intensificó y amplió la co-
bertura de sus potenciales víctimas, la tendencia rebelde que cifraba la solución
política nacional en el triunfo de la guerrilla se vio fortalecida. Más que com-
partir un proyecto político-ideológico concreto, durante la mayor parte del en-
frentamiento la cohesión de la insurgencia guatemalteca se definió en torno a la
necesidad y primacía de la lucha armada casi como única solución.

20. Durante su investigación la CEH comprobó que el trabajo político de las
organizaciones guerrilleras dentro de los diversos sectores de la sociedad fue
orientado crecientemente a fortalecer su capacidad militar, en perjuicio del esti-
lo de acción política propio de sectores democráticos. Asimismo, los intentos de
otras fuerzas políticas para aprovechar los limitados espacios de participación
legal fueron descalificados con radicalidad por algunos sectores de la insurgen-
cia como “reformistas” o “disidentes”, mientras las personas que pretendían
mantenerse al margen del enfrentamiento eran tratadas con profunda descon-
fianza y hasta como potenciales enemigos, contribuyendo también por este lado
a la intolerancia política y la polarización.

Los enemigos de los grupos insurgentes

21. Además de la clara definición del Ejército como su enemigo, los grupos
insurgentes incluyeron también en esta categoría a civiles, representantes del po-
der económico y político que consideraban afines a la represión, así como a
personas de las que, en especial en las áreas rurales, se sospechaba que pres-
taban apoyo al Ejército o que ejercían un poder económico local. Entre los ca-
sos registrados por la CEH las acciones de los grupos insurgentes produjeron el
3% de las violaciones de los derechos humanos y hechos de violencia, entre
hombres, mujeres y niños, incluyendo un 5% de las ejecuciones arbitrarias y un
2% de las desapariciones forzadas.

Más allá de las dos partes

22. Si bien en el enfrentamiento armado aparecen como actores más visi-
bles el Ejército y la insurgencia, la investigación realizada por la CEH ha pues-
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to de manifiesto la implicación de todo el Estado, unificando sus diversas insti-
tuciones y mecanismos coactivos. Asimismo se constata la responsabilidad y par-
ticipación, bajo diferentes formas, de los grupos de poder económico, los parti-
dos políticos, los universitarios y las iglesias, así como otros sectores de la so-
ciedad civil.

23. Por ello, la CEH concluye que la explicación de fondo del enfrenta-
miento armado guatemalteco no puede reducirse a una lógica de dos actores ar-
mados. Tal interpretación no explica ni podría fundamentar la persistencia y la
significación que tuvo la participación de los partidos políticos y fuerzas econó-
micas en la génesis, desarrollo y perpetuación de la violencia; ni los repetidos
esfuerzos organizativos y la constante movilización de sectores de la población
que luchaban por alcanzar reivindicaciones económicas, políticas y culturales.

La respuesta represiva desproporcionada

24. La magnitud de la respuesta represiva del Estado, absolutamente des-
proporcionada en relación con la fuerza militar de la insurgencia, sólo puede
entenderse en el marco de los profundos conflictos sociales, económicos y cultu-
rales del país. Sobre la base de los resultados de su investigación, la CEH con-
cluye que en el periodo 1978-1982 se produjo entre amplios sectores de la ciu-
dadanía una creciente movilización social y oposición política a la continuidad
del orden establecido, cuyas expresiones organizadas, en algunos casos, man-
tuvieron relaciones de diversa índole con la insurgencia. No obstante, en ningún
momento del enfrentamiento armado interno los grupos guerrilleros tuvieron el
potencial bélico necesario para constituir una amenaza inminente para el Esta-
do. Los contados combatientes no pudieron competir en el plano militar con el
Ejército de Guatemala, que dispuso de más efectivos, muy superior armamento,
así como mejor entrenamiento y coordinación. También se ha constatado que du-
rante el enfrentamiento armado, el Estado y el Ejército conocían el grado de or-
ganización, el número de efectivos, el tipo de armamento y los planes de acción
de los grupos insurgentes. De esta forma, fueron conscientes de que la capaci-
dad militar de la insurgencia no representaba una amenaza concreta para el or-
den político guatemalteco.

25. La CEH concluye que el Estado magnificó deliberadamente la amenaza
militar de la insurgencia, práctica que fue acreditada en su concepto del ene-
migo interno. Incluir en un solo concepto a los opositores, demócratas o no; pa-
cifistas o guerrilleros; legales o ilegales; comunistas y no comunistas, sirvió para
justificar graves y numerosos crímenes. Frente a una amplia oposición de carác-
ter político, socioeconómico y cultural, el Estado recurrió a operaciones militares
dirigidas a aniquilarla físicamente o amedrentarla por completo, a través de un
plan represivo ejecutado principalmente por el Ejército y los demás cuerpos de
seguridad nacional. Sobre esta base la CEH explica por qué la vasta mayoría
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de las víctimas de las acciones del Estado no fueron combatientes de los grupos
guerrilleros sino civiles.

La concentración territorial de las operaciones militares 
y sus víctimas

26. Con base en la información procesada por la ceh, se constatan dife-
rencias relevantes en la concentración territorial de las operaciones militares y
en el tipo de víctimas, dependiendo del periodo específico del enfrentamiento ar-
mado. En el periodo 1962-1970, las operaciones se concentraron en Oriente,
la ciudad de Guatemala y la Costa Sur, siendo las víctimas fundamentalmente
campesinos, miembros de las organizaciones gremiales rurales, profesores y es-
tudiantes universitarios y secundarios, y simpatizantes de la guerrilla. En los años
1971-1977 los operativos de la represión fueron más selectivos y dispersos; las
víctimas incluyeron líderes comunitarios, dirigentes sindicales, catequistas y estu-
diantes.

27. Durante el periodo más violento y sanguinario de todo el enfrentamien-
to armado (1978-1985) los operativos militares se concentraron en Quiché,
Huehuetenango, Chimaltenango, Alta y Baja Verapaz, en la Costa Sur y la ca-
pital. Las víctimas fueron mayoritariamente población maya y en menor propor-
ción ladinos. En el último periodo (1986-1996) las acciones represivas tuvieron
un carácter selectivo, afectando casi por igual a población maya y ladina. Las
Comunidades de Población en Resistencia constituyeron un objetivo prioritario
de las operaciones militares en el área rural.

La niñez

28. La CEH constata con particular preocupación que gran cantidad de ni-
ños y niñas también se encontraron entre las víctimas directas de ejecuciones ar-
bitrarias, desapariciones forzadas, torturas y violaciones sexuales, entre otros he-
chos violatorios de sus derechos elementales. Además, el enfrentamiento arma-
do dejó un número importante de niños huérfanos y desamparados, especial-
mente entre la población maya, que vieron rotos sus ámbitos familiares y malo-
gradas sus posibilidades de vivir la niñez dentro de los parámetros habituales
de su cultura.

Las mujeres

29. La investigación de la CEH permitió determinar que aproximadamente
una de cada cuatro víctimas directas de las violaciones de los derechos huma-
nos y hechos de violencia fueron mujeres. Murieron, fueron desaparecidas, tor-
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turadas y violadas sexualmente, a veces por sus ideales y su participación polí-
tica y social; otras fueron víctimas de las masacres y otras acciones indiscrimi-
nadas. Miles de mujeres perdieron a sus esposos, quedándose viudas y como
único sostén de sus hijos, a menudo sin recursos materiales luego de la destruc-
ción de sus casas y cultivos en las operaciones de tierra arrasada. Sus esfuerzos
para reconstruir sus vidas y mantener sus familias merecen un reconocimiento
particular.

30. A la vez la CEH reconoce que las mujeres, familiares de víctimas en su
mayoría, han jugado un papel ejemplar en la defensa de los derechos humanos
durante el enfrentamiento armado, como impulsoras y dirigentes de diversas or-
ganizaciones de familiares de desaparecidos y de lucha contra la impunidad.

Los mayas como enemigo colectivo del Estado

31. En los años de exacerbación del enfrentamiento (1978-1983), con la
ampliación de la base de apoyo y el ámbito de acción de la guerrilla, en varias
regiones del país el Ejército identificó a los mayas como grupo afín a la guerri-
lla. En algunas ocasiones esta identificación se produjo en razón de la efectiva
existencia de su apoyo a los grupos insurgentes, así como de condiciones prein-
surreccionales en áreas de limitada extensión en el interior del país. Sin embar-
go, la CEH ha llegado a precisar que, en la mayoría de los casos, la identifi-
cación entre las comunidades mayas y la insurgencia fue intencionadamente
exagerada por el Estado que, apoyándose en tradicionales prejuicios racistas,
se sirvió de esta identificación para eliminar las posibilidades presentes y futu-
ras para que la población prestara ayuda o se incorporara a cualquier proyec-
to insurgente.

32. La consecuencia de esta manipulación, ampliamente documentada por
la ceh, fue la agresión masiva e indiscriminada a las comunidades, con inde-
pendencia de su real involucramiento en la guerrilla, así como con indiferencia
a su condición de población civil, no combatiente. Con las masacres, las ope-
raciones de tierra arrasada, el secuestro y ejecución de autoridades, líderes ma-
yas y guías espirituales, no sólo se buscaba quebrar las bases sociales de la
guerrilla, sino desestructurar ante todo los valores culturales que aseguraban la
cohesión y la acción colectiva de las comunidades.

El racismo en la violencia

33. Mediante su investigación, la CEH también concluye que la innegable
realidad del racismo como doctrina de superioridad expresada permanente-
mente por el Estado constituye un factor fundamental para explicar la especial
saña e indiscriminación con que se realizaron las operaciones militares contra
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centenares de comunidades mayas en el occidente y noroccidente del país, en
particular entre 1981 y 1983, cuando se concentraron más de la mitad de las
masacres y acciones de tierra arrasada en su contra.

El repliegue de la guerrilla

34. La CEH ha comprobado que la guerrilla aplicó una táctica de “propa-
ganda armada” y de ocupación temporal de pueblos, para ganar partidarios o
demostrar su fuerza; pero al retirarse, dejaba a las comunidades indefensas y
vulnerables. En muchos casos estas comunidades fueron luego atacadas por el
Ejército, con un saldo muy elevado de muertos entre la población civil, espe-
cialmente en el pueblo maya. En algunos de ellos conocidos por la ceh, aldeas
enteras fueron arrasadas por las fuerzas militares del Estado pocos días después
del retiro de los grupos insurgentes que las ocupaban. En estos casos, aun re-
conociendo la clara y exclusiva autoría del Ejército como responsable de las vio-
laciones masivas, la CEH tiene la convicción de que las acciones de la guerrilla
incidieron para desencadenar estos hechos.

35. Frente a las operaciones de tierra arrasada y las masacres, que corres-
pondían a una estrategia y a la planificación sistemática del Ejército, la guerri-
lla fue incapaz de proteger a la población que había simpatizado con sus pro-
pósitos o que la había apoyado. Esta incapacidad provocó en estos sectores un
amplio sentimiento de abandono, decepción y rechazo.

La militarización

36. La CEH ha constatado que la militarización del Estado y la sociedad
constituyó un objetivo estratégico definido, planeado y ejecutado institucional-
mente por el Ejército de Guatemala, a partir de la Doctrina de Seguridad Na-
cional y su peculiar interpretación de la realidad nacional. La militarización pre-
sentó características diferentes a lo largo de los años del enfrentamiento arma-
do. Empezó durante los años sesenta y setenta con el dominio que el Ejército im-
puso sobre las estructuras del poder ejecutivo. Luego asumió el ejercicio casi ab-
soluto del poder mediante su penetración en todas las instituciones y espacios
políticos, sociales e ideológicos del país durante media década en los años
ochenta, hasta llegar –en la etapa final– a tener un control paralelo, semivisible,
de bajo perfil, pero de alto impacto, en la vida nacional.

37. La militarización fue en su momento uno de los factores que alimentó e
incentivó el enfrentamiento armado, al limitar profundamente las posibilidades
del ejercicio de los derechos cívicos, para luego constituir una de las conse-
cuencias más corrosivas del mismo. La militarización constituyó un soporte de la
impunidad. Además, en un sentido amplio, debilitó el tejido institucional del 
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país, redujo sus posibilidades de funcionamiento real y contribuyó a la deslegi-
timización del mismo, ya que durante años la población ha vivido con la certe-
za de que el Ejército detentaba el poder efectivo en el país.

La inteligencia militar

38. Basándose en la investigación realizada, la CEH también concluye que
las estructuras de Inteligencia militar en Guatemala han jugado un papel deter-
minante en la militarización del país. No se conformaron con ejercer las funcio-
nes habituales de los órganos de esta naturaleza en el marco de un Estado de-
mocrático de Derecho, que consisten en sistematizar e interpretar información
trascendental para la seguridad del país. Más bien, el sistema de Inteligencia de
Guatemala fue el eje conductor de una política de Estado que aprovechó el es-
cenario, delimitado por el enfrentamiento armado, para controlar a la pobla-
ción, a la sociedad, al Estado y al propio Ejército. Este dominio exhaustivo se
fundamentó en una estrategia político-militar y se llevó a la práctica activando
mecanismos violatorios de los derechos humanos, así como la Constitución y las
leyes de la República.

39. La CEH ha comprobado que el control ejercido por la Inteligencia mili-
tar dependía no sólo de sus estructuras formales, sino también de una amplísi-
ma red de informantes infiltrados en las organizaciones sociales, las comunida-
des y diversas instituciones del Estado. Por ese medio accedió a un cúmulo de
información que le ha permitido manejar a otras estructuras del Ejército, así co-
mo manipular diversos intereses y entidades del Estado y de la sociedad civil
guatemalteca. Uno de los objetivos de la incorporación de la Inteligencia en las
instituciones estatales fue multiplicar sus recursos de información y de guerra psi-
cológica. A la vez, los órganos de Inteligencia infiltraron sus agentes en las or-
ganizaciones sociales, donde muchos activistas fueron luego víctimas de graves
violaciones de derechos humanos.

40. La investigación de la CEH ha corroborado que en Guatemala los ser-
vicios de Inteligencia militar realizaron operaciones no convencionales y de ca-
rácter irregular ajenas a cualquier orden o referencia legal. Sus operaciones ile-
gales fueron clandestinas, tanto en su preparación como en su desarrollo. El pro-
pósito de estas misiones fue garantizar el secreto de un trabajo para que no se
pudiera determinar la autoría intelectual y material de los hechos, exculpar de
toda responsabilidad a los agentes del Estado y asegurar así la inutilidad de
cualquier investigación judicial y policial.

41. Dicha actividad clandestina se manifestó en la utilización de centros ile-
gales de detención, o “cárceles clandestinas”, que existieron en casi todas las
instalaciones del Ejército de Guatemala, en muchas instalaciones policiales y
hasta en casas y locales privados. En estos sitios a las víctimas no sólo se les
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arrebató su libertad de modo arbitrario, sino que casi siempre fueron objeto de
interrogatorios acompañados de tortura o tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes. En la mayoría de los casos los detenidos eran desaparecidos o ejecuta-
dos. En los pocos casos en que los detenidos eran liberados no medió ningún
procedimiento judicial. En algunas ocasiones las víctimas eran obligadas a tra-
bajar de manera ilegal y clandestina para el Ejército a cambio de su libertad
parcial. Las oportunidades en que dichas personas fueron puestas a disposición
de los tribunales competentes son excepcionales.

Los Kaibiles

42. La fuerza especial contrainsurgente del Ejército, denominada Kaibiles,
ha llamado poderosamente la atención de la ceh, al constatar los contenidos de-
gradantes de su proceso de entrenamiento, que incluyó matar animales para
posteriormente comérselos crudos y beber su sangre para evidenciar valor. La ex-
trema crueldad de estos métodos de entrenamiento, según los testimonios de que
dispone la ceh, fueron puestos en práctica en diversos operativos llevados a ca-
bo por estas tropas, haciendo cierto uno de los puntos del decálogo de sus
miembros: “El Kaibil es una máquina de matar”.

La policía militarizada

43. La CEH concluye que la Policía Nacional y la Guardia de Hacienda,
dos importantes fuerzas de seguridad del Estado, también cometieron numerosas
y graves violaciones de los derechos humanos durante el enfrentamiento arma-
do. Hacia mediados de los años sesenta, estas fuerzas iniciaron su subordina-
ción al control del Ejército, situación que se mantuvo a lo largo del enfrenta-
miento. Actuando con frecuencia bajo órdenes de estructuras del Ejército, los
“detectives” y otras fuerzas policiales que se vestían de civil, se convirtieron en
los principales agentes del terror estatal en la capital de Guatemala durante ca-
si veinte años.

El terror

44. La CEH comprobó que a lo largo del enfrentamiento armado el Ejérci-
to diseñó e implementó una estrategia para provocar terror en la población. Es-
ta estrategia se convirtió en el eje de sus operaciones, tanto en las de estricto
carácter militar como en las de índole psicológica y las denominadas de desa-
rrollo.

45. Las organizaciones guerrilleras cometieron hechos violentos de extrema
crueldad que aterrorizaron a la población y dejaron secuelas importantes en la
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misma. Fueron las ejecuciones arbitrarias, sobre todo las cometidas frente a fa-
miliares y vecinos, las que agudizaron el clima de miedo, arbitrariedad e inde-
fensión ya generalizado en la población.

46. El terror de Estado se intensificó en Guatemala a partir de 1966, cuan-
do inició un proceso cuyas etapas más agudas correspondieron a los periodos
de máxima violencia y cuyos epicentros se ubicaron en los escenarios donde la
represión fue más intensa. Una gran parte de las violaciones de los derechos hu-
manos conocidas por la ceh, cometidas por el Ejército u otros cuerpos de segu-
ridad, fueron perpetradas con ensañamiento y en forma pública, especialmente
en las comunidades mayas del interior del país. Asimismo, al tomar en cuenta
los métodos de entrenamiento de las fuerzas del Ejército –y en especial de los
Kaibiles– la CEH ha determinado que la crueldad extrema fue un recurso utili-
zado con intención para generar y mantener un clima de terror en la población.

47. El terror no se redujo a los hechos violentos o a las operaciones milita-
res; dependía además de otros mecanismos conexos como la impunidad de los
ejecutores, las extensas campañas para criminalizar a las víctimas y la implica-
ción forzada de la población civil en la cadena causal y la ejecución efectiva
de las atrocidades. Por estas razones, el terror no se extingue automáticamente
cuando los niveles de violencia descienden, sino que tiene efectos acumulativos
y perdurables, los cuales requieren tiempo, esfuerzo y experiencias de nuevo ti-
po para superarlos.

48. La investigación ha establecido que, más allá de la eliminación física
de sus opositores, supuestos o reales, el terror de Estado se fomentó para dejar
claro que quienes participaban en actividades reivindicativas, e incluso sus fa-
miliares, corrían el riesgo de perder la vida en medio de los mayores tormentos.
Tuvo el objetivo de intimidar y callar al conjunto de la sociedad para aniquilar
su voluntad de transformación, a corto e incluso largo plazo.

La criminalización de las víctimas

49. El Estado procuró también estigmatizar y culpabilizar a las víctimas y
las organizaciones sociales, para transformarlas así en criminales en la imagen
pública y por lo tanto en objetivos “legítimos” de la represión; lo pretendía al
despojarlas de su dignidad como personas difundiendo a sangre y fuego la lec-
ción de que el ejercicio de los derechos cívicos podría ser castigado con la
muerte. La CEH considera que este adoctrinamiento sistemático ha dejado hue-
llas profundas en el subconsciente colectivo de la sociedad guatemalteca. El mie-
do, el silencio, la apatía y la falta de interés en la esfera de participación polí-
tica son algunas de las secuelas más importantes que resultaron de la criminali-
zación de las víctimas y suponen un obstáculo para la intervención activa de to-
da la ciudadanía en la construcción de la democracia.
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La complicidad forzada en la violencia

50. La CEH concluye que entre los daños más drásticos del enfrentamiento
se cuentan aquéllos que fueron consecuencias de haber obligado a amplios sec-
tores de la población a convertirse en cómplices forzados de la violencia, en es-
pecial por su participación en las Patrullas de Autodefensa Civil (pac), estructu-
ras paramilitares creadas por el Ejército en casi toda la República, a partir de
1981. La CEH ha conocido centenares de casos en que los civiles fueron obli-
gados por el Ejército, bajo la amenaza de las armas, a violar a mujeres, tortu-
rar, mutilar cadáveres y matar. En estos casos, el recurso a la extrema crueldad
fue utilizado por el Estado como medio de disgregación social. La participación
forzada, de modo especial en las comunidades mayas, de gran parte de la po-
blación masculina mayor de 15 años en las pac, trastocó valores y patrones de
conducta al normalizar la violencia como método para enfrentar situaciones de
conflicto y al fomentar el desprecio por la vida de los otros.

El poder local arbitrario

51. Entraña un motivo de especial preocupación para la CEH el hecho que,
en ciertos casos, se terminó creando victimarios civiles que luego, por convicción
propia, cometieron atrocidades extremas contra sus propios vecinos, e incluso
contra sus familiares cercanos. Se instituyó un poder armado sin controles que
pudo actuar de manera arbitraria en las aldeas, persiguiendo fines particulares
y abusivos.

52. La convivencia entre víctimas y victimarios reproduce el clima de miedo
y el silencio. Para las víctimas, la confrontación diaria con sus victimarios man-
tiene viva la memoria dolorosa de las violaciones. La CEH ha comprobado que
un gran número de personas, por temor a represalias, sigue callando sus sufri-
mientos pasados y presentes, mientras la interiorización de los traumas impide
un proceso de definitiva curación de las heridas.

El duelo alterado y los cementerios clandestinos

53. Los testimonios recibidos por la CEH dan fe de las múltiples circunstan-
cias que, durante el enfrentamiento armado, impidieron a miles de guatemalte-
cos poder observar los ritos que normalmente acompañan la muerte y entierro
de una persona, provocando un hondo dolor que persiste en los sectores de la
población afectada. La desaparición forzada fue la práctica más perniciosa en
este sentido, por la incertidumbre que imponía acerca del paradero o destino de
la persona. Asimismo, el clima de terror, la presencia militar y otras circunstan-
cias que rodeaban las masacres, la huida y la persecución en la montaña, ha-
cían frecuentemente inviable el entierro de los muertos. Para todas las culturas y
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religiones presentes en Guatemala, es casi inconcebible no dar digna sepultura
a los fallecidos: violenta los valores y la dignidad de todos. Para los mayas, es-
te fenómeno cobra una importancia particular por la relevancia central que tie-
ne en su cultura el vínculo activo que une a los vivos con los muertos. La falta
de un lugar sagrado a donde acudir para velar por este nexo constituye una pre-
ocupación profunda que brota de los testimonios de muchas comunidades ma-
yas.

54. La CEH ha concluido que los cementerios clandestinos y ocultos, así co-
mo el desasosiego que padecen muchos guatemaltecos, por no saber qué pasó,
ni siquiera dónde están sus familiares, delatan aún hoy una llaga abierta en el
país. Representan un recuerdo permanente de los hechos violentos con que se
negó la dignidad de sus seres queridos. Sanar las heridas particulares del due-
lo alterado implica la exhumación de las fosas secretas, así como la identifica-
ción final del paradero de los desaparecidos.

Las secuelas sociales de la tortura

55. La CEH concluye que el uso sistemático de la tortura implicó dos con-
secuencias colectivas fundamentales. En primer lugar, se formó y entrenó a ex-
pertos en las formas más eficientes y aberrantes de aplicar dolor sobre un ser
humano para quebrarlo física y espiritualmente. En segundo lugar, la tortura se
convirtió en algo “normal” dentro del trabajo rutinario de las estructuras milita-
res y policiales del Estado, sobre todo entre los integrantes de Inteligencia, tole-
rado por la sociedad y los funcionarios judiciales.

La impunidad

56. La debilidad del sistema de justicia, ausente en extensas regiones del
país antes del enfrentamiento armado, se acentuó cuando el poder judicial se
plegó a los requerimientos impuestos por el modelo de seguridad nacional im-
perante. La CEH concluye que, al tolerar o participar directamente en la impu-
nidad que daba cobertura material a las violaciones más elementales de dere-
chos humanos, los órganos de justicia se volvieron inoperantes en una de sus
funciones fundamentales de protección del individuo frente al Estado y perdieron
toda credibilidad como garantes de la legalidad vigente. Permitieron que la im-
punidad se convirtiera en uno de los más importantes mecanismos para generar
y mantener el clima de terror.

57. Estos factores se combinaron para impedir que en Guatemala existiera
un Estado de Derecho. Asimismo crearon un arraigado escepticismo en la so-
ciedad sobre el sentido de mejorar su sistema normativo y confiar en la admi-
nistración de justicia como una alternativa eficaz para construir una sociedad de
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personas igualmente libres y dignas. De ahí que una de las tareas más arries-
gadas y complejas en la instauración de la paz consiste en regenerar su trama
básica, volverla asequible y funcional para toda la ciudadanía y lograr que tan-
to los grupos sociales como los individuos canalicen sus demandas y conflictos
a través de las instituciones competentes del Estado.

El debilitamiento de las organizaciones sociales

58. La CEH ha comprobado que a lo largo del enfrentamiento armado las
organizaciones sociales fueron un objetivo primordial de las acciones represivas
del Estado. Considerados parte del “enemigo interno”, fueron eliminados cente-
nares de líderes y miembros de base adscritos a las más diversas agrupaciones.
El saldo de esta coacción institucional fue el debilitamiento de la sociedad civil,
afectando en la actualidad su capacidad de participación plena en los escena-
rios políticos y económicos del país. A su vez, la pérdida de profesionales, aca-
démicos y científicos, en suma, del “poder creativo” que murió o partió al exi-
lio, no significó sólo un vacío abierto en una época determinada de la historia
política y cultural del país, sino que supuso también la pérdida de una parte im-
portante de la capacidad pedagógica e intelectual para educar a varias gene-
raciones futuras del país.

59. Además de la represión y el exilio, la debilidad y fragmentación de las
organizaciones sociales se deben en buena medida a la conjunción de los di-
versos mecanismos activados durante el enfrentamiento armado por el Estado
para destruirlas; mecanismos que continúan presentes en la memoria colectiva.
Estigmatización, miedo, desconfianza y la percepción en ciertos sectores de que
la firma de la paz no ha cambiado aún al Estado represivo, funcionan todavía
como obstáculos, impidiendo la plena participación, aunque el proceso de paz
y reconciliación nacional marca una alentadora reversión de esta tendencia.

60. La actividad que desarrollaron miembros de la insurgencia en las orga-
nizaciones sociales también afectó a éstas no sólo porque su participación fue
un factor más para que fueran reprimidas, sino también porque en muchos ca-
sos provocó divisiones, polarización y fuertes luchas en el seno de las organi-
zaciones que terminaron debilitándolas. El verticalismo que la insurgencia llevó
a las organizaciones sociales en que tuvo participación, coartó su libertad para
tomar decisiones propias, asfixiando su autonomía y ampliando los efectos de
las políticas represivas del Estado, de desestructuración de la oposición social y
política del país.

La libertad de expresión coartada

61. La libertad de expresión va íntimamente vinculada al libre ejercicio de
los derechos cívicos. Al cerrarse los espacios para la participación social y po-
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lítica, implícitamente se cerraron los espacios para la libertad de expresión. Du-
rante el largo periodo del enfrentamiento armado, el simple hecho de pensar crí-
ticamente se constituyó en Guatemala en un acto peligroso, y escribir sobre ide-
as, hechos o acontecimientos de la vida política y social del país significó correr
el riesgo de la amenaza, la tortura, la desaparición y la muerte. La opinión de
los ciudadanos, escritores, artistas, poetas, políticos y periodistas, estuvo sujeta
a los riesgos que la represión y la polarización ideológica les imponían al ejer-
cer el derecho a expresarse. Aun habiendo gente que levantó su voz a pesar de
los riesgos, debe señalarse que las grandes empresas periodísticas en general
se adhirieron a los regímenes autoritarios, autocensurándose o tergiversando las
realidades. El precio fue muy alto no sólo por el número de vidas humanas per-
didas sino porque Guatemala se convirtió en un país silenciado, en un país in-
comunicado.

Vulneración de las comunidades mayas

62. La CEH concluye que las comunidades mayas también fueron converti-
das en un objetivo militar durante los años más cruentos del enfrentamiento. Por
el terror y la persecución, en ciertas regiones y años los mayas se vieron obli-
gados a ocultar su identidad étnica, exteriorizada en su idioma y su traje. Con
la militarización de las comunidades se trastornó su ciclo de celebraciones y ce-
remonias, y se profundizó la progresiva clandestinización de sus rituales. La
agresión estuvo dirigida a menoscabar elementos con profundo contenido sim-
bólico para la cultura maya, como se pretendió con la destrucción del maíz y el
asesinato de ancianos. Estos hechos vulneraron elementos de la identidad de los
mayas y trastocaron la transmisión intergeneracional de la misma. Asimismo fue
agredida la cultura por la utilización que hizo el Ejército de nombres y símbolos
mayas para denominar fuerzas de tarea u otras de sus estructuras.

63. A partir de 1982 y como práctica generalizada, las autoridades tradi-
cionales mayas fueron sustituidas por delegados que procedían del ámbito cas-
trense, como los comisionados militares y los jefes de pac. En otros casos, el Ejér-
cito intentó controlar, cooptar e infiltrar las estructuras tradicionales de autorida-
des mayas que las vivían. Esta estrategia tuvo como efecto la ruptura de los me-
canismos comunitarios y de la transmisión oral del conocimiento de la propia cul-
tura, así como la vulneración de las normas y los valores mayas de respeto y de
servicio a la comunidad. En su lugar se introdujeron prácticas de autoritarismo
y uso arbitrario del poder.

64. La presencia guerrillera, especialmente mediante la instauración en al-
gunas comunidades de sus propias estructuras de autoridad como las Fuerzas
Irregulares Locales y los Comités Clandestinos Locales, así como los nuevos lide-
razgos que en éstas se generaron, también provocaron el desplazamiento de las
autoridades tradicionales y les restaron poder.
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El desplazamiento forzado masivo

65. El terror sin precedentes, provocado por las masacres y la devastación
de aldeas enteras en el periodo comprendido entre 1981 y 1983, desencade-
nó la huida masiva de una población diversa, cuya mayoría estaba constituida
por comunidades mayas, pero que también incluía un importante número de fa-
milias ladinas, en especial en el caso de las zonas de colonización cercanas a
la frontera con México. El desplazamiento forzado de la población civil en Gua-
temala destaca en la historia del enfrentamiento armado por su carácter masivo
y su potencia destructora. Encarna la ruptura del tejido social en su forma más
directa y desgarradora. Implica el desmembramiento de familias y comunidades,
así como el debilitamiento de los lazos culturales que conformaban su cohesión.

66. Las estimaciones sobre el número de desplazados va desde 500 mil
hasta un millón y medio de personas en el periodo álgido (1981-1983), inclu-
yendo las que se desplazaron internamente y las que se vieron obligadas a bus-
car refugio en otro país. La variabilidad de estas cifras refleja la naturaleza cam-
biante del desarraigo. Unas 150 mil personas buscaron su seguridad en Méxi-
co. Cerca de la tercera parte de ellas se ubicó en campamentos y contó con el
reconocimiento del estatus de refugiado por la oficina del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Refugiados (acnur). Otras 50 mil personas vivie-
ron como refugiados dispersos en Chiapas, mientras el resto se arraigó en la ca-
pital mexicana o en otras ciudades de dicho país. Hubo también flujos menores
de personas que se encaminaron hacia Honduras y Belice, así como a los Esta-
dos Unidos de América. No obstante, todos compartieron situaciones semejan-
tes: la pérdida de familiares y la destrucción de sus bienes materiales, que a me-
nudo abarcaba todo el patrimonio familiar acumulado durante generaciones, así
como la alteración violenta del curso de sus vidas.

67. Mediante su investigación la CEH constató que la población que huía
se vio forzada a desplazarse constantemente mientras permanecía en el país, en
gran medida para eludir las operaciones militares dirigidas en su contra a pe-
sar de su indefensión; en parte para buscar comida, agua y refugio. La perse-
cución militar, el constante movimiento y la amenaza de la muerte dificultaban
enormemente la subsistencia. La vida a la intemperie, la desnutrición y los seve-
ros traumas emocionales por haber presenciado un sinnúmero de atrocidades,
dejaron a la gente vulnerable, sobre todo los niños y ancianos, quienes murie-
ron en gran número durante la huida y el desplazamiento.

El reasentamiento militarizado y la estigmatización 
de los desarraigados

68. A partir de 1983 la estrategia del Ejército frente a la población des-
plazada propuso lograr el control de la misma, recurriendo a la concesión de
amnistías para el posterior reasentamiento de las personas en comunidades al-
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tamente militarizadas. La organización de los pobladores en las pac, el nom-
bramiento militar de los alcaldes y alcaldes auxiliares, la creación de las Coor-
dinadoras Interinstitucionales para asegurar el control castrense sobre las institu-
ciones estatales y sociales en todos los niveles jurisdiccionales, la ampliación de
las actividades de Asuntos Civiles del Ejército (S-5), que se encargaron de las
operaciones psicológicas de “reeducación” de la población, así como la cons-
trucción de aldeas modelos en las regiones más conflictivas, fueron los mecanis-
mos más importantes para asegurar el dominio sobre los reasentamientos.

69. La CEH ha comprobado que la estigmatización de la población desa-
rraigada promovida por el Estado fomentó y ha perpetuado en muchos casos la
ruptura comunitaria. Al acusarlos de ser guerrilleros o trasmitir el mensaje de que
eran los responsables de la conflictiva situación, se obstaculizó el regreso de los
desarraigados a sus lugares de origen y se contribuyó a su marginación por par-
te de los sectores que permanecieron en las comunidades. Para los desplazados
internos que fueron detenidos en el curso de operativos militares o que se pre-
sentaron a las autoridades para reintegrarse a sus comunidades, la situación fue
aún más complicada, ya que muchas veces fueron aislados durante un tiempo
en campamentos especiales o en los destacamentos militares, sometidos a inte-
rrogatorios e intensos procesos de reeducación.

El anonimato de los desplazados en la capital

70. En el caso de las personas que buscaron refugio en la capital, el temor
a ser localizados y convertidos nuevamente en objetos prioritarios de la repre-
sión determinó que buscaran preservar su anonimato como estrategia de super-
vivencia, pues su lugar de origen, su nombre, y hasta la falta de documentos per-
sonales, podían resultar motivos de sospecha de vínculos con el movimiento in-
surgente.

Resistencia e identidad de los desplazados

71. Los testimonios de los desplazados internos recibidos por la CEH reve-
lan una actitud de resistencia al control militar y de defensa de la vida, no sólo
en su sentido físico, sino también en lo referente a reguardar la propia identidad
en sus dimensiones culturales y políticas. La experiencia de resistencia para pre-
servar su identidad, adquirió una diversidad de formas y provocó importantes
variaciones precisamente en ésta. La interacción con otros grupos étnicos, con
habitantes de la ciudad, con personas de otros países, con otros sistemas edu-
cativos, con diferentes entornos naturales, además de las vivencias de la perse-
cución y la muerte, transformaron ese elemento de relación que es la identidad,
para producir una sociedad guatemalteca marcada por el enfrentamiento, pero
también fortalecida potencialmente en la experiencia de la diversidad.
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Los costos económicos del enfrentamiento armado

72. Basada en su investigación sobre los costos económicos del enfrenta-
miento armado, la CEH estima que, tan sólo durante los diez años comprendi-
dos entre 1980 y 1989, se produjo una serie de costos directos cuantificables,
que en su conjunto fueron equivalentes a dejar de producir por completo en
Guatemala durante casi 15 meses, al representar el 121% del Producto Interior
Bruto (pib) de 1990.

73. El mayor de estos costos (equivalentes al 90% del pib de 1990) resultó
de la pérdida de potencial productivo por la muerte, desaparición o el despla-
zamiento forzado de personas que tuvieron que abandonar sus actividades la-
borales cotidianas o como secuela del reclutamiento de los pobladores para las
Patrullas de Autodefensa Civil, en el Ejército o la guerrilla. La destrucción de ca-
pital físico, incluyendo bienes privados, comunitarios y de infraestructura, tales
como puentes y torres eléctricas, también arrastró consigo cuantiosas pérdidas
(más del 6% del pib de 1990). Este fenómeno implicó en muchas ocasiones la
destrucción total de capital familiar, en su gran mayoría de familias mayas, so-
bre todo en el occidente y noroccidente de Guatemala.

74. Apoyándose en la investigación, la CEH concluye que el incremento del
gasto militar que se produjo durante el enfrentamiento armado desvió las nece-
sarias inversiones en salud y educación como destino de los recursos públicos,
con el consiguiente abandono de la atención al desarrollo social. Esto aceleró el
deterioro de las condiciones de salud y educación en las áreas más afectadas
por el conflicto.

75. El enfrentamiento armado exacerbó también la tradicional debilidad del
Estado al encarar la recaudación tributaria e intensificó la oposición del sector
privado a las necesarias reformas fiscales. Esto quedó reflejado en el hecho de
que, en el periodo comprendido entre 1978 y 1984, la carga tributaria dismi-
nuyó ininterrumpidamente, llegando en ese último año a un 7.1%, índice que
marcó el nivel más bajo registrado en los últimos cincuenta años. Los efectos fue-
ron decisivos: aumentó la brecha entre ingresos y gastos, encadenando una se-
rie de desequilibrios macroeconómicos y debilitando aún más la capacidad del
Estado para impulsar el desarrollo.

76. La comparación del desempeño macroeconómico de Guatemala con
otros países –principalmente Honduras y Costa Rica durante los ochenta– sugie-
re que, como consecuencia del enfrentamiento armado interno, se perdieron
oportunidades de crecimiento económico que, sólo durante la década estudia-
da, eran equivalentes a alrededor de 14% del pib de 1990. Asimismo hubo
otros costos no cuantificables relacionados con la destrucción del capital huma-
no y social del país que, además de las pérdidas económicas directas que re-
presentaron, comprometieron seriamente el desarrollo futuro del Estado y de la
sociedad guatemalteca. Lo expuesto permite a la CEH concluir que la sociedad
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en su conjunto, y no sólo las poblaciones directamente afectadas, ha tenido que
asumir altos costos como consecuencia del enfrentamiento.

La solidaridad y la defensa de los derechos humanos

77. La CEH concluye que la represión no sólo generó terror, pasividad y si-
lencio. Paralelamente y con altibajos en distintos momentos del enfrentamiento
armado, surgieron respuestas individuales y colectivas ante los efectos deshu-
manizadores y denigrantes de la violencia. Contra grandes obstáculos, las enti-
dades que emergieron de este proceso se dedicaron a la defensa de la vida,
aun cuando todavía implicaba convivir con la amenaza de la muerte. Con una
composición mayoritaria de familiares de víctimas y las comunidades sobrevi-
vientes, los fundamentos esenciales de estas nuevas agrupaciones fueron la soli-
daridad humana, la defensa de los derechos elementales de la persona y las as-
piraciones de respeto a la dignidad y la justicia. A la vez contribuyeron a rei-
vindicar el ejercicio de los derechos ciudadanos, dentro del propio marco legal
del país.

78. Las organizaciones de defensa de los derechos humanos desarrollaron
trabajos decisivos para afirmar nuevos principios de convivencia y contribuir a
la restauración del tejido social. Aunque emergieron desde los sectores más afec-
tados por el enfrentamiento, sus reivindicaciones trascendieron de inmediato a
otros sectores más amplios de la sociedad. De modo especial durante los últimos
años del enfrentamiento armado, diversas agrupaciones cívicas, tomando en
cuenta la profunda relación entre la impunidad de quienes ejercían la violencia
sistemática y la persistente militarización de la sociedad, buscaron estrategias y
acciones que arrebataran el espacio de poder y preeminencia del Ejército sobre
la vida social y política guatemalteca. La CEH considera que todos estos esfuer-
zos fomentaron una nueva conciencia de la necesidad de la justicia, el respeto
a las leyes y la plena vigencia de un Estado de Derecho como requisitos de la
democracia.

El movimiento maya

79. A juicio de la CEH el movimiento maya se afirmó durante los últimos
años del enfrentamiento armado como un sujeto político fundamental. En su lu-
cha contra la exclusión que sufren desde la fundación del Estado, han realizado
importantes contribuciones en el ámbito de la multiculturalidad y la paz. Estas
proporcionan bases ineludibles para que la sociedad en su conjunto revise su
historia y se comprometa en la construcción de un nuevo proyecto de nación que
recoja su naturaleza multicultural y que sea incluyente, tolerante y orgulloso de
la riqueza que suponen sus diferencias culturales.
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CONCLUSIONES
II. Las violaciones de derechos humanos y los hechos de vio-

lencia y sus responsables

LLaass  vviioollaacciioonneess  ddee  ddeerreecchhooss  hhuummaannooss  ccoommeettiiddaass  ppoorr  eell  EEssttaaddoo

80. Los actos directamente imputables al Estado son los realizados por fun-
cionarios públicos y agencias estatales. Adicionalmente, el Estado tiene respon-
sabilidad directa por los actos de civiles en los que delegó de jure o de facto,
potestad para actuar en su nombre, o con su consentimiento, aquiescencia o co-
nocimiento. En esta situación se incluye a los comisionados militares, agentes de
la autoridad militar según la ley, los patrulleros civiles en tanto actuaron organi-
zados, orientados, obligados o con conocimiento de la autoridad militar, los due-
ños de fincas, por las funciones policiales que les otorgó el Código Penal de
1936, y cualquier otro tercero que actuó bajo dirección o con conocimiento de
agentes estatales.

81. El Estado también ha de responder por las infracciones al deber jurídi-
co de investigar, juzgar y sancionar las violaciones a los derechos humanos,
aunque no las hayan cometido directamente sus agentes ni hayan sido de su co-
nocimiento originalmente.

82. Las violaciones de los derechos humanos y hechos de violencia atribui-
bles a actos del Estado alcanzan el 93% de los registrados por la ceh; dan cuen-
ta de que las violaciones producidas por la represión estatal fueron reiteradas y
que, aunque con diversas intensidades, se prolongaron en el tiempo de forma
persistente, con especial gravedad del año 1978 al 1984, periodo en el cual se
concentra el 91% de las violaciones conocidas por la ceh. Actuando solos o en
combinación con otra fuerza, en un 85% de todas las violaciones de los dere-
chos humanos y hechos de violencia registrados por la ceh, la violación es atri-
buida al Ejército y en un 18% a las Patrullas de Autodefensa Civil, organizadas
por la misma institución armada.
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El anticomunismo y la Doctrina de Seguridad Nacional

83. Utilizando como fundamento y justificación la denominada Doctrina de
Seguridad Nacional, en nombre del anticomunismo, se cometieron crímenes co-
mo el secuestro y asesinato de todo tipo de activistas políticos, estudiantiles, sin-
dicalistas o de derechos humanos, todos ellos catalogados como “subversivos”;
la desaparición forzada de dirigentes políticos y sociales y de campesinos po-
bres; y la aplicación sistemática de la tortura.

84. Durante gran parte del enfrentamiento armado interno, los intentos de
formar organizaciones de defensa de los derechos humanos tuvieron como re-
sultado la eliminación de sus dirigentes. En los años ochenta la aparición de nue-
vos grupos de defensores en diversas áreas fue recibida por el Estado con una
intensa acción represiva, que dio lugar al asesinato o la desaparición de muchos
de sus miembros. Las campañas dirigidas a desacreditar a este tipo de organi-
zaciones, presentándolas como “subversivas”, fue una de las constantes de la re-
presión.

Las masacres y la devastación del pueblo maya

85. La percepción, por el Ejército, de las comunidades mayas como aliadas
naturales de la guerrilla, contribuyó a incrementar y a agravar las violaciones de
derechos humanos perpetradas contra el pueblo maya, evidenciando un agresi-
vo componente racista, de extrema crueldad, llegando al exterminio masivo de
comunidades mayas inermes a las que se atribuía vinculación con la guerrilla,
incluyendo niños, mujeres y ancianos, aplicando métodos cuya crueldad causa
horror en la conciencia moral del mundo civilizado.

86. Mediante las masacres y denominadas operaciones de tierra arrasada,
planificadas por las fuerzas del Estado, se exterminaron por completo comuni-
dades mayas, así como destruyeron sus viviendas, ganado, cosechas y otros ele-
mentos de sobrevivencia. La CEH registró 626 masacres atribuibles a estas fuer-
zas.

87. Especial gravedad reviste la crueldad que la CEH pudo constatar en mu-
chas actuaciones de agentes estatales, especialmente efectivos del Ejército, en
los operativos en contra de comunidades mayas. La estrategia contrainsurgente
no sólo dio lugar a la violación de derechos humanos esenciales, sino a que la
ejecución de dichos crímenes se realizara mediante actos crueles cuyo arqueti-
po son las masacres. En la mayoría de las masacres se han evidenciado múlti-
ples actos de ferocidad que antecedieron, acompañaron o siguieron a la muer-
te de las víctimas. El asesinato de niños y niñas indefensos, a quienes se dio
muerte en muchas ocasiones golpeándolos contra paredes o tirándolos vivos a
fosas sobre las cuales se lanzaron más tarde los cadáveres de los adultos; la am-
putación o extracción traumática de miembros; los empalamientos; el asesinato

D

128



de personas rociadas con gasolina y quemadas vivas; la extracción de vísceras
de víctimas todavía vivas en presencia de otras; la reclusión de personas ya mor-
talmente torturadas, manteniéndolas durante días en estado agónico; la abertu-
ra de los vientres de mujeres embarazadas y otras acciones igualmente atroces
constituyeron no sólo un acto de extrema crueldad sobre las víctimas, sino, ade-
más, un desquiciamiento que degradó moralmente a los victimarios y a quienes
inspiraron, ordenaron o toleraron estas acciones.

88. Durante el enfrentamiento armado también se violó el derecho a la iden-
tidad étnica o cultural del pueblo maya. El Ejército destruyó centros ceremonia-
les, lugares sagrados y símbolos culturales. El idioma y el vestido, así como otros
elementos identitarios fueron objeto de represión. Mediante la militarización de
las comunidades, la implantación de las pac y los comisionados militares, se de-
sestructuró el sistema de autoridad legítimo de las comunidades, se impidió el
uso de sus propias normas y procedimientos para regular la vida social y resol-
ver conflictos; se dificultó, impidió o reprimió el ejercicio de la espiritualidad ma-
ya y la religión católica; se interfirió en el mantenimiento y desarrollo de la for-
ma de vida y del sistema de organización social propio de los pueblos indíge-
nas. El desplazamiento y el refugio agravaron las dificultades para la práctica
de la propia cultura.

Las desapariciones

89. La CEH concluye que en Guatemala la desaparición forzada de perso-
nas constituyó una práctica sistemática que correspondió, en la casi totalidad de
los casos, a operaciones de Inteligencia. Sus finalidades eran la desarticulación
de los movimientos u organizaciones que el Estado identificaba proclives a la in-
surgencia, y extender el terror en la población. Las víctimas de desapariciones
fueron campesinos, dirigentes sociales, estudiantiles, catedráticos, dirigentes po-
líticos, miembros de comunidades religiosas y sacerdotes e, inclusive, militares o
paramilitares que cayeron bajo sospecha de colaborar con el enemigo. Quienes
perpetraron estas desapariciones forzadas violaron los derechos elementales de
la persona humana.

Las ejecuciones arbitrarias

90. La CEH concluye que el Estado de Guatemala incurrió reiterada y sis-
temáticamente en violaciones del derecho a la vida que este Informe denomina
ejecuciones arbitrarias, agravadas en numerosos casos por la aplicación de ex-
trema impiedad, como ocurrió, a modo de ejemplo, en situaciones en las cuales
los cuerpos fueron abandonados con evidentes señales de tortura, mutilaciones,
múltiples impactos de bala o quemaduras. Los agentes de este tipo de violacio-
nes fueron por lo general oficiales, especialistas y personal de tropa del Ejérci-
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to, escuadrones de la muerte que funcionaron al amparo de la autoridad o in-
tegrados por sus agentes, también miembros de las Patrullas de Autodefensa Ci-
vil o comisionados militares y, en algunos casos, particulares, específicamente
dueños de grandes fincas, con el consentimiento o directa colaboración de au-
toridades estatales.

LLaa  vviioollaacciióónn  sseexxuuaall  ddee  llaass  mmuujjeerreess

91. Mediante la investigación, la CEH comprobó que la violación sexual de
las mujeres, durante su tortura o antes de ser asesinadas, fue una práctica co-
mún dirigida a destruir la dignidad de la persona en uno de sus aspectos más
íntimos y vulnerables. La mayoría de las víctimas de esta violación fueron muje-
res mayas. Quienes sobrevivieron al crimen aún enfrentan dificultades por los
traumas profundos derivados de esta agresión, a la vez que las comunidades
mismas quedaron violentadas por esta práctica. La presencia de los hechos de
violencia sexual en la memoria social de las comunidades, se convirtió en moti-
vo de vergüenza colectiva.

Los escuadrones de la muerte

92. Para la comisión de algunas de estas violaciones a los derechos huma-
nos se recurrió a operaciones encubiertas. Para ejecutarlas, la institución militar
contaba con unidades clandestinas denominadas “comandos o escuadrones es-
peciales”, cuyos medios, vehículos, armamento, financiación e instrucción ope-
racional eran proporcionados por estructuras regulares del Ejército, especial-
mente la Inteligencia militar. La tarea de tales escuadrones no consistía sólo en
perpetrar ejecuciones y secuestros, sino también en desarrollar acciones con-
trainsurgentes de guerra psicológica, propaganda e intimidación.

93. También utilizaron los denominados “escuadrones de la muerte” que en
sus inicios fueron grupos criminales integrados por particulares que contaban
con la tolerancia y encubrimiento de autoridades estatales. A la CEH le asiste la
presunción fundada que, más tarde, varias de las acciones de esos grupos obe-
decieron a decisiones de mandos del Ejército y que su composición fue varian-
do en el tiempo, al incorporarse militares a ellos, hasta llegar, en algunos casos,
a ser auténticas unidades militares clandestinas destinadas, con el auxilio de ci-
viles, a eliminar a los supuestos miembros, aliados o colaboradores de la “sub-
versión”, cuyas listas eran elaboradas por la Inteligencia militar. Las sucesivas
denominaciones de los más difundidos “escuadrones de la muerte”, tales como
mano (Movimiento de Acción Nacionalista Organizado), también llamado la
Mano Blanca por su símbolo gráfico, noa (Nueva Organización Anticomunista),
cadeg (Consejo Anticomunista de Guatemala), Ojo por Ojo y Jaguar Justiciero,
así como el esa (Ejército Secreto Anticomunista), no eran otra cosa que los nom-
bres coyunturales de aquellas unidades militares clandestinas dedicadas a elimi-
nar a los supuestos miembros, aliados o colaboradores de “la subversión”.
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La denegación de justicia

94. Por su parte, los tribunales de justicia se mostraron incapaces de inves-
tigar, procesar, juzgar y sancionar siquiera a un pequeño número de los res-
ponsables de los más graves crímenes contra los derechos humanos o de brin-
dar protección a las víctimas. Esta conclusión es aplicable tanto a la justicia mi-
litar, encargada de investigar y sancionar los delitos cometidos por personal con
fuero, como a la justicia ordinaria. Aquélla por formar parte del aparato militar
comprometido en el conflicto y ésta por haber renunciado al ejercicio de sus fun-
ciones de protección y cautela de los derechos de las personas.

95. Actuaciones y omisiones del organismo judicial, tales como la denega-
ción sistemática de los recursos de exhibición personal, la permanente interpre-
tación favorable a la autoridad, la indiferencia ante la tortura de los detenidos
y el establecimiento de límites al derecho a la defensa constituyeron algunas de
las conductas que evidencian la carencia de independencia de los jueces, que
fueron constitutivas de graves violaciones del derecho al debido proceso y de in-
fracciones al deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar las violaciones
a los derechos humanos. Los contados jueces que, manteniendo su independen-
cia, no abdicaron al ejercicio de su función tutelar, fueron víctimas de actos re-
presivos, incluyendo el asesinato y las amenazas, sobre todo en la década de
los ochenta.

96. La CEH concluye que en los procesos tramitados por los denominados
Tribunales de Fuero Especial, de forma particular en lo relativo a numerosas sen-
tencias que impusieron la pena de muerte, también se violó gravemente el de-
recho a la vida y el derecho al debido proceso de los ciudadanos que fueron
consignados ante ellos por el Gobierno de Guatemala.

El reclutamiento militar forzado y discriminatorio

97. Durante todo el periodo del enfrentamiento armado interno el Ejército
de Guatemala forzó ilegalmente a miles de jóvenes a incorporarse a sus filas y
a participar directamente en las hostilidades. El reclutamiento forzado, de ca-
rácter discriminatorio en contra de la población maya, incluyendo además a mu-
chos menores de 15 años de edad, revistió el carácter de una violación a la li-
bertad personal.

El orden jurídico afectado

98. La CEH concluye que los hechos referidos constituyen violaciones gra-
ves al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, cuyos preceptos el Es-
tado de Guatemala se comprometió a respetar, desde que aprobó en 1948 la
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Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Declaración Americana de
los Derechos y Deberes del Hombre. Los principios fundamentales de los dere-
chos humanos han alcanzado la categoría de derecho internacional consuetudi-
nario.

99. La gravedad de esta conclusión se acrecienta por la circunstancia que
algunas de esas violaciones, en particular las ejecuciones arbitrarias, las desa-
pariciones forzadas y la tortura, fueron reiteradas durante todo el enfrentamien-
to armado interno y, en algunas etapas del mismo, alcanzaron carácter siste-
mático, lo cual compromete gravemente la responsabilidad histórica de las au-
toridades del Estado de Guatemala ante su pueblo y la comunidad internacio-
nal.

100. En relación con el Derecho Internacional Humanitario, que contiene las
reglas obligatorias para todo conflicto armado, incluidos los conflictos armados
no internacionales, la CEH concluye que agentes del Estado de Guatemala, en
su mayoría integrantes de su Ejército, incurrieron de forma flagrante en las prohi-
biciones establecidas por el artículo tercero común de los Convenios de Ginebra
de 1949, en particular atentados contra la vida y la integridad corporal, muti-
laciones, tratos crueles, torturas y suplicios; toma de rehenes; atentados a la dig-
nidad personal y, especialmente, tratos humillantes y degradantes, incluyendo la
violación sexual de las mujeres. Por lo tanto, el Estado de Guatemala, que esta-
ba obligado jurídicamente a cumplir dichos preceptos y prohibiciones a lo largo
de todo el conflicto, es responsable de estas infracciones.

101. La CEH concluye que el Estado de Guatemala, especialmente su Ejér-
cito, no dio cumplimiento a la distinción que debe regir en todos los conflictos
armados entre combatientes y no combatientes, es decir, entre quienes partici-
pan de modo directo en las hostilidades, recurriendo a las armas para defen-
derse o neutralizar al enemigo, y la población civil que no interviene en las hos-
tilidades, incluidos aquellos que originalmente hubieran participado en ellas pe-
ro ya no lo hacen por causa de herida, enfermedad o captura, o porque depu-
sieron las armas.

102. Tampoco el Estado de Guatemala respetó la distinción entre objetivos
militares y bienes civiles, procediendo a la destrucción, con grave daño para la
población, de bienes privados o comunitarios que, por su naturaleza, ubicación,
finalidad o utilización no constituían objetivos militares. La evidencia de la in-
fracción a estos principios se encuentra en las múltiples operaciones de tierra
arrasada y en los casos registrados de destrucción de bienes y trabajos colecti-
vos de siembra y cosecha, lo cual fue consignado como objetivo específico en
el Plan de Campaña Firmeza 83-1 del Ejército.

103. La CEH concluye que los hechos consignados en este Informe consti-
tuyen, además, violaciones graves a los principios comunes que unen al Dere-
cho Internacional de los Derechos Humanos con el Derecho Internacional Hu-
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manitario, los cuales han sido una reivindicación histórica de los pueblos, frente
a inaceptables actos de barbarie ocurridos en el siglo XX, que jamás debieran
olvidarse ni repetirse.

104. Por último, la CEH concluye que todos estos hechos infringieron abier-
tamente los derechos garantizados por las diversas Constituciones que tuvo Gua-
temala durante el periodo del enfrentamiento armado interno.

La responsabilidad institucional

105. La mayor parte de las violaciones de los derechos humanos se produ-
jo con conocimiento o por orden de las más altas autoridades del Estado. Evi-
dencias de diversa procedencia (declaraciones de antiguos miembros de las
Fuerzas Armadas, documentación desclasificada, datos de varias organizacio-
nes, testimonios de personalidades guatemaltecas) concuerdan en que los servi-
cios de Inteligencia del Ejército, especialmente la G-2 y el Estado Mayor Presi-
dencial, obtenían información sobre toda clase de personas y organizaciones ci-
viles, evaluaban el comportamiento de éstas en sus respectivos campos de acti-
vidad, elaboraban las listas de los que debían ser reprimidos por su carácter su-
puestamente subversivo y procedían, según los casos, a su captura, interrogato-
rio, tortura, desaparición forzada, o a su ejecución.

106. Las responsabilidades de gran parte de estas violaciones alcanzan, en
la línea de mando militar y de la responsabilidad política y administrativa, a los
más altos grados del Ejército y de los sucesivos Gobiernos.

107. La excusa de que los mandos subalternos actuaban con un amplio
margen de autonomía y descentralización, que explicaría que se cometieran “ex-
cesos” y “errores” que no fueron ordenados por la superioridad, constituye un
argumento sin sustentación de acuerdo con la investigación realizada por la ceh.
El hecho notorio de que ningún jefe, oficial o mando medio del Ejército o de las
fuerzas de seguridad del Estado fuera procesado ni condenado por sus accio-
nes violatorias de los derechos humanos a lo largo de tantos años, refuerza la
evidencia de que la mayor parte de tales violaciones fueron resultado de una po-
lítica de orden institucional, que aseguró una impenetrable impunidad, la cual
persistió durante todo el periodo investigado por la ceh.

Actos de genocidio

108. El marco jurídico adoptado por la CEH para analizar la eventual co-
misión de actos de genocidio en Guatemala durante el enfrentamiento armado
interno es la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genoci-
dio, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de di-
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ciembre de 1948 y ratificada por el Estado de Guatemala en virtud del Decre-
to 704, el 30 de noviembre de 1949.

109. El artículo II de dicho instrumento jurídico define el delito de genocidio
y sus requisitos en los términos siguientes:

“Se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a
continuación perpetrados con la intención de destruir, total o parcial-
mente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal:

a) Matanza de miembros del grupo;

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del gru-
po;

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que
hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;

d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del gru-
po;

e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo”.

Sobre esta base, se definen dos elementos fundamentales constitutivos del de-
lito: la intencionalidad y que los hechos cometidos sean al menos uno de los cin-
co citados en el anterior artículo.

110. Luego de realizar un examen de cuatro regiones geográficas selec-
cionadas, (Maya-Q’anjob’al y Maya-Chuj, en Barillas, Nentón y San Mateo Ix-
tatán del Norte de Huehuetenango; Maya-Ixil, en Nebaj, Cotzal y Chajul, Qui-
ché; Maya-K’iche’ en Joyabaj, Zacualpa y Chiché, Quiché; y Maya-Achi en Ra-
binal, Baja Verapaz) la CEH puede confirmar que entre los años 1981 y 1983
el Ejército identificó a grupos del pueblo maya como el enemigo interno, porque
consideraba que constituían o podían constituir la base de apoyo de la guerri-
lla, en cuanto sustento material, cantera de reclutamiento y lugar para esconder
sus filas. De este modo, el Ejército, inspirado en la Doctrina de Seguridad Na-
cional, definió un concepto de enemigo interno que fue más allá de los comba-
tientes, militantes o simpatizantes de la guerrilla, incluyendo en dicho concepto
a los civiles de determinados grupos étnicos.

111. Considerando el conjunto de actos criminales y violaciones de los de-
rechos humanos correspondientes a las regiones y a las épocas señaladas, ana-
lizados al efecto de determinar si constituían delito de genocidio, la CEH con-
cluye que la reiteración de actos destructivos dirigidos de forma sistemática con-
tra grupos de la población maya, entre los que se cuenta la eliminación de lí-
deres y actos criminales contra menores que no podían constituir un objetivo mi-
litar, pone de manifiesto que el único factor común a todas las víctimas era su
pertenencia a un determinado grupo étnico y evidencia que dichos actos fueron
cometidos “con la intención de destruir total o parcialmente” a dichos grupos (Ar-
tículo II, párrafo primero de la Convención).
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112. Entre los actos dirigidos a la destrucción de los grupos mayas, identi-
ficados por el Ejército como enemigo, destacan “las matanzas” (Artículo II, letra
a. de la Convención), cuya expresión más significativa fueron las masacres. La
CEH constató que, en las cuatro regiones examinadas, entre 1981 y 1983,
agentes del Estado perpetraron matanzas que constituyeron los eslabones más
graves de una secuencia de operaciones militares dirigidas contra población ci-
vil no combatiente. De acuerdo con los testimonios y otros elementos de prueba
recogidos, la CEH ha establecido que en tales matanzas con características de
masacre participaron tanto fuerzas regulares como especiales del Ejército, al
igual que patrulleros de autodefensa civil y comisionados militares. En muchos
casos los sobrevivientes identificaron a los responsables del destacamento del
municipio más cercano como los jefes que comandaban estas operaciones.

113. El análisis de los diversos elementos utilizados por la CEH prueba que
en los casos señalados el propósito de los autores fue matar al mayor número
posible de miembros del grupo. Prácticamente en todas estas matanzas el Ejér-
cito llevó a cabo alguno de los siguientes actos preparatorios: convocó diligen-
temente a toda la población antes de darle muerte, o bien cercó la comunidad
o aprovechó situaciones en las cuales la población estaba reunida, en celebra-
ciones o en días de mercado, para ejecutar las matanzas.

114. En el estudio de lo acaecido en las cuatro regiones la CEH establece
que, junto a las matanzas, que por sí mismas bastaban para eliminar a los gru-
pos definidos como enemigos, efectivos del Ejército o patrulleros cometieron sis-
temáticamente actos de extrema crueldad, incluyendo torturas y otros tratos crue-
les, inhumanos y degradantes, cuyo efecto fue aterrorizar a la población y des-
truir los fundamentos de cohesión social entre sus miembros, en especial cuando
se obligaba a que éstos presenciaran o ejecutaran dichos actos.

115. La CEH concluye que, entre los actos perpetrados con la intención de
destruir total o parcialmente a numerosos grupos mayas, también se cometieron
múltiples acciones que constituyeron “lesiones graves a la integridad física o
mental de los miembros de los grupos” mayas afectados (Artículo II, letra b. de
la Convención). El efecto de destruir la cohesión social del grupo, característico
en estos actos, corresponde a la intención de aniquilar física y espiritualmente al
grupo.

116. La investigación realizada también comprobó que las matanzas, es-
pecialmente aquellas que revistieron la forma de masacres indiscriminadas, fue-
ron acompañadas por el arrasamiento de aldeas. El caso más notable es el de
la región ixil, donde entre el 70% y 90% de las aldeas fueron arrasadas. Tam-
bién en el norte de Huehuetenango, Rabinal y Zacualpa se incendiaron aldeas
enteras, se destruyeron los bienes y se quemaron trabajos colectivos de siembra
o cosechas, quedando sin alimentos las poblaciones.
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117. Por otra parte, en las cuatro regiones objeto de esta investigación es-
pecial, la población también fue perseguida durante su desplazamiento. La CEH
ha establecido que en el área ixil se bombardeó a la población que se despla-
zaba. Asimismo, la población que era capturada o se entregaba voluntaria-
mente continuaba siendo sometida a violaciones, a pesar de encontrarse bajo el
absoluto control del Ejército.

118. La CEH concluye que, entre los actos señalados en los dos párrafos
anteriores, hubo algunos que significaron el “sometimiento intencional del grupo
a condiciones de existencia” que podían acarrear, y en varios casos acarrearon,
“su destrucción física, total o parcial” (Artículo II, letra c. de la Convención).

119. El análisis de la CEH demuestra que en la ejecución de los hechos hu-
bo una coordinación de las estructuras militares de nivel nacional, que permitía
una actuación “eficaz” de los soldados y patrulleros en las cuatro regiones es-
tudiadas. El Plan Victoria 82, por ejemplo, establece que “la misión es aniquilar
a la guerrilla y organizaciones paralelas”, el Plan de Campaña Firmeza 83-1
determina que el Ejército debe apoyar “sus operaciones con el máximo de ele-
mentos de las pac, para poder arrasar con todos los trabajos colectivos…”

120. Todo lo expuesto ha convencido a la CEH de que los actos perpetra-
dos con la intención de destruir total o parcialmente a numerosos grupos mayas
no fueron actos aislados o excesos cometidos por tropas fuera de control, ni fru-
to de eventual improvisación de un mando medio del Ejército. Con gran cons-
ternación, la CEH concluye que muchas de las masacres y otras violaciones de
los derechos humanos cometidas en contra de tales grupos respondieron a una
política superior, estratégicamente planificada, que se tradujo en acciones que
siguieron una secuencia lógica y coherente.

121. Frente a todas las opciones para combatir a la insurgencia el Estado
optó por la que ocasionó el mayor costo de vidas humanas entre la población
civil no combatiente. Negándose a otras opciones, como la lucha política para
llegar a acuerdos con la población civil no combatiente que consideraba desa-
fecta, el desplazamiento de la población de las áreas de conflicto o el arresto
de los insurgentes, el Estado optó por el aniquilamiento de aquel que identificó
como su enemigo.

122. En consecuencia, la CEH concluye que agentes del Estado de Guate-
mala, en el marco de las operaciones contrainsurgentes realizadas entre los
años 1981 y 1983, ejecutaron actos de genocidio en contra de grupos del pue-
blo maya que residía en las cuatro regiones analizadas. Esta conclusión se ba-
sa en la evidencia de que, a la luz de lo dispuesto en el Artículo II de la Con-
vención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, hubo matanzas
de miembros de los grupos mayas (Artículo II, letra a), lesiones graves a su in-
tegridad física o mental (Artículo II, letra b) y actos de sometimiento intencional
de los grupos afectados a condiciones de existencia que acarrearon o pudieron
haber acarreado su destrucción física total o parcial (Artículo II, letra c). Se ba-
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sa también en la evidencia de que todos esos actos fueron perpetrados “con la
intención de destruir total o parcialmente” a grupos identificados por su etnia co-
mún, en cuanto tales, con independencia de cuál haya sido la causa, motivo u
objetivo final de los actos (Artículo II, primer párrafo).

123. La CEH tiene información de que hechos análogos ocurrieron y se rei-
teraron en otras regiones habitadas por el pueblo maya.

La responsabilidad institucional

124. Sobre la base de la conclusión fundamental, de haber cometido ge-
nocidio, la ceh, atendiendo al mandato de ofrecer elementos objetivos de juicio
sobre lo acontecido durante el enfrentamiento armado interno, señala que, sin
perjuicio de que los sujetos activos fueron los autores intelectuales y materiales
del crimen, en los actos de genocidio cometidos en Guatemala existe también
responsabilidad del Estado, debido a que, en su mayoría, fueron producto de
una política preestablecida por un comando superior a sus autores materiales.

125. En relación con los crímenes genocidas la CEH concluye que el Esta-
do de Guatemala incumplió su obligación de investigar y castigar los actos de
genocidio cometidos en su territorio, vulnerando lo previsto en los artículos IV y
VI de la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, los
cuales prescriben que las personas que hayan cometido genocidio, ya se trate
de gobernantes, funcionarios o particulares, serán juzgadas por un tribunal com-
petente del Estado en cuyo territorio el acto fue cometido.

126. En general, de las violaciones de los derechos humanos y de las in-
fracciones al Derecho Internacional Humanitario cometidos se deriva una inelu-
dible responsabilidad del Estado de Guatemala. El Estado Mayor de la Defensa
Nacional fue, dentro del Ejército, la máxima institución responsable de estas vio-
laciones. Independientemente de las diversas personas que ocuparon dichos car-
gos, existe una responsabilidad política de los sucesivos Gobiernos. Por ello, de-
ben quedar sujetos al mismo criterio de responsabilidad, el Presidente de la Re-
pública como comandante general del Ejército y el Ministro de la Defensa Na-
cional, considerando que la elaboración de los objetivos nacionales de confor-
midad con la Doctrina de Seguridad Nacional fue realizada al más alto nivel de
Gobierno. Se debe tener en cuenta, además, que hasta el año 1986 casi todos
los presidentes fueron militares de alta jerarquía, con precisos conocimientos de
la estructura militar y de sus procedimientos.

Los hechos de violencia cometidos por la guerrilla

127. Los grupos armados insurgentes que fueron parte en el enfrentamiento
armado interno tenían el deber de respetar las normas mínimas del derecho in-
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ternacional humanitario de los conflictos armados y los principios generales co-
munes con el derecho internacional de los derechos humanos. Sus altos mandos
tenían la obligación de instruir a sus subordinados para que respetaran dichas
normas y principios.

128. Los hechos de violencia atribuibles a la guerrilla representan el 3% de
las violaciones registradas por la ceh. Esto contrasta con el 93% cometidas por
agentes del Estado, en particular el Ejército.2 Este desacuerdo cuantitativo agre-
ga nueva evidencia sobre la magnitud de la respuesta represiva del Estado. Sin
embargo, a juicio de la ceh, esta disparidad no atenúa la gravedad de los aten-
tados injustificables cometidos por la guerrilla contra los derechos humanos.

Las ejecuciones arbitrarias

129. Los grupos guerrilleros cometieron actos de violencia que conculcaron
el derecho a la vida, mediante ejecuciones arbitrarias de miembros de la po-
blación civil o de particulares, indefensos algunos, que estuvieron vinculados al
enfrentamiento, como comisionados militares y miembros de las Patrullas de Au-
todefensa Civil, ejecuciones arbitrarias de miembros de sus propias organiza-
ciones e incluso mediante masacres.

130. Las ejecuciones arbitrarias fueron decididas en diversos ámbitos de la
estructura orgánica de la guerrilla, muchas veces con la participación de sus más
altos jefes militares y en otras ocasiones a través de decisiones adoptadas en la
esfera local, en presencia de algún delegado de los niveles superiores. Una par-
te de los testimonios recibidos por la CEH se refiere a ajusticiamientos públicos,
y en otras oportunidades se efectuaron sin testigos para luego abandonar el ca-
dáver de la víctima con alguna referencia a los motivos de dicha acción.

131. La mayor parte de los testimonios recibidos por la CEH se refieren a
ejecuciones perpetradas como parte de acciones de propaganda armada. Al-
gunas de estas ejecuciones arbitrarias, particularmente de miembros de las pac,
comisionados militares y otros elementos afines, fueron producto del denomina-
do “terror revolucionario”, consistente en acciones de represalia por su colabo-
ración con el Ejército, fuera de todo combate regular. Se llegó, incluso, a reali-
zar ejecuciones en presencia de una comunidad, con el propósito de generar te-
rror y, de ese modo, forzar a la incorporación de los pobladores en el grupo
guerrillero.

132. También fueron víctimas de ejecuciones arbitrarias personas que inte-
graban la denominada clase social dominante –fundamentalmente grandes pro-
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pietarios agrícolas y empresarios–, que la guerrilla incluía en su amplio concep-
to de enemigo.

La “justicia revolucionaria”

133. Bajo la denominación de “fusilamientos”, la CEH registró algunas eje-
cuciones arbitrarias de integrantes de los mismos grupos insurgentes. Aplicando
lo que se denominó “justicia revolucionaria” se tomó en algunos casos la deci-
sión de dar muerte a algunos combatientes por intentos de deserción, sospechas
de colaborar con el enemigo y otras acusaciones similares. De cualquier modo,
en estos casos se violó abiertamente el derecho a la vida y todos los principios
del debido proceso.

Las masacres

134. Las masacres, es decir, las muertes colectivas de población en estado
de indefensión, son parte de los hechos de violencia cometidos por la guerrilla
en el desarrollo del conflicto, violando gravemente el derecho a la vida. La CEH
tomó conocimiento de diversos actos de este tipo, ocurridos especialmente entre
1981 y 1982. Los registrados por la CEH son 32. La CEH dispone de informa-
ción veraz en el sentido de que en algunas de estas masacres se habría dado
muerte a mujeres y niños.

Desaparición forzada y secuestro

135. También se produjeron algunos casos de desaparición forzada de per-
sonas secuestradas por la guerrilla, de las cuales nunca más se volvió a tener
noticias acerca de su paradero. Aun cuando la tortura no constituyó una prácti-
ca generalizada por los grupos insurgentes, la CEH recibió algunos testimonios
en este sentido.

136. El secuestro de personas indefensas, con fines políticos o con el pro-
pósito de obtener un aporte económico a cambio de la libertad del secuestrado,
fue empleado reiteradamente por la guerrilla. Estos secuestros estaban dirigidos
contra personalidades del mundo político, diplomático o empresarial de Guate-
mala. En unos casos las personas secuestradas, entre éstas un embajador ex-
tranjero, fueron ejecutadas.

El reclutamiento forzado

137. La CEH concluye que la guerrilla reclutó forzadamente a civiles, inclu-
so menores, incurriendo con ello en atentados contra la libertad personal.
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El orden jurídico afectado

138. A juicio de la CEH todas las situaciones descritas constituyen infrac-
ciones al artículo 3 común de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949. La gue-
rrilla incurrió en graves atentados contra la vida y la integridad de las personas,
toma de rehenes y condenas dictadas y ejecuciones efectuadas sin previo juicio;
actos prohibidos, todos ellos, por el artículo 3 común, que los guerrilleros esta-
ban obligados a respetar a lo largo de todo el enfrentamiento armado.

139. La CEH concluye que los grupos guerrilleros no siempre dieron cum-
plimiento a la distinción que debe regir en todos los conflictos armados, entre
combatientes y no combatientes, es decir, entre quienes participan directamente
en las hostilidades y la población civil.

140. Tampoco la guerrilla acató las costumbres y leyes de la guerra que
obligan a distinguir entre objetivos militares y bienes civiles, cometiendo atenta-
dos contra bienes privados o comunitarios que, por su naturaleza, ubicación, fi-
nalidad o utilización no contribuían a obtener una ventaja militar, causando con
ellos daños injustificados a la población civil.

141. La CEH concluye que la guerrilla, al haber incurrido en todos los he-
chos de violencia a que se ha hecho referencia en este capítulo, además de in-
fringir las normas del Derecho Internacional Humanitario, violó los principios co-
munes de éste con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

La responsabilidad de la guerrilla

142. A la CEH le asiste la convicción de que gran parte de los hechos se-
ñalados se produjeron con conocimiento de los altos mandos militares de la gue-
rrilla, en algunos porque los hechos fueron la concreción de una estrategia po-
lítico-militar deliberada y, en otros, porque se realizaron en cumplimiento de de-
cisiones adoptadas al más alto nivel.

143. En consecuencia, la CEH concluye que de los atentados contra la vi-
da de las personas y otras violaciones del derecho internacional humanitario, se
deriva una ineludible responsabilidad de los rangos superiores de la estructura
orgánica de la guerrilla.

Hechos de violencia cometidos por particulares

144. La CEH concluye que, en vinculación con el enfrentamiento armado,
también ciudadanos particulares cometieron hechos de violencia en defensa de
intereses propios, instigando estas acciones o participando directamente en
ellas. Por lo común, los autores eran personas económicamente poderosas en el
ámbito nacional o local.
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145. En numerosos casos de violaciones de los derechos humanos cometi-
das en las zonas rurales hubo participación de grandes propietarios agrícolas.
Algunas de estas violaciones las perpetraron juntamente con agentes estatales
para resolver con violencia conflictos con los campesinos. En otras ocasiones, si
bien la ejecución directa estuvo a cargo de agentes o sicarios del Estado, el mó-
vil fue proteger los intereses de dichos propietarios.

146. En el ámbito urbano, variadas violaciones de derechos humanos que
afectaron a sindicalistas y asesores laborales, que fueron ejecutadas material-
mente por agentes del Estado o personas que actuaron bajo su protección, con
su tolerancia o aquiescencia, derivaron de la estrecha colaboración entre pode-
rosos empresarios y las Fuerzas de Seguridad; fueron cometidas para la protec-
ción de los intereses empresariales, en concordancia con políticas gubernamen-
tales abiertamente antisindicales.
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CONCLUSIONES
III. Paz y reconciliación

147. El Gobierno del presidente Alvaro Arzú Irigoyen y la urng concluyeron
a finales de 1996 un largo proceso de negociaciones que, contando con la par-
ticipación de las Naciones Unidas, en calidad de moderador y con el respaldo
de la comunidad internacional, culminó en la firma de los Acuerdos de Paz. Los
Acuerdos establecen compromisos que representan un logro de incomparable re-
levancia en la historia nacional de las últimas décadas.

148. Durante el largo proceso de búsqueda de una solución política, ini-
ciado en 1987, la intensidad del enfrentamiento armado había disminuido sen-
siblemente. Sin embargo, durante este período, la violencia, la impunidad y la
militarización de la sociedad prevalecían aún en Guatemala. Considerando que
existía la oposición de grupos hostiles al proceso de paz en razón de intereses
diversos y la complejidad del contexto nacional, la CEH reconoce el admirable
esfuerzo y valor de los hombres y mujeres que contribuyeron al logro de la fir-
ma de los Acuerdos después de nueve años de acercamiento y negociación en-
tre las partes: los presidentes de la República durante este periodo y los funcio-
narios de las administraciones que participaron en la negociación y en la acti-
vación de las primeras iniciativas conciliatorias; la Comandancia de la urng; los
ciudadanos que intervinieron en la Comisión Nacional de Reconciliación y la
Asamblea de la Sociedad Civil, así como el sector religioso y, de modo espe-
cial, la Iglesia Católica. Se destaca también el aporte significativo de los repre-
sentantes del Ejército a este proceso.

149. Asimismo el Congreso de la República ha aportado acuerdos alenta-
dores de apoyo a la paz y reconciliación que requieren ser ampliados con ba-
se en las conclusiones y recomendaciones del presente Informe de la ceh. En es-
te sentido destaca el Punto Resolutivo Número 6-98, aprobado por unanimidad,
donde se estableció que: “la memoria histórica es parte de la cultura social y
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que esa misma debe ser inspiración de reconciliación y paz, para que los he-
chos acaecidos nunca más vuelvan a repetirse en la sociedad guatemalteca... [y]
Que en el año de 1980 un grupo de campesinos hizo suyos los sufrimientos, ne-
cesidades y peticiones de la inmensa mayoría guatemalteca que se debate en-
tre la pobreza y pobreza extrema, al tomar la Embajada de España con el úni-
co fin de que el mundo conociera su situación”. Asimismo, entre otros puntos, re-
solvió: “Solidarizarnos con los familiares de quienes dieron su vida por encon-
trar el camino para un mejor futuro y alcanzar la paz firme y duradera… [y] Ex-
hortar a la sociedad guatemalteca a efecto de que conmemoremos estos acon-
tecimientos que son parte de la historia de Guatemala…”

150. El enfrentamiento armado ha dejado heridas profundas en las perso-
nas, en las familias y en la sociedad entera. Por esta evidencia incontestable,
hacer realidad los Acuerdos de Paz y llegar a una verdadera reconciliación na-
cional supone un proceso largo y complejo. Profundizar el proceso de desmili-
tarización del Estado y de la sociedad, fortalecer el sistema de administración
de justicia, abrir mayores espacios de participación efectiva y asegurar la re-
paración a las víctimas de las violaciones a los derechos humanos son tareas in-
mediatas claves para facilitar la transición plena de Guatemala hacia la recon-
ciliación y la vigencia de un Estado democrático de Derecho.

151. Para alcanzar la verdadera reconciliación y conseguir edificar una
nueva nación democrática y participativa, que valore su carácter multiétnico y
pluricultural, la sociedad entera deberá asumir, entre otras cosas, los compromi-
sos del proceso de paz. Sin lugar a dudas se trata de un esfuerzo profundo y
complejo que la sociedad guatemalteca adeuda a los miles de hombres y muje-
res valientes que, reclamando el pleno respeto a los derechos humanos y al Es-
tado democrático de Derecho, asentaron los cimientos de esta nueva nación. En
primera fila, entre ellos, se encuentra monseñor Juan Gerardi Conedera.

152. Con humildad y profundo respeto la Comisión para el Esclarecimiento
Histórico dedica su trabajo a la memoria de todos los muertos y demás víctimas
que cobró la violencia fratricida durante más de tres décadas en Guatemala.
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